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			Alicia... se asustó un poco al ver al Gato de Cheshire en la rama de un árbol a pocos pasos de allí... 




			—Por favor, ¿podría decirme el camino que debo tomar desde aquí? 




			—Eso depende en gran medida de a dónde quieras llegar —dijo el Gato. 




			—No me preocupa mucho a dónde... —dijo Alicia. 




			—En tal caso, poco importa el camino que tomes —dijo el Gato. 




			—... con tal de que llegue a alguna parte —añadió Alicia a modo de explicación. 




			—Oh, de llegar a alguna parte puedes estar segura —dijo el Gato—, siempre que camines mucho rato. 




			



			 






			LEWIS CARROLL 




			Alicia en el País de las Maravillas, 




			cap. VI, «Cerdo y pimienta» 
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			AGRADEZCO A JOSÉ ÁNGEL ASIAÍN que me haya ofrecido prologar este libro sobre la financiación de la guerra civil española, asunto sobre el que no tengo autoridad, aunque sí un gran interés en que se haya estudiado. José Ángel tenía siete años el 18 de julio de 1936. Es seguro que recuerda las angustias, las incertidumbres, los temores y las esperanzas que aquel acontecimiento originó en todos los españoles, según sus preferencias políticas, sus adscripciones partidistas o sus actitudes expectantes. Y estos recuerdos, para los de nuestra generación, se enriquecieron en la posguerra con las narraciones de las gentes que sí fueron protagonistas, en uno u otro bando; eran narraciones hechas en la intimidad familiar, en tertulias en casas de amigos en las que también participaban los niños y los adolescentes como espectadores silenciosos. José Ángel tiene, por todo ello, una gran ventaja para entender cómo se generó aquella tragedia, cómo fue su desarrollo y, muy especialmente, cuáles fueron sus consecuencias inmediatas, ya que pudo vivirlas siendo adolescente y, después, en su primera juventud. Aunque investigó los complicados procedimientos de financiación de la guerra en los dos bandos contendientes, y ello exige exponerlos con el vocabulario propio de la economía, árido en sí y poco atractivo para el común de los lectores, quienes se interesen por el libro que hoy se publica podrán comprobar el «aroma» especial que exhala un texto sobre una época vivida, aunque sea en años de infancia. Eran tiempos en los que se exigían a niños y a adolescentes unas responsabilidades que no asumen ni entienden los jóvenes de hoy. Se era consciente de lo que acontecía, no solo por las noticias que se recibían sino también por los estados de ánimo y por las esperanzas de padres, parientes y amigos. Todo ello enriquece sutilmente las páginas de este libro.  




			



			 






			José Ángel Sánchez Asiaín, marqués de Asiaín, nacido en Baracaldo, se formó como economista en la Universidad Comercial de Deusto y se licenció y doctoró en la Facultad de Ciencias Políticas y Económicas, sección de Económicas, de la Universidad de Madrid. Su tesis doctoral, sobre impuestos directos e indirectos en España, presentada en 1958, fue dirigida por el catedrático Enrique Fuentes Quintana. Cuatro años antes, se había vinculado al Servicio de Estudios del Banco de Bilbao, en el que fomentó la mejora del Boletín de Londres, publicación periódica que gozaba ya de gran prestigio, porque recogía información sobre los mercados exteriores para que pudieran disponer de ella los clientes del Banco. En el Servicio de Estudios fue impulsor de varios proyectos, entre los que destaca el que pronto alcanzó gran prestigio, dedicado a cuantificar la renta nacional y su distribución provincial en España. Además, intensificó los análisis de la economía española en el contexto internacional, con lo que contribuyó a preparar los cambios que originaron el famoso y eficaz Plan de Estabilización Económica de 1959. En ese año, fue nombrado director del Servicio de Estudios del Banco de Bilbao, que publicaba el prestigioso informe económico anual. 




			La vocación docente de Asiaín se concretó enseguida al convertirse en profesor de la Universidad de Deusto en 1954 y, cuatro años después, cuando comenzó a enseñar Hacienda Pública y Derecho Fiscal en la Facultad de Ciencias Económicas de Bilbao, fundada por entonces y adscrita a la Universidad de Valladolid. En ese momento, ya eran conocidas y valoradas sus publicaciones en el Boletín de Estudios Económicos de Deusto, en Anales de Economía y en la Revista de Derecho Financiero y Hacienda Pública. También escribía en aquellos años importantes artículos en la prensa general. Por todo ello, en el tiempo transcurrido desde que se licenció en Ciencias Económicas hasta que en el año 1962 obtuvo por oposición la cátedra de Hacienda Pública y Derecho Fiscal, había probado sus excelentes cualidades como investigador y como enseñante y su gran capacidad para difundir conocimiento entre los lectores de los diarios. Aquí no debo extenderme en tratar de las muy variadas actividades y publicaciones del autor de este libro que prologo. Por ello, solo aludiré a su vocación de historiador. 




			Cuando hizo las oposiciones a la cátedra de Hacienda Pública, presentó el por entonces obligado trabajo de investigación inédito, que dedicó a «La controversia sobre el efecto expansivo de un aumento del gasto público financiado con impuestos». A este añadió, además, una Memoria, también preceptiva e inédita, sobre «Concepto, método, fuentes y programa» de la asignatura a la que opositaba. En esa Memoria, dio las primeras muestras de su interés por el pasado, al construir la historia del Derecho Financiero desde el cameralismo como sistema hasta las teorías contemporáneas vigentes sobre la Hacienda Pública, de tal modo que estudió el pensamiento hacendístico de Smith, Ricardo, Malthus, Say, Bentham, los marginalistas, Senior y otros autores. No he tenido ocasión de leer esta voluminosa Memoria inédita. Si la cito aquí es por pensar que, al escribirla, José Ángel Sánchez Asiaín mostró ya entonces su vocación de historiador, relegada circunstancialmente después por las responsabilidades derivadas de los cargos que asumió, especialmente tras su nombramiento como director general del Banco de Bilbao en 1968, como consejero director general en 1970 y, finalmente, cuatro años más tarde, como presidente de su Consejo de Administración. Desde estos cargos, impulsó y consolidó la unión en el Banco del análisis, la previsión del futuro y la eficacia en la gestión. Gracias a ello, la entidad fue la primera en España en definir y aplicar el concepto de grupo financiero, con notable visión de futuro al proyectarse al exterior y, simultáneamente, al acercarse a sus clientes mediante sucursales organizadas en las diversas zonas regionales de España. También impulsó las innovaciones y los procesos de fusión. También fomentó las ayudas a la enseñanza, con acciones entre las que cabe destacar el programa de becas Fulbright. No descuidó la protección y el impulso de actividades artísticas y culturales, como exposiciones de pintura, conciertos, conferencias y premios periodísticos y literarios. 




			La Real Academia de la Historia, consciente de la valía de José Ángel Sánchez Asiaín, le eligió académico de número el 20 de octubre de 1989. En la Academia, era conocido el libro Un siglo de vida del Banco de Bilbao (1857-1957) en el que había colaborado, entre otros, con Caro Baroja, Larraz y Lequerica. También se valoraba que hubiera promovido la reedición del Proyecto económico de Bernardo Ward (1986), un tomo de las Cartas de Carlos III a Tanucci (1988) y los Discursos sobre el comercio, de Juan Antonio de los Heros (1989). Por entonces, llevaba tiempo ocupado en investigar cómo se había financiado la guerra civil española, tanto por parte de la República como por parte de los organizadores del alzamiento militar. Es difícil encontrar investigador más calificado que él para llevar a buen término esa empresa historiográfica: un banquero capaz de entender los complicados procedimientos de las instituciones de crédito y las complejas transformaciones originadas por el proceso de avances y ocupaciones de pueblos, villas y ciudades. El tiempo en que estudió el proceso de financiación es el comprendido entre julio de 1936 y abril de 1939, con sus antecedentes y proyecciones posteriores. Fueron aquellos años de transición de una república organizada como la de España desde abril de 1931 hasta julio de 1936, a un régimen dictatorial caracterizado por el autoritarismo y la falta de libertades políticas. Los años de guerra suelen ser considerados, en lo político, como tiempo de transición, y lo fueron también en lo económico. El estudio de los avances y retrocesos militares, las posibilidades de uno y otro bando de contar con ayudas exteriores, según su signo político, la imposibilidad de llegar a acuerdos que pusieran fin a destrucciones, hambres, penalidades y muertes fueron asuntos que estudiaron y estudian los historiadores interesados por la guerra civil.  




			Para su ingreso en la Real Academia de la Historia, pudo ya presentar el discurso titulado «La Banca Española en la Guerra Civil, 1936-1939». Dedicó a este estudio 208 páginas, repletas de información valiosísima que utiliza, depurada, en la obra que ahora se publica. El libro que me honro en prologar, presenta como primer capítulo, un «pórtico» en el que expone cuáles fueron las necesidades de financiación de los dos bandos y las ayudas que recibieron. Dificultaron este estudio las complejas y cambiantes fórmulas aplicadas en los dos bancos centrales, el de Burgos y el republicano, los dos sistemas de cajas de ahorro y los dos regímenes tributarios. También fue asunto complejo determinar la cuantía y las fórmulas utilizadas para proceder a las ventas de oro a Francia y a la Unión Soviética, lo mismo que estudiar los presupuestos, las incautaciones, las «represiones económicas», la financiación exterior, tanto de los «nacionales» como del lado de la República.  




			Los endeudamientos, el impacto de la guerra sobre el comercio exterior, el enfrentamiento del gobierno republicano con el de Burgos sobre el control de la red bancaria privada en el extranjero fueron asuntos que interesaron especialmente al autor. Los expone con maestría y detenimiento en el capítulo XIX del libro. El contenido financiero de los activos expoliados, el final de la guerra, la preparación del exilio, el llamado «tesoro de Negrín», el «tesoro del Vita», vienen a constituir uno de los capítulos esenciales del final de la guerra. No podía faltar en este análisis el estudio de los índices de precios en aquellos años, los controles que se fijaron y la comparación del poder adquisitivo de la peseta en ambas zonas. 




			Junto a la descripción de los escenarios y las decisiones tomadas, el autor estaba especialmente interesado en conseguir una valoración fundada de los costes materiales y humanos de la guerra, tanto por la cuantía de las pérdidas de capital como por las disminuciones de los niveles de producción. Era imposible cuantificar lo que supusieron las muertes que provocó la guerra y en qué medida esta originó interrupciones de la enseñanza, en sus tres niveles, en ambas zonas y en determinadas ciudades y comarcas. 




			Con el final de la guerra en abril de 1939, comenzaron el proceso de transición financiera y los ajustes necesarios para fundamentar la que habría de ser una economía de paz, con la consiguiente unificación monetaria, la localización de los activos y documentos expoliados y su entrega a los legítimos dueños. 




			Las implicaciones exteriores, en lo referente a los exiliados, son analizadas en el capítulo que titula «Financiación del exilio». En él presenta cómo se organizó la administración de los fondos de que disponía el gobierno republicano, «Servicio de evacuación de refugiados españoles» y «Junta de auxilio a los refugiados» constituyen secciones del máximo interés en este capítulo, lo mismo que el epígrafe dedicado a Negrín como gestor financiero.  




			Al terminar la guerra, en el entonces denominado «primer año triunfal», hubo manifestaciones públicas de celebración, en las que participaron las gentes, unas por convicción y otras por temor para no significarse. Se reanudaron las celebraciones laicas de las fiestas patronales, con bailes vespertinos y nocturnos, y las romerías, y volvieron a abrir las salas de baile. Incluso para el gran número de vencidos que no llegaron a ser encarcelados, el primero de abril fue el final de «la pesadilla de la guerra». Aunque se sintiesen insatisfechos, contrariados, sin ideales definidos, tenían sin embargo esperanzas de poder comenzar una época de prosperidad, sin represalias. Fernando Chueca recordaba cómo los días posteriores a la guerra fueron para él, como para tantos miles de españoles que se encontraban en situaciones análogas a la suya, de inquietudes y zozobras, en medio de desfiles y conmemoraciones, mástiles y estandartes, procesiones, himnos y la que él denominó «la barroca parafernalia de una ilusión alimentada por símbolos añejos». Quienes habían tenido cargos de signo político durante la República, o mantenido actitudes manifiestas de simpatía o proclamado su adhesión y fidelidad y permanecían en España por no poder, o no creer necesario exiliarse, mantenían el temor de ser encausados y que se les llamase a comparecer ante los tribunales. Incluso a los niños nos llegaban las noticias de los temores, de las causas incoadas, de las fórmulas de simulación de simpatía y de haberse adherido a las doctrinas del nuevo régimen, hasta con afiliaciones a Falange, conseguidas fingiendo compartir los principios del «movimiento nacional». Y todo ello, en las grandes ciudades, con inusitada animación nocturna en locales que permanecían abiertos hasta el alba. El ambiente festivo era compatible con las escaseces, el hambre, las cartillas de racionamiento, el estraperlo, la represión, los encarcelamientos y las ejecuciones cuando no llegaba el ansiado indulto. Aquellos años fueron de esperanza y sufrimiento, y de ciertas mejoras, a pesar del erróneo dirigismo económico. La lenta recuperación se fundó en el afán de mejora de grandes y pequeños empresarios que invirtieron e innovaron, y de trabajadores afanados en sus tareas, siempre con el deseo de vivir mejor. Y esperando, un número de españoles creciente, poder conseguir un día las libertades políticas. 




			



			 






			Gonzalo Anes y Álvarez de Castrillón 




			Marqués de Castrillón 
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			INTRODUCCIÓN 




			



			 






			La guerra civil española constituye, sin lugar a dudas, uno de los períodos de nuestra historia contemporánea que más interés ha despertado en los historiadores e investigadores. Y es que, como se ha dicho, «la historiografía no es un registro incoloro, sino un relato de lo ocurrido, en términos de las emociones suscitadas por el resultado».1 También es cierto, por otra parte, que dentro de la amplísima bibliografía producida por aquel conflicto, se cuenta con muy poca literatura que contemple expresamente la evolución de la economía y las finanzas durante la contienda. Y esto es especialmente cierto en lo que se refiere a lo bancario y a lo financiero. 




			Por lo que a mí respecta, siempre he tenido un destacado interés por lo que fue y significó la guerra civil de 1936, pero a partir de un cierto momento, algunos de sus interrogantes me empezaron a resultar especialmente atractivos. Fue hace más de cincuenta años cuando, como consecuencia de otras obligaciones profesionales, accedí a documentos originales en relación con diversos aspectos monetarios de la contienda, lo que me introdujo de tal manera en aquellas cuestiones y me suscitó tantas preguntas, que cuando fui propuesto como académico numerario en la Real Academia de la Historia, no dudé que mi discurso de ingreso en esa Academia debería referirse precisamente al contenido económico y financiero de la guerra civil. 




			Así lo hice, con una intervención, que titulé La Banca española en  la guerra civil, en la que traté de entrar a fondo en lo que había sido el papel de las instituciones bancarias en la realidad de aquella guerra, caracterizada por la división de España en dos zonas económicas y financieras, la aparición de dos pesetas distintas, dos procesos de inflación, y dos maneras antagónicas de entender la sociedad. Una experiencia insólita, que me permitió contemplar, desde un ángulo distinto de los habituales, la relación Estado-sistema bancario. Fue una bonita experiencia, pero resultó ser un trabajo que, al final, me dejó lleno de dudas. Había empezado planteándome unos cuantos interrogantes, y en el curso de mi estudio me fueron surgiendo muchos más, para los que, en algunos momentos, no sólo no tenía una respuesta adecuada, sino que ni siquiera era capaz de disponer de una formulación válida de la misma pregunta. Trabajé casi dos años en la búsqueda de información al respecto, y al final terminé convencido que era un campo del mayor interés, en el que debía seguir investigando. 




			En los dos años de preparación de mi discurso de ingreso en la Academia me encontré con que la contienda había sido, en términos de la realidad que trataba de estudiar, la económica y la financiera, mucho más compleja de lo que en principio parecía. Me sorprendió el proceso financiero que se puso en marcha para superar la economía de guerra, y la amplia permeabilidad informativa que existió entre ambas zonas. Contemplé la inflación, desde la óptica de la guerra, bajo la dirección de dos «Bancos de España» distintos. Y con paciencia y muchísima suerte, dispuse de una amplia información, deducida pieza a pieza, de notas y de comentarios incidentales en biografías de una larga lista de personajes que ocuparon puestos de responsabilidad en uno y otro bando, y que, sin pretenderlo, iban dejando en sus escritos huellas de pequeñas informaciones de tipo financiero que, contempladas en conjunto, aportaban algunas pistas, y confirmaban otras, que explicaban situaciones y comportamientos. Fue muy importante también, disponer de la documentación producida por las entidades financieras relativas al ejercicio diario de su actividad, una documentación notablemente amplia, y que se conserva en casi todas esas instituciones. 




			Pero lo fundamental de aquel período de reflexión fue que tuve ocasión de conocer a profesionales que vivieron la guerra desde puestos de responsabilidad financiera, y que me ofrecieron su plena colaboración en mi investigación, en la que ellos tenían mucho que decir. Porque todavía en aquellos momentos era importante el colectivo vivo de personas que habían presenciado la ruptura desde posiciones destacadas en instituciones financieras de relieve. Quiero destacar la preciosa información que me suministraron, entre otros, los banqueros Pablo Garnica y Luis de Usera. Tuve también la suerte, gracias a la colaboración de sus familias, de disponer de documentos originales del archivo particular de Luis Olariaga, y de trabajar con el «diario particular de guerra» y otra documentación del archivo privado de Víctor Artola, director general en aquellos momentos del Banco Guipuzcoano, que negoció con las autoridades la evacuación y posterior recuperación de los activos expoliados y de la documentación bancaria del País Vasco. Por otra parte, en mi acercamiento a lo que había sido la realidad de la banca y las finanzas de la guerra civil, pude disponer de una amplia información, a partir de entrevistas, personales y colectivas, con más de ciento cincuenta responsables de la banca española en la etapa de guerra, que me suministraron un total de 800 horas de entrevistas grabadas, lo que ha supuesto para esta investigación, tal como se verá, un verdadero filón informativo. 




			Pienso que las vivencias y experiencias personales que he podido utilizar, son realmente valiosas para evaluar «lo que pasó», supuesto que en períodos de conflicto revolucionario y de inestabilidad política, explican la realidad de cada momento, y el funcionamiento de las instituciones, mucho mejor que las propias disposiciones legales, e incluso que la misma documentación primaria. Ahora pienso que, sin su aportación, se habrían perdido «para todos» aspectos y detalles muy significativos de lo que «efectivamente pasó». 




			Ya en la Academia, seguí trabajando con los materiales que había acumulado, y acometí nuevas investigaciones. Descubrí que se habían producido fenómenos muy importantes de los que no se hablaba. Por ejemplo, una guerra monetaria. Y buscando fuentes de financiación, encontré, entre otras cosas, las actas de la Comisión Secreta de París, encargada de monetizar los metales y piedras preciosas, joyas y otros valores expoliados. 




			Fue entonces cuando decidí que, si de verdad quería conocer qué es lo que había pasado en los equilibrios económicos y financieros, y formar criterio sobre cómo se había financiado la guerra, lo que tenía que hacer era globalizar toda aquella información, considerándola como una unidad, aunque profundizando en cada una de sus partes. Una fórmula que respondía a mi convencimiento de que la historia financiera de aquella guerra fue tan compleja, que debería ser visualizada y descrita como un todo, para desarrollar, con posterioridad, sus diferentes componentes. 




			Cuando estaba preparando mis oposiciones a la cátedra de Hacienda Pública de la Universidad de Valladolid, me impresionó mucho una nota de Schumpeter2: 




			



			 






			La historia fiscal de un pueblo es, sobre todo, una parte esencial de su historia general ... El espíritu de un pueblo, su nivel cultural, su estructura social, los hechos que puede preparar su política, todo esto y más está escrito con claridad en su historia fiscal y sin retórica de ningún género... Aquel que sabe escuchar su mensaje discierne aquí el tronar de la historia del mundo con más claridad que en ninguna parte. 




			



			 






			Creo que esto mismo podría aplicarse a la historia financiera. 




			



			 






			En todo caso, y pese a todo el material del que hoy ya se dispone, quiero advertir que soy plenamente consciente del indudable peligro que entraña la tarea de enfrentarme al reto de relatar la historia financiera de aquellos momentos. Y que por ello me he esforzado al máximo por atenerme primordialmente a un solo patrón, tratar de coordinar dos esferas que siempre me han interesado, desde diferentes perspectivas. Por un lado, la historia económica, y por otro, la realidad de la actividad financiera, a la que he dedicado la mayor parte de mi vida profesional. 




			Casi todo lo que conocemos de la guerra civil se refiere fundamentalmente a su desarrollo político y social, a los avatares militares, o a la ayuda extranjera. En términos generales, sabemos cómo acabó y alguna de las razones económicas que justificaron el resultado final. Pero aún estamos muy lejos de tener una aproximación, suficientemente aceptable, sobre lo que lo financiero supuso en esa guerra. Hugh Thomas lo resumió, con muy pocas palabras, en la introducción a su obra La guerra civil española:3 




			



			 






			Al final ganó la derecha, y en mi opinión, fue debido a cuatro razones primordiales. Organizó su unidad política mejor que la izquierda. Recibió una ayuda exterior superior a la obtenida por sus rivales. En tercer lugar, ya que la guerra se planteó como una confrontación convencional entre dos ejércitos, el hecho de estar dirigida la derecha por los más destacados artífices militares de la victoria española en Marruecos, representó un factor importante también. Finalmente, como toda guerra moderna, la civil fue un conflicto económico; una mejor administración de los recursos y unas ventajosas relaciones internacionales tuvieron que jugar, asimismo, un papel crucial.  




			



			 






			Este trabajo se dedica, precisa y fundamentalmente, a profundizar en la razón cuarta, la que se refiere a las cuestiones económicas y financieras. Especialmente al análisis del origen y la administración de los fondos de los que cada uno de los bandos dispuso. Una cuestión sobre la que todavía queda mucho por conocer, y en la que se sigue trabajando en la actualidad, aunque es una realidad que el esfuerzo realizado por distintos historiadores en los últimos años para llenar ese vacío, ha sido notable y con resultados muy positivos. 




			Sabemos que la ruptura de julio de 1936 que produjo la escisión de España en dos zonas monetarias y financieras, que se dotaron de diferentes modelos económicos, planteó en ambos campos innumerables problemas y desequilibrios. Primero, en cada una de esas zonas, y una vez terminada la contienda, en el conjunto de la España unificada. Sin embargo, muy poco se ha profundizado en el origen, desarrollo y efectos de estos problemas, que desde el primer momento deterioraron los equilibrios económicos que se habían ido consolidando a través de los tiempos, y que, una vez superada la guerra, exigieron la búsqueda de nuevos caminos y soluciones. 




			



			 






			Por supuesto, la reconstrucción de esa parte de nuestra historia no es precisamente fácil, entre otras razones, porque la información económica y financiera de la época es manifiestamente insuficiente. Y por ello, reconstruir «exactamente lo que pasó», a partir de materiales dispersos, constituye una tarea compleja y cargada de incertidumbres, a pesar de todas las cautelas metodológicas que puedan tomarse. 




			Es obvio que en España existe un «antes» y un «después» de la guerra de 1936-1939. Y desde luego, esto es especialmente cierto en lo económico y financiero, aunque este trabajo no pretende analizar ni ese antes, ni ese después. Simplemente trata de aportar información que ayude a enmarcar mejor el objetivo básico de estudiar lo que pudieron ser, en aquellos momentos, las finanzas de la guerra civil. Es decir, centrarse fundamentalmente en los aspectos financieros de ese «durante», de casi tres años, tan dramático en todos los órdenes de la vida española, y que tanta atracción ha ejercido sobre los intelectuales del mundo entero. 




			En esta línea, y para facilitar la lectura de las páginas que siguen, estas consideraciones introductorias, previas al estudio propiamente dicho sobre las finanzas de la guerra civil española, tratan de identificar el contenido de los próximos capítulos y la multiplicidad y variedad de los campos analizados, procurando destacar la recíproca interferencia de las distintas partes en el escenario de la coyuntura histórica en la que los hechos sucedieron. Se trata de ver las cosas en su totalidad, en su conjunto, en su complejidad, única fórmula para que puedan apreciarse e interpretarse interacciones, particularidades y procesos, que normalmente no se perciben cuando se estudian, uno por uno, los distintos aspectos que conforman el todo. Una visión que trata de buscar ese todo, que dice más cosas que la suma de las partes, y que pone de relieve la interdependencia de éstas. 




			Y así se hace, primero, para mejor entender, a partir de una visión global previa, «qué es lo que pasó». Pero especialmente para conocer, al menos en una primera aproximación, «cómo sucedió». Porque, en un momento determinado, nuestro país se escindió, súbita y prolongadamente, a lo largo de casi tres años, en dos zonas o sub-Estados, cada uno con su modelo económico y financiero, pretendiendo ambos una identificación excluyente y exclusiva con el todo del que se había segregado. Al final, y terminada la guerra, se llevó a cabo la reunificación. Y es esto, precisamente, lo que hace que aquella historia constituya hoy un caso de laboratorio. 




			



			 






			Como es lógico, ese proceso exige antes definir y clarificar cada una de las parcelas en las que puede dividirse el contenido económico-financiero de la guerra de 1936. Y hacerlo desde el horizonte temporal en que se vivió, en su preparación, en su desarrollo, y en su final. Y exige, una vez superada la contienda, el tratar de relatar cómo ese conjunto se enfrentó y resolvió los problemas de la posguerra. 




			Un análisis que debe abordarse a partir de los materiales y de la información existente, pero también de ciertas hipótesis que se irán explicitando. En todo caso, hay que dejar claro que hoy ya estamos en condiciones de contestar a preguntas para las que hasta hace no mucho tiempo no se disponía de respuestas válidas. Y esto es muy importante, porque la pregunta es una herramienta muy útil para la historia. Preguntas tales como por qué vías se desarrolló el desdoblamiento financiero institucional del 18 de julio. Cómo se financió la guerra en cada uno de los dos bandos. O cuál fue el papel que en ello jugaron las instituciones financieras tradicionales, la ayuda internacional, o la sociedad. También estamos en condiciones de definir y describir, con una cierta precisión, cómo se fueron resolviendo los desequilibrios económicos y financieros que la guerra ocasionó. Y, desde luego, podemos inventariar los instrumentos de que cada uno de los dos bandos disponía, o no disponía, para la planificación financiera y monetaria en una situación tan específica. 




			



			 






			En primer lugar, y para describir con precisión el sentido y la realidad de lo que verdaderamente sucedió, resulta imprescindible preguntarse por lo que, al iniciarse el conflicto, eran y significaban la economía y las finanzas españolas en el conjunto del país. Es decir confirmar el modelo. Y necesario definir cómo, una vez iniciada la guerra, cada uno de los dos escenarios en que España se dividió, trató de convertirse en una unidad autónoma, aunque condicionada en su estructura económica por la especial configuración de la economía del territorio sobre el que estaba asentada y por la política que en cada caso se estableció. Y preguntarse cómo, y a partir de qué estrategia, esos espacios tuvieron que evolucionar buscando optimizar su contenido económico y financiero. 




			Se trata de analizar cómo ambos bandos intentaron, y en qué medida lo consiguieron, alcanzar de nuevo el equilibrio perdido en los diferentes parámetros económicos y financieros. Y muy especialmente, cuáles fueron las estrategias que cada uno de ellos puso en marcha para asegurar, desde los primeros momentos, la financiación de las armas y del petróleo, la regulación del sistema de pagos, la política monetaria, o el control de la masa fiduciaria de su zona, para evitar lo que se veía venir, y que, al final, tuvo mucha importancia en el resultado de la contienda, el pánico financiero primero y el desabastecimiento y la inflación después. Y más tarde, y ya en plena guerra, cómo se desarrolló la difícil convivencia entre la peseta republicana y la peseta de Burgos. Cómo el Banco de España de cada uno de los dos bloques ayudó, o no ayudó, a potenciar esa estrategia. Y especialmente los instrumentos que cada uno de los dos bandos utilizó para planificar su política económica y financiera. 




			Es importante preguntarse, por ello, por el modelo económico que utilizó cada uno de los dos bandos, en función de su contenido ideológico y de los compromisos que se habían aceptado. Un análisis del que se desprende, como veremos más adelante, que el modelo del que se dotó la República fue de corte revolucionario y anticapitalista, con algo de anarquismo, mientras que el del Gobierno de Burgos fue absolutamente intervencionista, con voluntad de control de corte militar, que impuso desde el primer momento un dominio absoluto sobre todas las actividades, y sobre los recursos financieros, dirigido al exclusivo objetivo de ganar la guerra. 




			Y en esta línea, es necesario profundizar también en algo que luego resultó tener verdadera importancia en el curso de la guerra, es decir, el componente territorial de cada una de las dos economías. Porque la República se apoyó en una amplia descentralización regional, de tal manera que vascos y catalanes dispusieron de una organización política propia, lo que les permitió conseguir, prácticamente, la independencia monetaria, asumir facultades legislativas y ejecutivas, y al final, casi una independencia total. Hubo más regiones con vocación de autonomía de forma que en el territorio de la República llegaron a coexistir seis Gobiernos con plenos poderes y con esquemas jurídicos e institucionales propios. Y fue esto lo que impidió al Gobierno republicano desarrollar una política económica coherente. 




			



			 






			Igualmente hay que preguntarse cómo se financiaron las primeras acciones directas contra la República en la etapa previa de la conspiración, cómo se financió la sublevación de los que propiciaron el golpe de Estado, y con qué recursos se mantuvo una guerra tan larga. Porque cada una de estas tres etapas requirió una aproximación financiera distinta. 




			En la primera etapa, la reacción contra la República comenzó en fecha tan temprana como el 14 de abril de 1931, día en el que se constituyó, y en el que un grupo de personajes significativos se propuso derrocarla «por todos los medios». Y fue, inmediatamente a partir de ese momento, cuando se definieron las fórmulas para recaudar los recursos necesarios que exigía una futura sublevación. En esta línea, y posteriormente, constituyó una ayuda muy importante la de Mussolini, al que en marzo de 1934 visitaron un grupo de carlistas, monárquicos y militares que deseaban «alzarse» contra la República. Le pidieron ayuda, y de él recibieron en aquel mismo momento dinero, y la promesa de armas en el futuro. 




			En la segunda etapa, la sublevación, hay que preguntarse por los recursos de que ésta dispuso. Entre otros, destacaron los puestos a disposición de Mola por Juan March. Portugal ayudó también mucho, ofreciendo su territorio como base geográfica, su apoyo político, y sus recursos financieros. Y contribuyeron significativamente los carlistas, con su obsesión por buscar dinero para comprar armas «para la próxima lucha contra la República», y con su excepcional sistema de cuotas, establecido desde 1934, que les obligaba a contribuir al «Tesoro de la Tradición» con una suma por lo menos igual a la pagada en imposición directa al Estado. También ayudó mucho la Diputación Foral de Navarra, que disfrutaba de la capacidad de crear impuestos y recaudarlos, y que desde el primer día puso ese sistema a disposición de la sublevación. 




			En cuanto a la tercera etapa, la guerra, se trata de conocer cómo cada uno de los dos bandos definió los mecanismos e instrumentos concretos para financiar la contienda. Es decir, el uso que cada uno de ellos hizo de su entorno financiero, interior y exterior, cómo administró sus posibilidades, y cuáles fueron los resultados logrados. 




			En primer lugar, ambos Gobiernos recurrieron a la financiación exterior, aunque la República se enfrentó desde el principio a un alto recelo de la banca internacional, sin duda por miedo a que si ganaba la guerra, España se convertiría en una república bolchevique. Y por ello, los mercados le fueron abiertamente hostiles, hasta el punto que el escaso crédito de que dispuso procedió en su totalidad de la Unión Soviética. Por el contrario, la financiación exterior del Gobierno de Burgos fue muy amplia y generosa, destacando la ayuda de Italia y de Alemania. Al final, con este último país se plantearon graves problemas, porque intentó cobrar muy cara su colaboración, al contrario de Italia, que fue sorprendentemente generosa en la liquidación final de su ayuda. También Portugal ayudó a Burgos a financiar la guerra, especialmente en las primeras semanas, cuando los recursos eran escasos. Fueron importantes las aportaciones de Salazar y las de los grandes empresarios. Y en relación con la búsqueda de financiación exterior, no puede olvidarse el duro y complejo enfrentamiento del Gobierno republicano y el de Burgos por hacerse con la red bancaria española en el exterior. 




			Para la República constituyó también una importante fuente de financiación la venta del oro y de la plata del Banco de España. A esta cuestión se dedican dos capítulos en este trabajo. Uno que analiza cómo se tomó la decisión de vender el oro, la sistemática de las ventas, el traslado del oro a Moscú, los problemas jurídicos que planteó, y el complot anarquista que, en el desarrollo de la operación, se montó para robar el oro de los sótanos del Banco de España. El otro trata de dar cuenta del contenido de «los papeles de Negrín», de lo que la Unión Soviética informó en relación con la liquidación del oro, y del debate en relación con la administración de los fondos que el oro generó. 




			Ambos bandos utilizaron también como fuente de financiación los importantes anticipos que les fue suministrando el Banco de España de su respectiva zona, lo que planteó problemas a la hora de cancelar el crédito. Y el Gobierno de Burgos utilizó la vía del «aplazamiento de pagos», en relación con los suministros de guerra. Hubo otras muchas fórmulas para la obtención de fondos. Entre otras fueron importantes, la exigencia de responsabilidades políticas, las aportaciones privadas, las suscripciones e incautaciones, o la recogida oficial de divisas, joyas y piedras preciosas. Como se sabe incluso se llegó al descerrajamiento de las cajas de alquiler. 




			En cuanto se refiere a la exigencia de «reclamaciones políticas», tanto el Gobierno de Burgos como el de la República utilizaron esta fórmula como método de financiación. La República lo justificaba en que los daños que estaba ocasionando la contienda deberían ser satisfechos por aquellos que habían participado, directa o indirectamente, en el «movimiento rebelde». Y para ocuparse de esa contribución se creó la Caja General de Reparaciones de daños derivados de la guerra civil. Por su parte, el Gobierno de Burgos estableció una serie de medidas de incautación de bienes contra los responsables directos o subsidiarios, por acción o inducción, de la oposición al «movimiento nacional». Ambos bandos utilizaron hasta tales extremos este mecanismo de recaudación que, en el caso del Gobierno de Burgos, pronto se planteó la necesidad de abolir el sistema, porque estaba produciendo un colapso en el tejido económico. 




			Ambos Gobiernos recibieron o exigieron también aportaciones, tanto personales como institucionales, de todo tipo, pero especialmente monetarias. Fueron especialmente importantes, las que el Gobierno de Burgos recibió de Juan March, que puso la Banca Kleinwort al servicio de los sublevados, facilitó los aviones que Franco necesitaba para que sus tropas pudieran atravesar el Estrecho y aportó la credibilidad financiera necesaria frente a terceros. O las ayudas de Cambó. O las de algunos grupos de judíos, que muy pronto se posicionaron, unos a favor de la República, otros, los menos, a favor del Gobierno de Burgos. 




			



			 






			La actividad presupuestaria desempeñó, como era lógico, un importante papel en la financiación de la guerra de cada uno de los dos bandos. Así sucedió en la República, a partir de los presupuestos generales aprobados para los años 1937, 1938 y 1939, reforzados por los créditos extraordinarios y suplementos de crédito, y por abultados complementos de financiación que se fueron añadiendo de los «fondos reservados» que manejaba la Presidencia del Gobierno. También en el Gobierno de Burgos los presupuestos jugaron un relevante papel, aunque éste no dispuso del aparato técnico que exigía la actividad presupuestaria, que permaneció en su totalidad en poder de la República. Por ello, Burgos tuvo que renunciar a los históricos presupuestos anuales, sustituyéndolos por una especie de presupuestos «informales», que se hacían mes a mes, en función de las necesidades a cubrir y de las diferentes fuentes de financiación de que se iba disponiendo. Es una suerte que esos documentos presupuestarios fueran, al final, consolidados, lo que nos permite en estos momentos conocer con bastante aproximación, como veremos, esa partida del coste de la guerra civil. 




			



			 






			En cuanto al papel que jugaron en la financiación de la guerra civil la banca y las cajas de ahorros, ambos bandos dispusieron de la parte de las redes bancarias que les correspondió en la ruptura física y legal del sistema bancario que se produjo el 18 de julio. Una ruptura de tal magnitud, que produjo una radical separación entre unas sucursales y otras, y de muchas de ellas con sus casas centrales, alterando sensiblemente el mercado financiero. Ello constituyó una experiencia sin antecedentes, porque también aparecieron en escena dos «Bancos de España». Pese a ello, el sistema se mantuvo operativo, y la banca de cada bando continuó cumpliendo su misión como pudo, ayudando a su entorno a sobrevivir, y ofreciendo a cada uno de los dos Gobiernos un apoyo notable. 




			El análisis que sobre el comportamiento del sistema financiero se hace en las páginas que siguen, se ha basado en preguntarse, una vez más, qué y cómo sucedió. Es decir, volver al sistema de preguntas y respuestas. Preguntarse cómo una parte importante del sistema pudo operar de espaldas a sus sedes centrales, pero cumpliendo con su misión en circunstancias tan especiales. Cómo se comportaron los depósitos. Cómo se reguló el crédito. Qué tipo de operaciones se hacían. Qué sucedió con los tipos de interés. Y, al final, cómo se comportaron las cuentas de explotación de las entidades financieras en los años de guerra. 




			Y preguntarse, muy especialmente, cómo fue posible que la banca y las cajas de ahorro atendieran a la población desplazada que, huyendo de su lugar de residencia, terminaba solicitando ayuda en forma de créditos «faciales» o anticipos a cuenta, en sucursales que no eran geográficamente las suyas, y en las que no se disponía de sus antecedentes. Unas operaciones que terminaron haciéndose con bastante normalidad, y que se convirtieron en un mecanismo de corrección de muchos de los desajustes financieros provocados por la guerra. O preguntarse qué suerte corrieron los consejos de administración. Qué pasó con los equipos directivos. Cómo se iban incorporando al Banco de España de Burgos los territorios conquistados. Qué papel jugaron las juntas generales del Banco de España, que cada uno de los dos bandos convocó durante la guerra. Y qué rumbo tomó el sistema financiero bajo el Gobierno de la República en aquellos territorios que disponían de un alto grado de autonomía, como el País Vasco y Cataluña. 




			Hay que preguntarse por los requerimientos financieros «de tipo político» de que fue objeto la banca, y que tanto proliferaron. Y plantearse el fenómeno de las incautaciones de cuentas y saldos personales, que como mecanismo de defensa, dio lugar a la fórmula «acatar pero no cumplir». Preguntarse también qué eran, y cómo funcionaban, los llamados «comandos financieros», una iniciativa que nació espontáneamente en algunos bancos, que desplazaban apoderados a las primeras líneas del «frente», a veces acompañando a las tropas, para controlar y estabilizar la situación de aquellas sucursales que cambiaban de bando al compás de los avances militares. Y preguntar algo para lo que todavía tenemos una pobre respuesta, ¿cómo se consiguió la alta permeabilidad que existió entre las dos zonas en cuanto a cuestiones financieras? 




			



			 






			En otro orden de cosas, también es necesario preguntarse por otras cuestiones de tipo financiero típicas de aquellos momentos de guerra, pendientes hasta hace muy poco de investigación, pero que venían exigiendo una primera exploración, o al menos un reconocimiento histórico de su existencia como problema. Entre otras, qué hizo el Gobierno de Burgos con los billetes republicanos que iba confiscando en sus avances. Porque resulta que, al final, éstos terminaron utilizándose como arma de guerra a favor de los sublevados, a partir de un «fondo de papel moneda puesto en curso por el enemigo», lo que constituyó una verdadera «guerra monetaria», que sirvió para financiar las «quintas columnas» que los sublevados tenían infiltradas en territorio enemigo, y para hundir la cotización de la peseta republicana en los mercados exteriores. En todo caso, ya se puede documentar que existió un ambicioso proyecto institucional, apoyado por los servicios de información, para utilizar la moneda republicana como arma de guerra. 




			



			 






			Al final, y al cabo de 33 meses, el conflicto terminó. Y en relación con el nuevo período que en ese momento se abría, la pregunta que hay que hacer es cómo se planificó la transición del sistema financiero. La respuesta, a su vez, hace necesario explicar con detalle cuáles fueron las soluciones que se contemplaron para volver a la unidad, y a través de qué mecanismos se hicieron operativas. Es decir, cuáles fueron los instrumentos que se utilizaron para unificar dos economías que habían vivido totalmente separadas, teniendo en cuenta que, durante todo ese tiempo, cada una de ellas había recreado y reformulado todas las instituciones básicas, en lo económico y en lo financiero. Dos economías que se habían dotado de personalidad propia, de estrategias adaptadas a su momento, de dotaciones operativas, y de un marco legal específico. Una operación, sin duda compleja, que llevó tiempo, y que planteó abundantes problemas técnicos y especialmente graves, de tipo político y en algunos momentos ético. 




			El primer objetivo fue poner en pie un sistema productivo que se encontraba destrozado por la guerra, duplicado, con importantes problemas en su seno, y al que había que reducir a una sola unidad y a un único modelo. Y esto implicó grandes cambios. El más urgente fue desmilitarizar las industrias, para que éstas volvieran a la normalidad. Aunque esta normalización no pudo ser plena, porque había que supeditarla a la férrea política de control que el Gobierno de Burgos había establecido durante el conflicto, y que no se deseaba cambiar de ninguna manera. En todo caso el mismo primero de abril de 1939, en que oficialmente la guerra se dio por concluida, ya se hizo pública la estrategia para la transformación del tejido industrial, y cuatro días después, ya se iniciaba ese proceso. Aunque, como es bien sabido, los niveles prebélicos de producción no se alcanzarían hasta el comienzo de la década de los años cincuenta. 




			El problema medular más urgente fue la unificación del sistema monetario, en la medida en que cada bando se había dotado de una moneda distinta, cada una con su problemática. En primer lugar, el derrumbe territorial de la República puso de manifiesto la existencia de una masa muy importante de moneda que necesariamente había que eliminar. Por otra parte, la peseta de Burgos vivía en precario por la pérdida del tradicional respaldo de un oro que al principio de la guerra se había vendido, y por la necesidad de refundir las dos economías financieras. 




			Desde el punto de vista financiero la prioridad fue refundir y sanear los balances de los dos «Bancos de España». Cada uno había actuado con plena independencia, y sus balances recogían comportamientos muy diferentes. En consecuencia era urgente llevar a cabo una delicada operación de regularización, lo que posteriormente dio lugar a muchos y graves problemas. La técnica fue cancelar en el balance del Banco de España de Burgos consolidado, todas las cuentas de activo y pasivo republicanas. A la vez, el Estado creaba una «deuda especial», constituida por un solo título nominativo, a vencimiento indefinido y sin interés, que fue entregado al Banco de España como activo compensatorio de las pérdidas que había sufrido su balance. Fue una operación muy controvertida porque, al final, una parte muy importante del coste de la guerra tuvo que ser absorbido por el propio Banco de España, que en aquellos momentos era una institución de propiedad privada. 




			Por lo que respecta a los anticipos, también sin interés, del Banco de España al Gobierno de Burgos, que ascendían a 10.100 millones, se decidió amortizarlos, al ritmo de 10 millones anuales. Algo verdaderamente sorprendente. 




			



			 






			Otro problema lo planteaba la altísima inflación que se había producido en la zona republicana que implicaba un grave peligro de contagio para el territorio del Gobierno de Burgos, y para el desarrollo de la economía de la posguerra. Cómo era esta realidad, y cómo se solucionó, es otra pregunta a formular. Fue muy sencillo. Para evitar el contagio, y antes de terminar la guerra, se había puesto en marcha la operación «bloqueo», un proceso de confiscación de la moneda republicana, promovido y ejecutado a medida que las tropas avanzaban, cuyo objetivo era dejar reducidas las dos circulaciones a una sola, y de tamaño ajustado a la economía española. En aquellos momentos el compromiso era que, al finalizar la guerra, se buscarían procedimientos para resolver esa situación de manera definitiva. La cuestión era realmente compleja, y para buscar la solución se abrió un amplio debate político y técnico, que más adelante se explica con detalle. 




			Al final, la Ley de Desbloqueo que se aprobó liberó una parte de las cantidades previamente bloqueadas, y cumplió el objetivo de restablecer la unidad monetaria en todo el Estado, evitando que dicho proceso se tradujera en tensiones inflacionistas insostenibles, en un momento clave de la reconstrucción de la economía española. Sin embargo, alteró en gran manera la posición económica de instituciones, y en especial de personas. 




			Ahora, setenta años después, parece necesario preguntarse por aquella operación, y cuáles fueron sus resultados. En su dimensión técnica, la valoración que debe hacerse de la Ley de Desbloqueo es, en términos generales, positiva. Y, desde el punto de vista de la equidad, la pregunta a hacerse es si los mecanismos de devolución fueron justos, o si, de alguna manera, fue una ley de represalia para los vencidos. Al día de hoy parece claro, como se verá, que en el caso de los coeficientes de conversión no aparecen en el proceso índices que permitan sospechar que se tratara de hacer recaer el coste de la contienda sobre las antiguas zonas republicanas. Aunque su cálculo no pudo hacerse con rigor. 




			



			 






			La transición del sistema financiero desde una economía de guerra exigía también la búsqueda de los activos expoliados para devolverlos a sus legítimos propietarios. Por otra parte, y para que el sistema bancario pudiera seguir operando con normalidad era imprescindible reconstruir las contabilidades bancarias, que también habían desaparecido. Ni una ni otra cosa fue fácil. Pero se hizo. Se ha podido documentar con detalle la evacuación al exterior de las contabilidades, archivos y valores, y también su recuperación posterior. Especialmente el viaje de ida y vuelta de los activos y documentos del País Vasco, que se considera paradigmático, porque después de largos y costosos pleitos en los tribunales de Francia, Holanda y Reino Unido, una buena parte regresó a España. Como es lógico, la devolución de los activos supuso posteriormente un laborioso y largo proceso de búsqueda de los propietarios, para lo que incluso fue necesario organizar exposiciones públicas. Un proceso que, pese al tiempo transcurrido, todavía no ha podido ser cerrado. 




			



			 






			Para perfilar en toda su extensión «lo que pasó» en relación con la guerra civil, hay que preguntarse también sobre el contenido financiero del exilio, y sobre la administración republicana de los fondos que antes de acabar la contienda se habían remitido al exterior. El Gobierno de la República, después de perdida la guerra, y mientras esperaba regresar a España, ejerció sus funciones en el exterior, manteniendo y financiando, por una parte, el aparato gubernamental fuera de sus fronteras, y por otra el sostenimiento de la masa de exiliados que había tenido que abandonar España. Para ello, y previendo el final de la guerra y el alto volumen de financiación que ello iba a exigir, la República ya había empezado, antes de terminar la contienda, a acumular recursos para constituir un fondo que pudiera financiar el exilio. El llamado «tesoro de Negrín». En principio, este tesoro se había constituido para financiar la guerra, pero a partir de un determinado momento, cuando el Gobierno republicano vio claro que ésta se iba a perder, su destino cambió. Un cambio solemnizado por un acuerdo de los cinco presidentes, el de la República, el de las Cortes, el del Gobierno republicano, y los de los Gobiernos de Cataluña y el País Vasco. Un pacto de caballeros para administrar conjuntamente en el exilio los recursos disponibles, tal como se explica más adelante. Pero un pacto de caballeros que nunca se cumplió. 




			La realidad de esos recursos se explicitó formalmente en el momento de la voladura del castillo de Figueras, donde había ido concentrándose una parte muy importante del oro, piedras preciosas y valores confiscados desde el principio de la guerra. Pero donde también se almacenaban 700 toneladas de explosivos, que fueron explosionadas para que no cayeran en manos del enemigo. Una historia realmente apasionante. 




			En todo caso, era necesario preguntarse por la realidad de aquel tesoro, por el proceso de su formación, por su contenido, por su destino, y desde luego por la administración que de esos fondos hicieron las dos instituciones que para ello se constituyeron: el «Servicio de Evacuación de Refugiados Españoles», el SERE de Negrín, y la «Junta de Auxilio a los Republicanos Españoles», la JARE de Prieto. 




			



			 






			En orden a interpretar las magnitudes monetarias de distintos momentos en el tiempo, y para suministrar materiales válidos que permitan interpretar mejor todo ello, se ha incluido un capítulo sobre «Precios y cotizaciones». En él se ofrece información sobre el comportamiento de los índices de precios durante toda la contienda, en cada uno de los dos bandos. Incluye también información sobre la estimación de los índices de precios de la España unificada, y sobre la conversión a euros de las distintas monedas que se utilizaron en las operaciones internacionales, incluido el caso especial de la cotización del rublo. Con esa información debe ser posible calcular, con una cierta aproximación, lo que realmente significan en cada momento, las distintas referencias a ingresos o gastos, que en las fuentes de origen se van ofreciendo. 




			Es posible, sin embargo, que para grandes magnitudes, los tradicionales índices de precios puedan no ser válidos. Y por ello, ha parecido necesario dotarse de algún otro instrumento, que permita, en determinadas circunstancias, interpretar mejor la trascendencia cuantitativa de cada una de las grandes operaciones, y lo que cada una de ellas significó, en su contexto y en su tiempo, en relación con parámetros homogéneos del presente. Es decir, contestar a la pregunta ¿Y esa magnitud, qué representaría hoy?. 




			En esta línea, se sugiere que un buen instrumento, alternativo o complementario a los tradicionales índices de precios, puede ser definir la paridad que se busca a partir de la «capacidad relativa real de gasto equivalente», tratando de encontrar, para una cantidad monetaria del momento básico que se desea actualizar, el equivalente «hoy», en términos del «esfuerzo de gasto» que conllevaría generar o disponer de esa renta. Como en ese capítulo se explica, se puede llegar a ese valor comparativo con una cierta aproximación, utilizando la relación existente entre la renta per cápita de la fecha en que se produce la operación que queremos actualizar y la de hoy. Es decir, buscando el número de «rentas per cápita» que fue necesario utilizar en su momento para financiar la operación de partida cuyo valor se desea actualizar, y expresar esa cifra como equivalente actualizado en lo que hoy supondría, en moneda corriente, ese mismo número de «rentas per cápita». 




			



			 






			Alguna de las cuestiones que se plantean en los capítulos que siguen ya han sido abordadas con anterioridad por el autor en diversas publicaciones de la Real Academia de la Historia. Y, poco a poco, y a través de ellas, se han ido cerrando y completando aspectos parciales de lo que, al final, ha resultado ser un cuadro general de cómo discurrieron en realidad la economía y las finanzas de cada uno de los dos bandos. 




			En todo caso, la forma en que se abordan los distintos problemas en estas páginas puede parecer compleja. Quizá demasiados planteamientos. Demasiadas preguntas. Demasiados planos y situaciones de un mismo fenómeno. Pero en la Historia nunca sobrará un nuevo corte, o una nueva información, al planteamiento general de querer conocer «lo que sucedió». Y esto es especialmente cierto en la búsqueda de la interpretación y del verdadero sentido de lo que fue la guerra civil de 1936 que, supuesta su complejidad, exige muchos análisis parciales, y distintos ángulos de observación. Todos los que sean posibles. A eso trata de ayudar esta «Introducción», que al final se ha convertido en un resumen, muy sintético, de lo que se explica con más detalle en los capítulos que siguen. 




			



			 






			En todo caso tengo que decir que no considero cerrados los resultados de mis estudios sobre la guerra civil. Cometería un grave error si así lo entendiera, porque tengo asumido que en el conocimiento histórico, el progreso pasa necesariamente por la complementariedad investigadora, en la que los puntos de anclaje de unos trabajos son, y así tiene que ser para que nuestro conocimiento avance, referencias que constituyen puntos de partida para ulteriores planteamientos. 




			Con estas páginas pretendo también animar a aquellos que, por sus estudios sobre estas cuestiones, o por la información de que puedan disponer, estén en condiciones de añadir algo a esta pequeña parte de nuestra historia, a que lo hagan. Trato también de animarme a mí mismo a seguir en esta gratificante tarea. 




			Por ello, y una vez más, quiero dejar claro que, tal como señala su título, este trabajo sólo pretende ser «una aproximación histórica a la financiación de la guerra civil española». Porque, al final, no es más que un acarreo de materiales, laboriosamente acumulados a lo largo de muchos años de búsqueda y contraste, y unas consideraciones que a veces pueden ser personales, muy personales, que tratan de profundizar en la interpretación de lo que supuso la guerra civil de España en los parámetros económicos y financieros del país. Al menos, así se ha pretendido, desde la inquietud analítica y desde la más pura curiosidad científica y de respeto a lo que es la Historia. Por ello pienso que todavía no ha llegado el momento de hablar de «una Historia», porque la realidad es que son muchos los espacios de conocimiento que aún deben completarse antes de que esa «Historia» pueda escribirse. 




			En todo caso, al terminar esta introducción, tengo que decir que he hecho grandes esfuerzos por lograr un tratamiento lo más objetivo posible, lejos de las posiciones ideológicas o políticamente apasionadas que todavía suscita el estudio de nuestra guerra civil. Y lo digo precisamente, porque me doy cuenta de lo difícil que resulta comportarse de acuerdo con lo que se ha llamado la «subjetividad equilibrada».4 De ahí que, aún siendo consciente y partícipe de las desconfianzas que Schumpeter manifestara en la introducción de su Historia del análisis económico sobre las dificultades de lograr realmente esa subjetividad,5 haya insistido en superarlas, aunque sé que cada uno de nosotros somos fruto de nuestro contexto histórico y de nuestras circunstancias personales y humanas, en el ámbito de la cultura en que nos movemos y realizamos socialmente. 




			



			 






			No puedo cerrar esta «Introducción» sin dejar testimonio de mi agradecimiento a todos los que, desde distintos campos, y en diferentes cuestiones y momentos, me han ayudado en el discurrir del largo período que ha exigido el desarrollo de este trabajo. Han sido muchos, como puede verse en el texto. Y sin ninguna duda, su apoyo, sus sugerencias, y su directa colaboración, han resultado determinantes para que las páginas que siguen hayan podido ver la luz. Porque la necesaria sistemática de acumulación de datos, la búsqueda de terminales de información, la definición de nuevos campos y, sobre todo, el contraste necesario para acotar la realidad, requería de todo tipo de ayudas. Tengo que agradecer también aportaciones no esperadas, de enorme valor, que se produjeron como consecuencia de alguna de mis publicaciones sobre cuestiones relativas a la guerra civil, especialmente del texto de mi discurso de ingreso en la Real Academia de la Historia en abril de 1992. Porque, al conocer que alguien se estaba interesando por aquella problemática sobre la que tenían algo que decir, fueron muchos los que no dudaron en ofrecerme su colaboración. Sus informaciones, y los materiales que de ellos recibí, resultaron ser en muchos casos realmente valiosos, me descubrieron nuevos puntos de vista, y me pusieron en el camino de alcanzar objetivos más ambiciosos. Como es lógico, la responsabilidad de todo lo que en estas páginas se dice, sólo la asume el autor. 




			He dispuesto pues de muchas ayudas. Pero como fuentes de información fundamentales, sobre las cuestiones económicas y financieras que planteó la guerra civil, me he apoyado especialmente en cinco grandes instituciones que me proporcionaron una parte muy importante de la información de la que en esta obra se da cuenta. La Biblioteca de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, el Archivo General del Ministerio de Economía y Hacienda, el Archivo Histórico del BBVA, el del Banco de España, y el de la Fundación Universitaria Española. 




			La Biblioteca de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas data de 1857. Su artífice y primer bibliotecario fue el economista Manuel Colmeiro. Cuenta con más de 140.000 volúmenes que, en una parte muy importante, son donaciones de académicos y economistas que le legaron sus bibliotecas y sus archivos personales, como Flores de Lemus, Sánchez de Toca, Zumalacárregui, Perpiñá Grau, Paredes, o Fernández de la Mora. A ellos hay que sumar los 80.000 nuevos volúmenes y 1.600 títulos de revistas de la Fundación de las Cajas de Ahorro (FUNCAS), recientemente incorporados. Hoy, la Biblioteca de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas es una de las principales bibliotecas españolas en ciencias sociales, destacando, sin ninguna duda, sus fondos sobre la guerra civil. 




			El Archivo General del Ministerio de Economía y Hacienda es indiscutiblemente una fuente imprescindible a la hora de analizar la economía y las finanzas de la guerra civil. Es una realidad que mucha de la documentación producida durante esos años se perdió en los momentos de la contienda o inmediatamente después, especialmente por la destrucción de documentos por los republicanos ante la llegada de las tropas franquistas, y posteriormente las ventas reiteradas de papel, promovidas oficialmente para paliar su escasez.  




			Pero los documentos que han llegado hasta nuestros días, se han conservado muy bien en el Archivo General del Ministerio de Economía y Hacienda. De entre ellos, uno de los más importantes para este trabajo ha resultado ser sin duda la Cuenta General del Estado. Especial de los años 1936 a 1939, cuya formación refleja la preocupación del ministro Larraz por obtener información fiable sobre el estado en que quedaron las cuentas públicas. Particularmente han sido útiles, para conocer las fuentes financieras del Gobierno de Burgos, la contabilidad de HISMA, los expedientes en los que se definieron los importes finales de los préstamos de los Gobiernos alemán, italiano y portugués, los saldos de cuentas bloqueadas sobre los que se aplicó la legislación de desbloqueo, los informes sobre las incautaciones realizadas por responsabilidades políticas, y las leyes y decretos de 1 de abril de 1939, y sus antecedentes, clasificados en su día como reservados. Para conocer las medidas de financiación dictadas por el Gobierno republicano, han resultado ilustrativos los presupuestos generales del Estado de 1937 y 1938, así como las actas en las que se recoge la actividad de la Caja General de Reparaciones.  




			El Archivo Histórico del BBVA, el primero de la banca privada en España, es sin duda un fundamental centro de referencia para el conocimiento de nuestra historia financiera, y lo es especialmente en lo que se refiere a la guerra civil. Un «archivo de archivos», con más de 14 kilómetros lineales de documentación sobre el sistema bancario, una notable documentación de empresas y de grupos familiares, y especialmente abundante información sobre las instituciones que jugaron papeles importantes en lo financiero durante la guerra civil. Constituyen verdaderas joyas históricas de este archivo, las memorias e informes que remitían a sus superiores cada una de las sucursales del antiguo Banco de Bilbao, con su visión a pie de plaza de lo que iba sucediendo durante la guerra, en lo económico y financiero, en cada momento y en cada una de las dos zonas. Todo ello se complementa con el archivo sonoro de entrevistas sobre la guerra, ya mencionado, un testimonio de primera magnitud por su cercanía al escenario donde los acontecimientos se desarrollaron. A través de esta historia oral se pueden conocer testimonios de primera mano sobre la situación social y económica durante la guerra, sobre el proceso de apertura de cajas de alquiler, y sobre las incautaciones. Entre otros muchos aspectos, allí se conserva información sobre el traslado a Francia de los valores y contenidos de las cajas de alquiler, sobre el proceso de devolución de estos activos a España, o sobre cómo fueron los momentos en los que una oficina bancaria pasaba del control de un área a otra, según el movimiento de las tropas. 




			El Archivo Histórico del Banco de España ha sido también una importante fuente de información para este trabajo, en la medida que una parte muy notable de la actividad y de la documentación que refleja los aspectos monetarios de la contienda, se conserva en sus dependencias. En este archivo se puede acceder, entre otros muchos documentos de interés, a las actas de los consejos de administración de los dos «Bancos de España», a prácticamente la totalidad de la información que se relaciona con la venta del oro a Francia y Moscú, o a los «papeles de Negrín». Allí se encuentran también los distintos estudios que se hicieron, en diferentes momentos, sobre el cambio de la peseta, sobre el tipo de interés, o sobre la cancelación de los depósitos en billetes del Banco de España sujetos a revisión, las memorias leídas en las junta generales de accionistas del Banco de España en ambas zonas, en los años 1938 y 1939, el Dictamen de la Comisión  para el estudio de la liquidación del régimen de bloqueos, el cálculo de coeficientes que se utilizó en esta operación, o distintos estudios sobre la normalización contable del Banco de España. 




			La Fundación Universitaria Española cuenta con más de 100.000 volúmenes y 2.000 publicaciones periódicas. En ella está depositado el Archivo de la II República española en el exilio, que permite estudiar en profundidad todos y cada uno de los problemas a los que se tuvo que dar respuesta en relación con la emigración española al finalizar la guerra. Está integrado por el Fondo París, el Fondo México, el Fondo Chile, y el Fondo Epistolar de Claudio Sánchez Albornoz. También se encuentran en esa Fundación el Archivo Gordón Ordás, el Archivo Antonio María Sbert, el del Conde de Campomanes y el de Pedro Sáinz Rodríguez. En ellos puede encontrarse amplísima y muy significativa información sobre la guerra civil española en el exilio, y abundantes expedientes personales de refugiados. También se conservan allí documentos tan importantes como la correspondencia entre los gestores de la JARE y los responsables de la República en relación con la liquidación final de los fondos del exilio.  




			



			 






			Este trabajo debe mucho a los responsables de cada una de estas cinco organizaciones, punteras en la acumulación de información sobre la guerra civil. Y ello me obliga a hacer público, desde esta «Introducción», el agradecimiento a los que las dirigen, por unas colaboraciones que han hecho posible el estudio y análisis de una parte muy importante de la información que conservan.  




			En primer lugar, a Pablo Ramírez Jerez, director de la Biblioteca de la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, por su ayuda en el largo discurrir de este trabajo, y especialmente por la localización, a veces verdaderamente difícil, de la documentación que iba siendo necesaria en las distintas fases de esta investigación. Su colaboración ha sido realmente notable, dada la dimensión y contenido de la institución que con tanto acierto dirige. Y lo ha sido también por su excepcional capacidad de comunicarse con la compleja red informal que existe entre responsables de archivos y bibliotecas, dentro y fuera del país, que le permite disponer y facilitar las más complejas informaciones en tiempo récord. Todo ello ha enriquecido en alto grado los capítulos que siguen. 




			Agradecimiento a Agustín Torreblanca, director del Archivo General del Ministerio de Economía y Hacienda, que me ha hecho posible disponer de documentación, en muchas ocasiones inédita, sobre cuestiones básicas, para entender bien cómo fue la guerra civil en términos financieros. Conoce a la perfección «su» archivo y, por otra parte, también conoce a la perfección cuáles fueron las más importantes decisiones que, en cada momento, se tomaron en relación con las cuestiones económicas y financieras de la guerra civil española. Un conocimiento que ha sido fundamental para dar fin a este trabajo. 




			Agradecimiento también por su ayuda, durante tantos años, a Víctor Arroyo, director del Archivo Histórico del BBVA, que con tanto mimo cuida, y del que ha conseguido hacer una herramienta necesaria en la investigación de la historia financiera de España. El autor tiene que agradecer también la ayuda de Teresa Tortella Casares, directora durante tantos años del Archivo Histórico del Banco de España, de cuyo saber y pericia se ha beneficiado este libro. Su trabajo en el archivo, y sus propias investigaciones sobre diferentes aspectos de la guerra civil, hacían imprescindible contar con su colaboración en este trabajo. Una colaboración que, en este caso, ha sido especialmente útil en cuanto al análisis de los «papeles» de Negrín. Este libro debe mucho también a Isabel Balsinde, directora de la Fundación Universitaria Española, por su ayuda y por sus valiosos consejos. Especialmente ha sido útil su atención y su desvelo en el peregrinaje por el amplísimo archivo de la II República española en el exilio.  




			



			 






			Y por último, mi agradecimiento a Juan José Goirena de Gandarias que amablemente leyó en primicia distintos capítulos de este libro y cuyas sugerencias tanto lo han enriquecido. A Paisa Izuzquiza, primera editora, que tanto me ayudó, especialmente con la bibliografía, y que desgraciadamente no ha podido ver la luz de este libro. Y muy especialmente a Mercedes Fernández Morodo, que desde los orígenes de este trabajo, hace ya muchos años, tanto me ha ayudado y apoyado. Nadie como ella, excepto probablemente yo mismo, ha dedicado tanto tiempo a este libro. 




			

	    


	 	

	    

            



			 






			II 




			



			 






			El escenario económico-financiero de la guerra como punto de partida 




			



			 






			ESCENARIO DEL CONFLICTO 





			



			 






			Los problemas que en el orden económico y financiero se plantearon durante la guerra civil como consecuencia de la división de España en dos territorios, no pueden entenderse sin conocer previamente cómo era en julio de 1936 la situación económica y financiera, así como la estructura económica de cada una de las partes que el conflicto definió. Es decir, sin conocer el escenario en que los acontecimientos se desarrollaron en cada una de las dos mitades de España. Que fueron muy distintos.1 




			Para entender la situación, hay que empezar por recordar que, junto a los terribles problemas políticos que España tenía planteados en 1936, en el enfrentamiento del 18 de julio tuvieron mucho que ver fenómenos como la situación económica del país con un gran predominio agrícola, el escaso peso de la clase media española, los fuertes desequilibrios en la distribución de la renta, o la falta de un tejido asociativo e institucional de la sociedad. Y, desde luego, contribuyeron a esa ruptura las fallidas ilusiones de mejora del nivel de vida que había despertado la llegada del régimen republicano. Por otro lado, amplias capas de la población se sentían amenazadas en sus intereses económicos, o en sus tradicionales convicciones sociales y religiosas, por la potencial marea revolucionaria que se adivinaba. Como consecuencia de todo ello, y como resultado del tono radical que izquierdas y derechas venían imprimiendo a sus respectivos mandatos gubernamentales, al final se produjo una especie de incompatibilidad social y política, profunda, que se tradujo en que cuando unos llevaban las riendas del poder, los otros pasaban automáticamente a la oposición más radical. Y en estas circunstancias, la coexistencia diaria de unas fuerzas politico-sociales cada vez más antagónicas hizo de la vida española un potencial polvorín.2 




			Los primeros amagos de ruptura brotaron en 1932, en tiempos del Gobierno social-azañista del bienio 1931-1933, con la intentona militar del general Sanjurjo. Pero fue en el bienio radical-cedista de 1933-1935 cuando la tensión social y política se radicalizó en la Segunda República, destacándose dos frentes: de un lado las pretensiones autonomistas de catalanes (que poseían ya su estatuto) y vascos (que aún no tenían sancionado el suyo), y de otro el desajuste social. Todo ello, unido a planteamientos políticos y económicos revolucionarios, desembocó en la huelga general de octubre de 1934. Esta huelga revolucionaria, que ha pasado a los anales de la historia como la «revolución de octubre», prendió singularmente en Asturias y significó la primera ruptura importante de la legalidad.3 




			Aunque existen otros choques politico-sociales más localizados y concretos, estos antecedentes sirven de ejemplo, a menor escala, de lo que dos años más tarde degeneraría en guerra civil abierta, en la medida en que para entonces la victoria electoral del Frente Popular, en febrero de 1936, había terminado de ahondar las crispaciones, haciendo aflorar los odios sociales.4 Con los riesgos que entraña toda simplificación, puede decirse que sin la existencia de aquel dramático trasfondo de tensiones, la sublevación del 18 de julio habría triunfado o fracasado, pero rápidamente, como en ocasiones anteriores. En todo caso, el profundo foso abierto en el corazón de la sociedad española había configurado ya en julio de 1936 dos bloques difícilmente conciliables. Sólo así se explica la rápida cristalización de las zonas enfrentadas tras la rebelión de una parte del ejército.5 




			



			 






			De la coyuntura económica de la primera mitad de los años treinta se ha escrito bastante, pero en este caso es necesario prestar especial atención a la situación del período anterior al conflicto, uno de los menos conocidos de esa época.6 Porque no existen dudas de que fue la dificilísima situación económica previa a la guerra civil lo que aceleró los preparativos del «levantamiento» del 18 de julio.7 Y fue así porque a partir de principios de 1936 el paro empezó a generalizarse progresivamente, alcanzando cotas hasta entonces desconocidas.8 Por otra parte, y de acuerdo con los índices de actividad industrial, en el primer semestre de 1936 ya era evidente la situación depresiva de la economía española.9 De diciembre de 1935 a abril de 1936 la actividad de los ferrocarriles disminuyó un 21% y el movimiento marítimo cayó un 27%. La caída del descuento de papel comercial era un hecho. Los valores bursátiles estaban bajando considerablemente.10 Desde el punto de vista de las relaciones económicas con el exterior, la coyuntura a lo largo de los meses de paz de 1936 se definía como de «tácita suspensión de pagos de España en los mercados internacionales»,11 a pesar de que España tenía unas reservas de oro sólo superadas por Estados Unidos, Francia y el Reino Unido.12 En todo caso, en el primer semestre de 1936 ya se había debatido en diversas ocasiones sobre la venta o pignoración de oro.13 




			La política agraria empezaba a crear problemas entre el campo y la ciudad, mientras que las colectivizaciones agrícolas disminuían la productividad.14 Y la altamente desfavorable relación real de intercambio de los productos agrícolas en comparación con los industriales, que estaba llegando a límites dramáticos,15 justificó en cierta medida cómo se desarrollaron los apoyos sociales a la rebelión militar del 18 de julio.16 




			También la crisis económica internacional, de comienzos de los años treinta, afectó de manera notable a España, contribuyendo a enrarecer aún más el ambiente imperante en la sociedad. Y a este negativo contexto internacional hay que sumar los importantes desequilibrios exteriores existentes en España desde la década anterior, así como las dificultades y desconfianzas en materia inversora, generadas por la instauración del régimen republicano. 




			La política económica de la época se había fijado como objetivo la alta cotización de la peseta, aunque ello significara un debilitamiento de la posición competitiva española. Y un informe del Servicio de Estudios del Banco de España decía en 1935 que los costes de producción deberían reducirse en más de un 15% para que los productos españoles fueran competitivos. Una reducción que no podría lograrse sin disminuir las retribuciones al trabajo, algo que «en el estado actual del complejo español, no es factible por las derivaciones que acarrearía y porque no hay fuerza política alguna para iniciarlo siquiera».17 




			Tampoco el ambiente social contribuía a serenar los ánimos. Porque en aquellos momentos reinaba en España un fuerte clima de intranquilidad. Una creciente crispación exigía en el campo una amplísima reforma de la propiedad. Y las ocupaciones de fincas eran frecuentes, sin que las autoridades reaccionaran. Cada vez parecía más claro que el caos socioeconómico exigía una contundente acción por parte del Gobierno, pero el alud de acontecimientos políticos terminó por reducir el problema económico a algo marginal dentro del conjunto de las graves preocupaciones que la sociedad española tenía.18 




			Y a partir de todo esto, y sin soluciones que restablecieran el equilibrio, el estallido de la contienda definió dos situaciones políticas y militares enfrentadas, y generó dos áreas económicas contrapuestas, aunque tanto el Gobierno como los que habían encabezado la sublevación estaban convencidos de que ésta se resolvería en pocos días. Pero muy pronto quedó claro que ni el «pronunciamiento» había fracasado, ni había desbancado al Gobierno. Y de esta manera, el mercado único español se fragmentó en dos parcelas, a la búsqueda cada una de ellas de un nuevo punto de equilibrio. Porque los presupuestos básicos del Estado, es decir, la unidad legislativa y monetaria, las fronteras comunes y un mercado interior unificado, habían saltado por los aires.19 




			Desde el punto de vista económico, la ruptura de la unidad de mercado fue la primera consecuencia del estallido de las hostilidades, porque la estabilización de los frentes militares partió brutalmente un mercado interior integrado. Un mercado que, mediante un lento proceso histórico, había ido definiendo un cuadro estable de asignación de papeles productivos en el conjunto de las regiones de España. Todo ello quedó roto: zonas mineras en un bando y sectores transformadores en el otro, excedentes de productos alimenticios en una zona frente a una población hambrienta en la otra, áreas con alta capacidad de ahorro y áreas productivas necesitadas de financiación. 




			Añádase el colapso producido en muchas empresas establecidas en una zona y privadas del contacto con sus clientes o proveedores de la otra, sin posibilidad de cobrar de sus deudores o de pagar a sus acreedores. Y súmese el desmembramiento de las empresas multirregionales, repartidas las instalaciones industriales y con directivos en distintos territorios, incomunicados y a veces enfrentados. Avanzada la contienda, también se rompió la unidad monetaria. 




			



			 






			La economía española en el momento de estallar la sublevación20 




			



			 






			Iniciada la guerra, cada uno de los dos bandos fue definiendo, poco a poco, su marco económico, la filosofía que iba a marcar hasta el final de la contienda la gestión económico-financiera de la guerra, y la mecánica y estructura de la toma de decisiones.21 




			Y de esta manera, la consolidación de los frentes definió dos comunidades demográfica, social y económicamente muy desiguales, que luego se desarrollaron también de manera muy distinta. En julio de 1936 la población de España era de unos 25 millones de habitantes. Un 60% quedaron en territorio republicano y un 40% en la zona controlada por el Gobierno de Burgos.22 El Gobierno de la República23 mantuvo en el inicio del conflicto el control sobre 22 capitales de provincia,24 frente a 28 por parte de los sublevados. 




			La estructura económica de una y otra zona resultó ser notablemente diferente. Porque, al iniciarse la contienda, alrededor del 30% del producto agrario correspondía a la zona republicana y el 70% a la zona nacional.25 Inversamente, el 80% del producto industrial correspondía a la zona republicana y el 20% a la nacional. 




			La zona republicana era, pues, industrial y de alta densidad de población. Comprendía la casi totalidad de las grandes áreas urbanas e industriales y la mayor parte del litoral marítimo, y contaba con los mayores niveles de renta y de capacidad de consumo. Su agricultura se centraba en la producción de agrios (90% de la naranja y 95% del limón), de aceite (50%), de arroz (80%) y de la mayor parte de la producción hortofrutícola. Tenía, sin embargo, notables carencias de productos básicos de subsistencia, y la escasez de muchos de ellos, gravísima en las grandes ciudades, fue una constante en la retaguardia republicana.26 




			La zona nacional estaba integrada fundamentalmente por las áreas rurales del país. Disponía en abundancia de productos básicos de consumo. Entre otras cosas, de las dos terceras partes de las reservas y de la capacidad de producción de trigo, del 60% de la producción de leguminosas, de más de dos tercios de la producción de patatas y del 90% de la de azúcar, de la mayor parte del ganado de leche y de tiro, del 75% del vacuno, del 70% del ovino y también de gran parte de la producción lanera. Lo fundamental de la industria pesquera se encontraba también en la zona nacional, en Galicia, y muy pronto también en el litoral cantábrico. 




			No disponía de industria, pero poseía hierro y carbón en abundancia. El 75% de la producción de mineral de hierro estaba en manos de los sublevados, porcentaje que se incrementó sustancialmente con la conquista de la cornisa cantábrica. En cuanto al carbón, la caída de Asturias en la segunda mitad de 1937 permitió controlar el 90% de la producción. También disponía de la práctica totalidad de la producción de cobre. Y su carencia inicial de industria cambió espectacularmente en el verano de 1937 con la incorporación de las zonas industriales de la franja cantábrica, lo que supuso contar con la práctica totalidad de la industria siderometalúrgica. 




			En cuanto a las comunicaciones, los principales puertos españoles y la mayoría de la flota mercante quedaron en manos republicanas. Sin embargo, la escasez de carbón, debida a la incomunicación que la mayor parte del territorio sufría al principio con Asturias, la pérdida posterior de esta zona, y lo escaso de los suministros exteriores, dificultaron mucho el transporte marítimo. 




			La ruptura de julio de 1936 dejó también en manos de la República los importantes centros financieros de Cataluña, Madrid y País Vasco. Cuatro de las seis cámaras de compensación existentes, las de Madrid, Barcelona, Bilbao y Valencia y las tres bolsas de valores quedaron en la zona republicana. Aproximadamente el 65% de las oficinas bancarias quedaron en el bando republicano, frente al 35% del lado controlado por el Gobierno de Burgos.27 Las centrales de los cinco mayores bancos y todo el «tesoro» del Banco de España quedaron también en manos de la República. 




			Esta indiscutible posición de fuerza de la República quedaba muy reducida por las pésimas condiciones de su territorio, malamente comunicado, y por el práctico bloqueo que la República sufrió por parte de los poderes económicos internacionales, con la única excepción de la Unión Soviética. Frente a esta realidad, los sublevados contaron desde el primer momento con la decidida ayuda económica y militar de las potencias del Eje y, en general, con la connivencia del capitalismo internacional.28 




			Es claro que la desigualdad que se produjo en el momento de iniciarse el conflicto a favor de la República debería haber sido determinante para la posterior evolución de la guerra. Sin embargo las cosas no fueron así. Y prácticamente en un año la situación había cambiado drásticamente. A los once meses los sublevados contaban ya con el 70% de territorio, el 60% de la población, el 68% de la marina mercante, el 80% del acero, el 67% de la producción de cemento, y el 66% de la de explosivos. Y así fue, entre otras razones, porque la República, como más tarde se verá, cometió graves errores de política económica. Y hoy ya se puede afirmar que muchas de las contrariedades que conoció la República a lo largo de la guerra, y especialmente el resultado final de ésta, se explican en buena medida por la concepción que de la economía tenían los grupos que la apoyaban, y por el desorden e ineficiencia que ello imprimió a la administración de sus recursos. Especialmente, frente a un adversario que, muy desde el principio, concedió una excepcional importancia al factor económico. 




			En todo caso, Tuñón de Lara describió así la situación (Tuñón de Lara et al., 1999:604 y ss.): 




			



			 






			... los republicanos se quedaron con la agricultura de exportación y el arroz como alimento. Se volvió al siglo XIX, en que Cataluña era la única región punta de la industria, aparte de la siderurgia de Sagunto y de algunas improvisadas factorías levantadas con fines militares. Los franquistas tenían las bases cerealísticas y poco a poco fueron conquistando las mineras. La producción de aceite se repartió entre las dos zonas. Mediada la guerra, Franco tenía todos los elementos para una economía completa. Relanzó, con fines de guerra, la industria y la minería, que en el País Vasco le dejaron intactas —desobedeciendo las órdenes del ministro de Defensa, Indalecio Prieto—. En la zona de Franco la inflación fue mucho menor y sólo se notó en los últimos meses de la guerra. Allí no había ni sueldos de soldados ni aumentos salariales sustanciales como en la zona republicana; la poca capacidad de compra de la mayoría de la población, la «demanda de las familias», estaba muy contraída. Por añadidura, el abastecimiento de grandes ciudades como Madrid y Barcelona, sobre todo de la primera —casi cercada—, era un problema de gran envergadura para los republicanos. 




			



			 






			La ruptura del 18 de julio. Dos modelos económicos29 




			



			 






			La gran diferencia, no suficientemente estudiada ni destacada en términos de su contribución al éxito militar de los sublevados, fue su distinta concepción del modelo de conducción de la economía. Un modelo que para los gestores de la República fue de corte revolucionario y anticapitalista, con alto y creciente contenido anarquista, mientras que para el Gobierno de Burgos fue absolutamente centralizado. 




			



			 






			Modelo republicano 




			



			 






			La política económica de la República quedó condicionada desde el primer momento por el marco en el que operaba y por los diversos contenidos ideológicos que la conformaban. Fundamentalmente fueron tres: en primer lugar, el componente anarcosindicalista que había introducido la revolución popular, que desde el primer momento tomó la iniciativa de la calle;30 en segundo lugar, porque se apoyaba en un planteamiento conceptual que sostenía que el capitalismo estaba ya sobrepasado, aspirando a cambiar el esquema de reparto de la renta nacional (Velarde, 1999:370 y ss.). Y, finalmente, por el hecho de que el desarrollo de los acontecimientos fue poniendo a la República en manos de unas fuerzas políticas que tenían un contenido ideológico, especialmente en materia económica, muy dispar y contradictorio, lo que hacía imposible llevar a cabo una política coherente. 




			En los primeros momentos el Estado republicano trató de mantener una apariencia de continuidad institucional. Pero pronto quedó claro que la estructura gubernamental no se correspondía con la realidad de la calle, donde los poderes obreros y populares se iban haciendo con rapidez con el control de las instituciones. De esta manera, se incautaron de tierras e industrias, asumieron competencias como la emisión de papel moneda, la sanidad, los abastecimientos y el transporte. Como consecuencia, el Gobierno central fue perdiendo espacios de soberanía política y económica en favor de las organizaciones obreras y de los Gobiernos autónomos. Y únicamente, ya muy avanzada la guerra, pudieron los dirigentes gubernamentales recobrar algunas de las competencias que la revolución les había usurpado. 




			El efecto distorsionador de esta revolución popular sobre el marco jurídico y económico del Estado republicano fue de tal magnitud, que se hace necesario tenerlo en cuenta si se quiere hacer una correcta interpretación global de la guerra y de su final. Porque las colectivizaciones, por un lado, y la sustitución de las instituciones municipales por comités politico-sindicales, por otro, rompieron por completo la cadena de mando republicano, especialmente en el orden económico, y forzaron al Gobierno central a dedicar su atención a varios frentes a la vez. A todo esto habría que añadir que el amplio espectro de las fuerzas políticas que sustentaban la República exigió desde el principio distribuir los ministerios con criterios esencialmente políticos, entre fuerzas cuyo proyecto de sociedad no alcanzaba mínimos suficientes de coincidencia.31 




			Una situación que impidió al Gobierno republicano desarrollar una política económica coherente, porque, como resultado de esa distribución de fuerzas, a lo largo de toda la contienda convivieron en su territorio formas de producción libertarias, nacionalizaciones, pequeñas propiedades privadas, e incluso, en algunos casos, fórmulas de producción basadas en esquemas capitalistas (como sucedió en Vizcaya). Y esta realidad introdujo una enorme confusión que imposibilitó la más mínima programación y dirección económica del conjunto de la zona republicana. Porque las interferencias entre esas diversas fórmulas fueron muy frecuentes, e incluso dieron lugar a choques violentos para dirimir las disparidades existentes entre los diferentes modos de producción que iban emergiendo. En el fondo, latía el continuo enfrentamiento entre los que querían la revolución antes de ganar la guerra y los que deseaban precisamente lo contrario.32 




			También fue notable elemento de perturbación el hecho de que el desmantelamiento de los medios y modos de producción, y la negativa evolución bélica, supusieron el desprestigio de la República ante el capital internacional, en clara y progresiva desarmonía con los ideales que en el mundo intelectual despertaba su lucha. 




			Otra notable complejidad para el normal desarrollo de la economía se derivó del hecho de que, desde el principio de la guerra, se introdujeron en el sistema operativo de la República modelos diversos que implicaban una fuerte descentralización regional. Porque vascos y catalanes dispusieron desde 1936 de una organización política propia, que les permitía asumir facultades legislativas y ejecutivas independientes.33 A ello había que sumar otras tres instituciones con vocación de autonomía: el Consejo Revolucionario de Aragón (cenetista), el Consejo de Asturias y León (socialista-cenetista-comunista) y el Consejo Interprovincial de Santander, Burgos y Palencia (socialista), que mantuvieron esquemas jurídicos de tipo independiente, en los que el control del sistema financiero fue total, la ruptura con el sistema monetario republicano un hecho, y la intervención del sistema económico una realidad. Añádase, como otro destacado componente autonómico del Estado republicano, la realidad de que amplias zonas de la República mantenían importantes cotas no controladas de corte revolucionario y poder popular (Sánchez Asiaín, 1999a:58-60). Y hasta tal punto fue así, que ha podido decirse que la España republicana constituía, más que un solo Estado, «un conglomerado de repúblicas» (Thomas, 1979, vol. 2:99-100). Porque durante el primer tercio de la contienda coexistieron en el territorio fiel a la República seis Gobiernos con plenos poderes, a los que se añadieron una infinidad de poderes locales, todos con esquemas jurídicos e institucionales más o menos independientes. 




			En algunos de ellos se realizaron incluso experimentos sociales, estableciéndose verdaderos límites aduaneros y acuñando moneda propia, lo que dio lugar a que, a finales de 1937, más de 2.000 organizaciones diferentes hubieran emitido cerca de 7.000 clases de billetes y medio centenar de distintas monedas (Martorell, 2001:200). Las causas que dieron lugar a esta multiplicidad de moneda fueron muy diversas. Algunas constituían una clara manifestación de independencia política, pero otras respondían a la escasez de medios de pago, o simplemente eran producto de la variopinta gama de experimentos de carácter económico y social que se puso en marcha. Pero todos estos factores, unidos, introdujeron en la gestión económica de la República notables factores distorsionantes. 




			Añádase a ello que el Banco de España, según se deduce de los debates de su Consejo General, y como más tarde se verá, apenas fue utilizado por el Gobierno republicano como instrumento de gestión y control monetario, por lo que no pudo desempeñar el papel que le debería haber correspondido en la dirección y control de la economía. 




			Ejemplo paradigmático de descentralización regional fue Cataluña, porque la Generalitat trató de regular toda la economía con fórmulas revolucionarias (decreto del 20 de agosto de 1936) a partir de once puntos que trataban entre otras cosas de reglamentar la producción, el comercio exterior, la agricultura y la gran industria. Se colectivizaban las empresas abandonadas y se establecía el control obrero de la banca para posibilitar su nacionalización por la Generalitat. También se instauraba el control obrero de la pequeña empresa y se establecía un impuesto único.34 




			Así fue en Cataluña, pero, como ya se ha dicho, las fórmulas revolucionarias fueron prácticamente generales. Al final, tuvo que ser la propia dinámica de la guerra la que hizo desaparecer algunos de estos poderes autónomos, especialmente con la conquista del frente norte por el ejército de Franco. Y, en lo que fue el extremo, la reconducción política del Consejo cenetista de Aragón terminó convirtiéndose en una disolución a mano armada. Sólo la realidad geopolítica catalana persistió hasta el final. 




			La República sufrió adicionalmente una profunda escasez de equipos directivos en el mundo económico. Porque, bien por la expulsión de los propietarios o gerentes de las empresas, bien por la huida de éstos a la zona nacional, lo cierto es que se vio privada del capital humano básico para el desarrollo del mundo empresarial. Por otra parte, la República maltrató a las empresas extranjeras instaladas en España, especialmente en Cataluña, y esto acarreó un inmenso daño.35 




			Con la llegada de Negrín al poder, en mayo de 1937, pareció mejorar la dirección republicana en lo económico, porque éste puso en marcha un programa que pretendía recuperar para el Estado las áreas de poder perdidas en los primeros meses de la guerra, así como el fortalecimiento interno del sistema monetario, de los abastecimientos, y de la industria de guerra. Pero este intento, que nunca fue profundo, llegó tarde, porque ya estaba próxima la caída del norte, con los importantes recursos económicos allí ubicados. Y, aunque a partir de este momento el Gobierno republicano trató de recuperar la capacidad de decisión que le habían arrebatado los poderes autónomos, ello no evitó el colapso final de su sistema productivo, afectado por la falta de una política económica racional, y especialmente de una política monetaria rigurosa. 




			Como resumen, la organización institucional del Estado republicano pasó por diferentes fases durante los casi tres años que duró el conflicto. Durante los primeros meses, la estructura política del Estado saltó en múltiples pedazos, perdiendo espacios de soberanía a favor de las organizaciones obreras y de los distintos Gobiernos autónomos. Desde el otoño de 1936 se fue produciendo la paulatina recuperación de los espacios perdidos, lo que a veces tuvo que resolverse por las armas. Y desde el otoño de 1937, en una zona ya muy reducida respecto al reparto territorial de julio de 1936, la pugna más importante se mantuvo entre el Gobierno central, que estaba consiguiendo a costa de grandes esfuerzos recomponer un aparato administrativo cada vez más eficaz, y el Gobierno de la Generalitat, que defendió duramente y hasta el final sus competencias. 




			



			 






			Modelo «nacional»36 




			



			 






			La política económica del Gobierno de Burgos fue de corte «nacionalista». Una política de larga historia en España que se renovó con la sublevación del 18 de julio, a partir del éxito del fascismo italiano y del nacionalsocialismo alemán. De esta manera, el punto de partida del modelo del Gobierno de Burgos se basó en criterios absolutamente intervencionistas. Y la Junta de Defensa Nacional, que se constituyó con una voluntad de control de corte militar, actuó desde el inicio de la sublevación como poder político supremo,37 imponiendo un dominio absoluto sobre todas las actividades, especialmente en lo que afectaba a la economía, donde se estableció un control centralizado sobre todos los recursos económicos, dirigido al exclusivo objetivo de ganar la guerra. 




			Franco defendía ideas propias de un nacionalismo económico, que se manifestaba en un pensamiento caracterizado por una política proteccionista, defensora de la propiedad nacional de los recursos naturales, junto a un dirigismo económico que rechazaba cualquier planteamiento liberal o capitalista.38 La ideología de Franco era poco proclive a la oligarquía española, aunque se cuidaba de que su anticapitalismo no pudiera convertirse en algo que trastornara sus planes de reconstrucción económica. Hay que recordar, por otra parte, que el punto 14 de los famosos 27 puntos de la Falange postulaba, precisamente, la nacionalización de la banca. Desde el lado tradicionalista, tampoco la banca era bien vista.39 




			Por lo que se refiere a la industria, la Junta de Defensa Nacional impuso desde los primeros días un dominio absoluto sobre todos los sectores económicos y sobre las empresas privadas, estableciendo mecanismos para intervenir todos los resortes fabriles de su zona. Con este fin creó, en cada una de las provincias bajo su control, una comisión de clasificación industrial, a fin de elaborar «una relación, debidamente clasificada, de todos los establecimientos y empresas o sociedades fabriles o industriales de estimable importancia».40 Sin excepción, las instalaciones industriales estuvieron férreamente intervenidas a lo largo de toda la guerra, necesitando autorización previa para modificar sus esquemas productivos. Y desde el primer momento se procedió a decretar la incautación de toda clase de minerales y sus derivados, así como de los productos procedentes de transformaciones industriales, incluida la producción de las minas de Río Tinto, de propiedad inglesa.41 Este control fue revocado el mismo día en que la guerra terminó. 




			Posteriormente, mediante un decreto del 3 de mayo de 1938 (BOE, 6 de mayo), el Gobierno de Burgos clasificó las instalaciones industriales en cinco grupos, en función del mayor o menor interés que tuvieran desde el punto de vista militar: a) industrias militares, b) industrias militarizadas, c) industrias totalmente movilizadas, d) industrias parcialmente movilizadas, y e) industrias disciplinariamente militarizadas.42 En cuanto al comercio exterior, se dispuso una intervención absoluta sobre las divisas. Y en lo monetario, en todo momento se apostó por la homogeneidad, en contraste con la gran variedad de monedas republicanas. 




			Sorprende el comportamiento lineal de la política económica a lo largo de toda la guerra, a pesar de las importantes contradicciones ideológicas que se planteaban entre las fuerzas políticas que sostenían al general Franco. Porque en éstas se mezclaban grupos tan distintos como monárquicos, republicanos, falangistas, movimientos socializadores, o el más puro capitalismo. Pero Franco siempre parecía tener una visión muy clara del papel que la economía debería desempeñar en la conducción de la guerra. Y sólo su pragmatismo pudo hacer compatible su ideología, reacia a la oligarquía española43 y la presión de una Falange que en algunos puntos estaba más a la izquierda que algunos partidos del Frente Popular, con la opción que tomó de no nacionalizar ni la industria, ni la banca, ni siquiera el Banco de España. 




			Puede decirse, pues, que la característica esencial de la política económica de la zona nacional fue su indiscutible capacidad de someterse férreamente a unas directrices muy ortodoxas y de previsión al servicio del desarrollo de la guerra. Y de esta manera, la planificación económica, instituida a partir del momento en que los frentes se estabilizaron, permitió coordinar hábilmente sus iniciales escasos recursos económicos para hacerlos más operativos, tanto para la guerra como para el suministro de bienes para la población. Y así se consiguió también que la zona nacional se dotara de un sistema financiero válido para desarrollar una inteligente política monetaria. 




			Contribuyó mucho a todo ello que el Gobierno de Burgos estuviera en todo momento respaldado por el hecho de que las élites económicas optaran con rapidez a su favor, lo que tuvo importantísimas ventajas en aspectos tan vitales como el de su agresiva política monetaria, la optimización de los recursos económicos de su zona, o el logro de suministros exteriores de material bélico, y su financiación. 




			



			 






			EL PUNTO DE PARTIDA DEL SISTEMA FINANCIERO 





			



			 






			Las finanzas antes del 18 de julio 




			



			 






			Constituyen también parte del escenario en el que la guerra civil se inició, la estructura formal que tenía el Banco de España antes de estallar el conflicto, la situación monetaria de aquellos momentos, y lo que había sido el comportamiento habitual del instituto emisor en los años treinta. 




			Juan Sardá, que estudió la actividad del Banco de España en el período 1931-1936 (Sardá, 1970:421), explicó que, con el advenimiento de la República, el banco se enfrentó a unas circunstancias económicas complicadas, tanto por las posibles dificultades de adaptación al nuevo régimen, como por la herencia de la difícil situación de la peseta en el exterior, provocada por la dramática evolución que había tenido su cotización entre 1920 y 1930.44 




			La política de la Segunda República en materia económica fue estudiada con mucho rigor por Tapia Nieto (1998) en su discurso de ingreso en la Academia de Ciencias Económicas y Financieras de Barcelona. En términos monetarios, su conclusión era que la regulación del tipo de cambio de los años treinta complicó notablemente la política económica, contribuyendo a la recesión. Explicaba que la política de tipo de cambio de la peseta, y la política monetaria en general, no experimentaron modificaciones importantes durante la República, continuando con la mayoría de los errores de la Monarquía y de la dictadura de Primo de Rivera. Por ello, concluía, la política del tipo de cambio mantenida por el Gobierno de la República originó grandes perjuicios al comercio exterior y a la economía. La no aceptación del patrón oro tuvo también consecuencias muy negativas, porque los países que tenían una balanza comercial deficitaria, pero que aceptaban el patrón oro, inspiraron suficiente confianza como para saldar su déficit corriente a través de las entradas de capital, mientras que un país como España, que no formaba parte del grupo de los que aceptaron esa fórmula, no generó la confianza necesaria para atraer inversiones y capitales exteriores en la medida necesaria para acelerar su desarrollo económico. 




			En lo que se refiere a la política monetaria, la ley de Prieto de 1931 había ampliado el margen en los créditos presupuestarios de la cuenta de Anticipos de Tesorería del 10% al 12%, con la particularidad de que el ministro de Hacienda, a fin de alcanzar la estabilidad exterior de la cotización de la peseta, tenía facilidades para establecer el que tales adelantos fueran en oro hasta el 50% del límite para financiar las operaciones de intervención en el mercado de cambios. Para ejecutar la política monetaria exterior la República creó el Centro Oficial de Contratación de Moneda, encargado de tramitar la búsqueda de financiación exterior, con el fin de mantener la intervención del cambio, que en aquellos momentos se estaba agravando por la salida de capitales. En todo caso, trataba de facilitar el camino para la reimplantación del patrón oro,45 aunque, al final, esa política se limitó a mantener el cambio exterior y a utilizar las reglamentaciones administrativas para lograrlo. 




			Como consecuencia de ello, a partir de 1932, y posiblemente influida por los ministros de Hacienda de la República, la política del Banco de España fue claramente restrictiva, y el suministro de crédito del banco a la economía bajó sensiblemente, en especial en 1934 y 1935. Por ello, la economía española se encontró con una política extremadamente deflacionista. Sardá (1970:424) afirmó que esto fue, sin duda, uno de los factores que ayudaron a agudizar el clima que desembocó en la guerra civil de 1936. 




			



			 






			La banca de preguerra 




			



			 






			El marco 




			



			 






			El sistema financiero español anterior al 18 de julio de 1936 tenía un marco legislativo relativamente joven, cuyo punto de partida lo constituía la Ley de Ordenación Bancaria del 29 de diciembre de 1921. Esta ley, elaborada por Cambó, había nacido aprovechando la necesidad de renovar el privilegio de emisión de billetes del Banco de España, aunque lo que fundamentalmente buscaba era propiciar una reforma a fondo del sistema bancario español.46 En su primer artículo prorrogaba por 25 años el monopolio de emisión del Banco de España,47 y en el segundo regulaba el régimen de la banca privada, dando por primera vez un tratamiento unitario al sistema financiero. 




			Uno de los principios esenciales que inspiró la nueva legislación era la protección del ahorro depositado en los bancos, estableciéndose en el Ministerio de Hacienda, y para su tutela, una Comisaría de Ordenación de la Banca Privada. Estaba constituida por un comisario regio y un consejo, denominado Consejo Superior Bancario, cuya presidencia correspondía al comisario. 




			La ley atribuía a este consejo facultades muy amplias,48 buscando la articulación de las directrices del Estado a través del comisario, y «una cierta conciencia corporativa de carácter disciplinario que evitara abusos de bancos mal dirigidos u organizados y que atenuara una concurrencia que pudiera llevar a estas instituciones a situaciones arriesgadas o a desequilibrios de explotación». Porque, como dijo Cambó al presentar la ley ante el Congreso de los Diputados, «los quebrantos de un banco no afectan únicamente a sus accionistas, afectan a sus clientes, afectan a toda la economía del país, afectan de una manera especial a toda la banca privada de un país, y no puede consentirse que las imprudencias de uno afecten al crédito público y ocasionen repercusiones peligrosísimas».49 




			Las principales consecuencias de esta legislación fueron la separación de la normativa referida al banco central y la banca privada, la elevación del Banco de España, al menos nominalmente, a la categoría de órgano fundamental de la política monetaria y banco de bancos, la práctica eliminación de la presencia de la banca extranjera en España y, por último, un mayor control de la banca por los poderes públicos. 




			Posteriormente se publicó el real decreto del 25 de mayo de 1926 por el que las normas emanadas del Consejo Superior Bancario se extendían tanto a la banca inscrita en este consejo como a la no inscrita, haciéndose igualmente obligatorio su informe previo para el uso de la denominación de banco o banquero, lo que «supuso de hecho el comienzo del statu quo bancario» (López Roa, 1981:135). Más tarde se crearon las zonas bancarias50 y se asignó al Consejo Superior Bancario la facultad de fijar los tipos y condiciones mínimas de intereses y comisiones. También reguló su poder sancionador.51 




			Proclamada la República, el nuevo ministro de Hacienda, Indalecio Prieto,52 se mostró partidario de someter al Banco de España en mayor medida al Estado, lo que consiguió a través de la ley del 26 de noviembre de 1931, que modificaba la Ley de Ordenación Bancaria entonces vigente. Ese mayor sometimiento del Banco de España al Estado se puso de manifiesto con el nombramiento por el Gobierno de tres nuevos consejeros representantes de los intereses generales en el Consejo del Banco de España,53 y por el establecimiento de un Servicio de Inspección de la contabilidad del banco a cargo de funcionarios del Ministerio de Hacienda. 




			Las relaciones entre el Gobierno republicano y el Consejo del Banco de España fueron difíciles. Al presentar la ley de 1931, Prieto explicó ante las Cortes que con esta ordenación el Gobierno buscaba aumentar la representación del Estado «no para someter esclavizado al Banco a los designios del Gobierno, sino para que la representación del Estado pueda vigilar los actos punibles del Banco de España contra las instituciones que rigen el país».54 En todo caso, la aportación principal del nuevo marco legal fue descargar al Banco de España de sus responsabilidades sobre política monetaria.55 Y esa misma ley vino a inaugurar una política monetaria, hasta entonces prácticamente desconocida, al fijar el tipo de descuento, la intervención de los cambios, y permitir disponer parcialmente de las reservas de oro al percibir anticipos del Tesoro. 




			Salvo algunos momentos de laxitud, la conducta de las autoridades a partir de 1932 fue restrictiva y de consecuencias deflacionistas,56 política ésta que fue llevada a cabo a pesar del decaimiento económico y de las presiones sociales en demanda de mejoras, habiéndose incluso llegado a apuntar que esta política fue uno de los factores coadyuvantes del malestar social de la época. No deja por ello de llamar la atención la uniformidad en el tiempo de esta política, que contrasta con la inestabilidad de los titulares del Ministerio de Hacienda en los años inmediatamente anteriores a la guerra civil.57 




			Todo lo anterior ocurría en un marco afectado por los desajustes de la crisis de 1929, pero también con un sistema bancario que había fortalecido su peso específico, significándose como una fuerza económica de notable envergadura, lo que despertaba fuertes recelos. Y sin duda, son éstos los factores que mejor explican la indiscutible política intervencionista de la República, que se puso de manifiesto en un control exhaustivo sobre la banca oficial, y en un control menos acusado, pero a fin de cuentas control exigente y riguroso, sobre la banca privada. 




			También es importante recordar, como definición del punto de partida institucional que se está intentando dibujar, que el programa de gobierno del Frente Popular, al ganar las elecciones de febrero de 1936, no era hostil con la banca. Al contrario, planteaba y sugería una actuación económica global, en la que la banca había de desempeñar un importante papel desde su propio planteamiento jurídico: 




			



			 






			La Hacienda y la Banca tienen que estar al servicio del empeño de reconstrucción nacional, sin desconocer que fuerzas tan sutiles como la del crédito no se pueden forzar por métodos de coacción ... No aceptan los partidos republicanos las medidas de nacionalización de la Banca propuestas por los partidos obreros; conocen, sin embargo, que nuestro sistema bancario requiere ciertos perfeccionamientos.58 




			



			 






			La banca en la Segunda República 




			



			 






			La estructura bancaria española llegaba al verano de 1936 integrada por tres tipos de entidades: 




			



			 






			1. Bancos oficiales y cajas de ahorros (no sometidos a la Comisaría de Ordenación Bancaria). 




			2. Bancos privados inscritos en la Comisaría, sometidos voluntariamente a la autoridad del Consejo Superior Bancario y representados en él a través de las tres asociaciones regionales de bancos y banqueros. 




			3. Bancos no inscritos, o bancos extranjeros, sometidos sólo parcialmente a la autoridad de ese Consejo. 




			



			 






			A 31 de marzo de 1936 existían 115 entidades bancarias inscritas en el Consejo Superior Bancario. Sumaban un volumen de acreedores de 8.599 millones de pesetas. Los cuatro bancos más importantes (Hispano Americano, Banco Español de Crédito (Banesto), Banco de Bilbao y Banco de Vizcaya) significaban más del 50% de ese total, y los nueve primeros, los dos tercios de los depósitos totales de la banca.59 El Banco de España gestionaba la Tesorería del Estado e inspeccionaba a los bancos privados, en función delegada del Consejo Superior Bancario.60 El sistema de cajas de ahorros empezaba también a ser importante. 




			El sistema se iba concentrando poco a poco. Los seis mayores bancos, que en el año 1934 totalizaban el 69% de los recursos, habían ido incrementando progresivamente su participación a partir del año 1922, cuando su proporción en el conjunto de recursos del sistema era del 60%. Por su parte, la banca regional independiente, constituida por 24 entidades, había pasado del 18% en 1922 al 16% en 1934, y la banca local lo había hecho del 5% al 4%. Las casas de banca (124 instituciones) habían pasado del 10%, su máximo, en el año 1925, al 6% a medida que el proceso de concentración avanzaba. Y, por último, la banca extranjera también había disminuido drásticamente del 9% de 1922 al 5% que tenía en la preguerra.61 




			El control bancario era bastante estricto, y dependía desde antes de la Segunda República de la Comisaría de la Banca Privada y del Consejo Superior Bancario. Este último asumía también la función de órgano de representación de la banca privada ante el Gobierno, a la vez que representaba a los bancos privados en el Consejo del Banco de España. 




			El análisis y la evaluación de lo que supuso la ruptura bancaria como consecuencia de la guerra civil, y de los efectos que tuvo en el conjunto del sistema financiero exige conocer previamente cómo operaba la banca de los años treinta, su política, su organización interna, sus esquemas de contabilidad y, lo que es más importante a los efectos que se persiguen, su grado de centralización. Es decir, la autonomía de gestión, especialmente territorial, que tenía la banca en aquellos momentos, algo necesario para desarrollar lo que con este trabajo se pretende. 




			En cuestiones básicas, la fundamental diferencia del sistema bancario de 1936 sobre el actual se centraba en la descentralización, en el catálogo de productos que ofrecía, y en la utilización de la informática.62 Desde luego, las diferencias más espectaculares se concretaban en la dimensión del negocio y en la rapidez en los procesos de decisión. Con todo lo que ello supone de cambio de fórmulas y de líneas operativas desde el punto de vista de la proximidad al cliente, donde la figura del cobrador de letras era muy popular en los entornos comerciales e industriales. Las domiciliaciones de recibos y de nóminas no eran conocidas. 




			Organizativamente, existía una cascada piramidal de dependencias más complicada que en la actualidad, en función del número de oficinas existentes. Los corresponsales, con amplia diversidad de fórmulas, configuraban una parte muy importante de la red. En corresponsalías, agencias y oficinas poco importantes, los saldos acreedores eran la referencia básica. En zonas comerciales e industriales, el descuento de efectos constituía la segunda línea de actividad en importancia. Las directrices, en términos de precios y volúmenes, eran mucho más estables que en la actualidad. La contabilidad, con independencia de los medios mecánicos, y el centro de gravedad de las operaciones, era básicamente similar. Todavía permanece la terminología de entonces. El dinero en efectivo tenía mayor protagonismo que el de hoy. Grandes flujos de fondos circulaban entre empresas y bancos con traslado físico, con muy bajos niveles de seguridad. Desde luego, el concepto de rentabilidad para las oficinas era el criterio fundamental. Éstas tenían una operatoria prácticamente autónoma. Y por ello, la cuenta de central y sucursales (aportación o detracción de fondos), y su retribución, constituían un elemento de controversia permanente de las sucursales con las administraciones centrales. La comunicación se establecía mediante parte escrito diario, en el que se informaba de los movimientos habidos en el día. 




			Cuestión importante era el valor que la clientela daba a la solvencia potencial de los bancos, muy superior al actual, a la hora de elegir el banco con el que se operaba. Posiblemente, como consecuencia de que, con cierta frecuencia, se producían retiradas masivas de fondos a partir de rumores sobre problemas de liquidez, que en algunos casos acababan en verdaderas insolvencias. 




			Respecto a la coyuntura del negocio bancario en los años treinta, la banca española tenía una notable dependencia de la evolución de la economía nacional, en la que, a su vez, representaba un peso muy importante. Era un mercado en cierto modo nacionalizado por la legislación bancaria de principios de los años veinte y por la subsiguiente paulatina desaparición de los bancos extranjeros existentes.63 Sin duda, el estancamiento de la economía española durante esos años había venido afectando desde diversos ángulos a la actividad bancaria. 




			El retraimiento del ahorro hacia las actividades industriales y comerciales contrastaba con una notable afluencia de recursos hacia los depósitos bancarios. La banca se enfrentaba con una destacada falta de alternativas de inversión, lo que incidía de manera notable en su rentabilidad. Por otra parte, la abundante liquidez traía consigo el abaratamiento del dinero a través de la reducción de los tipos de interés. 




			Todo ello fue produciendo una reducción de los beneficios bancarios. En términos de rentabilidad sobre los fondos propios, los de los grandes bancos comenzaron a caer bruscamente a partir de 1928, hasta el año 1935.64 Durante los años previos al comienzo de la guerra civil, la atención de los responsables de los bancos españoles se centraba en el estancamiento y paralización de la mayor parte de las actividades industriales y mercantiles. Todos los informes y memorias de la época coinciden prácticamente en ello.65 De forma paralela, se venía produciendo en el sector bancario un proceso de reducción del número de entidades debido fundamentalmente a la sucesión de insolvencias que se produjeron en aquellos años, entre las que cabe destacar la del Banco de Cataluña en 1931. 




			El total de créditos de los grandes bancos en 1935 era en su volumen inferior al de 1929, mientras que el de la cartera de valores se mantenía en cifras muy similares. Por otra parte, los difíciles años de la República habían obligado a disminuir la velocidad de crecimiento del número de oficinas abiertas al público, de tal manera que si entre 1922 y 1926 éstas habían crecido a una tasa anual del 32%, en los años 1926-1929 esa tasa había bajado al 19%, y al 4% entre 1929 y 1935.66 




			Por lo que se refiere a la cifra de capital, los seis bancos más importantes no lo aumentaron a partir de 1931, aunque los recursos propios se fueron incrementando hasta 1934 como consecuencia del volumen de beneficios incorporados a reservas. En la distribución del capital de los grandes bancos, los pequeños accionistas tenían un notable peso. Según datos de principios de la década, el 75% de los tenedores de acciones poseían menos de 20 acciones (Comité Central de la Banca Española, 1932-1933:67). 




			



			 






			Red exterior de la banca española 




			



			 






			En orden a contemplar las posibilidades que, una vez estallada la contienda, tenía la banca española para ayudar a cada uno de los dos bandos a financiar el coste exterior de la guerra, es de interés examinar la proyección de esa banca en el exterior en 1936.67 En el momento de iniciarse la contienda, la banca española establecida fuera del país se articulaba fundamentalmente en torno a las oficinas de la banca oficial, las del Banco de Bilbao, y las corresponsalías de los bancos Hispano Americano, Banesto y Central. 




			En cuanto a la banca oficial, la red exterior del Banco de España arrancaba de 1902, año en que se instalaron agencias en las plazas de Londres, París y Berlín. A ellas había que sumar la sucursal de Tánger. El Banco Exterior, constituido el 3 de junio de 1929, canalizó, al menos desde el comienzo de la guerra, las operaciones con Estados Unidos y se introdujo en los mercados británico, belga y francés.68 




			La red exterior más importante de la banca privada era sin duda la del Banco de Bilbao, con sucursales en París (desde 1902), donde era decano de la banca extranjera en Francia, y en Londres (desde 1918). A estas sucursales había que añadir una oficina en la plaza internacional de Tánger, cuyos empleados se mantuvieron fieles al bando republicano. El resto de la gran banca carecía de sucursales propias en el exterior. El Banco Español de Crédito trabajaba con el extranjero por medio de corresponsalías y participaba en varias compañías en el exterior.69 El Banco Central poseía la exclusividad de la corresponsalía del Banco Español del Río de la Plata.70 En parecida situación se encontraba el Banco Hispano Americano, que tenía encomendado el pago de obligaciones y cupones de bancos hispanoamericanos, de los que también era corresponsal. 




			Hay que añadir a ello el Banco Español en París, consorcio bancario que se constituyó en 1924,71 integrado por 13 entidades de la banca regional del norte peninsular.72 A partir de un examen de su balance de 1932 puede deducirse que en realidad se trataba de una asociación bancaria de depósito de valores que, lógicamente, procedían de España. 




			A este entramado bancario español, presente o representado en el exterior, se sumaba la presencia de la banca extranjera en España, que en 1936 integraba un banco inglés, dos alemanes, un canadiense, un francés y un norteamericano.73 El asentamiento de sus sucursales se concentraba en las seis plazas financieras más importantes de la España de 1936 (Madrid, Barcelona, Sevilla, Valencia, Bilbao y Vigo). 




			



			 






			INSTRUMENTOS DEL SISTEMA PARA LA PLANIFICACIÓN FINANCIERA Y MONETARIA 





			



			 






			A la hora de definir el punto de partida institucional que dio paso a la guerra civil, parece necesario disponer también de información sobre los mecanismos con los que, en aquellos momentos, el Banco de España contaba para desarrollar las tareas de evaluación y planificación económicas, tan necesarios en aquellos años treinta. Y sobre cómo esos mecanismos estaban operando cuando el conflicto estalló. 




			Tal como se estaba haciendo en otros bancos centrales, el Banco de España creó en 1930 un Servicio de Estudios para disponer de una plataforma de análisis y búsqueda de alternativas, que pudieran mejorar la estrategia a los efectos de la crisis económica internacional de 1929. Se organizó tomando como modelo el Servicio de Estudios del Banco de Francia, creado en 1897. Y se hizo en un momento realmente dramático: cuando la crisis sorprendió a todos los centros de decisión públicos y privados, que se veían incapacitados de entender lo que estaba pasando, y mucho menos de vislumbrar y valorar las alternativas que se les ofrecían como acciones correctoras de esa situación.74 




			Se le fijó, como tarea fundamental, el asesorar a la alta administración en materia financiera y monetaria, así como profundizar en el estudio de la economía española en todas sus facetas. Se quería disponer con ello de un observatorio de lo que en el mundo pasaba en materias de la competencia del banco, y de dotar a éste de un más sólido contenido intelectual. En todo caso, el objetivo era proporcionar elementos de juicio y respuestas alternativas que ofrecer a aquellos organismos responsables de la toma de decisiones en asuntos económicos, financieros y monetarios. Más concretamente, se le asignó el cometido de preparar los planes para estabilizar el tipo de cambio de la peseta, a los efectos de contemplar la implantación en España del patrón oro. 




			Dadas las características del Servicio, su dirección fue de la más alta cualificación. Se quería contar para el nuevo Servicio con personas que pudieran realizar sus tareas con «garantías totales de suficiencia y práctica».75 En un primer momento no se designó director, pero se contrataron dos subdirectores generales, dos hombres excepcionales: José Larraz López76 y Olegario Fernández Baños.77 




			Desde su creación, los economistas del Banco de España trataron de orientar e influir a las autoridades económicas a través de sus estudios e investigaciones. Lo hicieron, en primer lugar, respecto a la propia administración del banco y a su Consejo, suministrándoles documentación e información que pudiera permitirles optimizar la política y la ejecutoria del banco y su contribución al servicio de la economía del país. También realizaron una labor muy útil de asesoramiento periódico a los distintos Gobiernos, especialmente a los ministros de Hacienda, tanto monárquicos como republicanos.78 




			Martín Aceña dice que de la lectura de las actas del Consejo y de las distintas comisiones del banco de las «sesiones anteriores al año 1936», se desprende que las advertencias y observaciones de los economistas del Servicio de Estudios provocaron duras, e incluso agrias, discusiones entre los consejeros, lo que era una prueba bien patente de la seriedad con que se tomaban sus opiniones. Y añade que los responsables políticos, monárquicos y republicanos tuvieron suerte al contar con un centro de estudios de tanto prestigio. 




			Cualquier elogio estaba justificado, porque sus aportaciones fueron realmente importantes. Realizaron notabilísimos estudios sobre la economía española y asesoraron en materia monetaria y financiera al Consejo General y al Gobierno. En lo que respecta a la información económica, trataron de llenar el hueco que existía en el conocimiento de la economía española, por falta de información estadística de base. Y trataron de conocer y analizar la incidencia de la crisis económica mundial en España. También estudiaron sistemáticamente las causas de las fluctuaciones del tipo de cambio de la peseta y cómo evitarlas. En aquellos momentos quedó claro que el Banco de España tenía un equipo de lujo. 




			Transcurrido menos de un año de su nombramiento, José Larraz pidió el cese, siendo sustituido por Germán Bernácer. Pero en ese año de estancia en el Servicio, Larraz desarrolló una notable actividad, en la que destacó su memorándum sobre la política monetaria interior, que constituyó el primer intento serio en España de estudiar la evolución de la cantidad de dinero y las causas que determinaban sus variaciones. La tarea desarrollada por José Larraz en el Servicio de Estudios del Banco de España le sería de mucha utilidad cuando, posteriormente, y estallada la guerra civil, tuvo a su cargo responsabilidades más amplias en el Gobierno de Burgos. 




			Durante toda esa etapa, el Servicio de Estudios gozó de plena independencia, tanto en lo que se refiere al Consejo del banco como al Ministerio de Hacienda. Y la tuvo tanto en la época de la Monarquía como en la de la República. Estallada la guerra, cada uno de los dos bandos interpretó de manera distinta sus objetivos y sus actividades, en relación con lo que era y significaba el Banco de España y su Servicio de Estudios. 




			



			 






			EL DESDOBLAMIENTO FINANCIERO INSTITUCIONAL DEL 18 DE JULIO 




			



			 






			A partir del 18 de julio, España sufrió cambios muy drásticos en lo que a la economía y a las finanzas se refiere. Acontecimiento importante fue la constitución de un Banco de España en Burgos y el que, como consecuencia de ello, una parte importante del sistema financiero quedara fuera del control del Banco de España republicano. 




			Producida la separación del Banco de España en dos organizaciones, la sede del banco en la zona controlada por el Gobierno republicano permaneció en Madrid, más tarde fue trasladada a Valencia (noviembre de 1936) y luego a Barcelona (septiembre de 1937). La sede del Banco de España de la zona nacional permaneció durante toda la guerra en Burgos. Independientemente de otras consideraciones, la diferencia objetiva más importante entre estas dos organizaciones, que pugnaban por llamarse legítimamente «Banco de España», radicó en que el área republicana contaba con la organización central histórica y con las reservas de oro del Estado, mientras que la zona nacional sólo dispuso en principio de unas sucursales, sin aparato central que las controlara o dirigiera. 




			El Gobierno de los sublevados consiguió reunir a mediados de septiembre un Consejo extraordinario del Banco de España en Burgos, al que asistieron algunos consejeros que habían conseguido huir de Madrid. En este Consejo se reivindicó la legitimidad del Banco de España anterior al 18 de julio y se tomó la decisión de dedicar todo el aparato del que se disponía al objetivo de ganar la guerra. 




			El Banco de España republicano nunca reconoció la existencia del «Banco de España» refundado en la zona nacional. Como consecuencia, el primer resultado de la ruptura territorial de la organización del Banco de España fue el enfrentamiento de las dos partes en relación con la legitimidad de su representación, tanto en el interior como en el exterior. Y fue esto lo que obligó a ambos «bancos» a plantearse mutuamente numerosos pleitos, porque ambos pretendían reclamar para sí la legalidad de la institución «Banco de España». En función de ello, las dos zonas mantuvieron vigente el cuerpo jurídico anterior al 18 de julio, modificándolo sólo en aspectos parciales y declarando expresamente en las nuevas normas su voluntad de transitoriedad. Como era lógico, la prioridad más absoluta para cada una de las dos organizaciones fue la financiación de la guerra que empezaba, y en consecuencia la «cuestión del oro» fue preocupación permanente de ambas. 




			En una y otra zona se plantearon también muchos problemas de orden monetario. Porque en los cuatro primeros meses de la contienda sólo existió en España un signo fiduciario, aparentemente respaldado por los dos «Bancos de España», de manera que el dinero en poder de los residentes de la zona republicana se iba incorporando directamente a la circulación monetaria de la zona nacional, a medida que se producían las sucesivas ocupaciones territoriales. Sin embargo, una vez que se tomó conciencia de la posibilidad de una guerra larga, no quedó más remedio que acomodar a ello las diferentes estrategias financieras y bancarias. 




			Así, el Gobierno de Burgos, para distinguir unos billetes de otros, rompió la comunidad dineraria con el republicano mediante el estampillado de los circulantes en su territorio. El Banco de España de Madrid aceptó la separación de las dos monedas, prohibiendo en su territorio la tenencia y circulación de los billetes estampillados, a los que consideraba sin vinculación con las reservas en metálico. Y a partir de este momento, existieron dos pesetas distintas, independientes, símbolos de dos políticas económicas y monetarias dispares, que sirvieron de marco a cada zona durante todo el período de la contienda. 




			Al estampillado siguió, unos meses después, el canje por billetes de nueva emisión, de formato ya distinto, que hizo el Gobierno de Burgos, y de esta manera la separación monetaria se materializó exteriormente. Lo que ello supuso, los problemas que se fueron planteando en el orden económico y financiero, y cómo se utilizó esta nueva situación en las estrategias financieras de cada uno de los dos bancos, se relata más adelante. 




			

	    


	 	

	    

            



			 






			III 




			



			 






			Preparación de la sublevación 




			



			 






			NECESIDADES FINANCIERAS DE UNA SUBLEVACIÓN





			



			 






			Hay consenso en que el coste de la guerra fue muy alto. Lo fue en términos de pérdidas humanas y en destrucción de equipo capital. El producto interior bruto se redujo sustancialmente durante la contienda. También fueron altas las pérdidas en estrictos términos financieros, porque la guerra lo que consume es dinero. Dinero para financiar la compra de armas, los carburantes, y las grandes movilizaciones de hombres y material. Indalecio Prieto ya insistió en los primeros momentos en el dicho napoleónico de que «la guerra se gana con dinero, dinero, dinero», donde ya quedaba explícita la distinción entre sublevación y guerra.1 




			Al final, como se verá más adelante, el volumen de recursos requerido por cada parte fue verdaderamente alto, y no fue muy diferente en términos cuantitativos. Ambos recurrieron a la financiación interior con fórmulas parecidas y resultados equivalentes. Muy en resumen se podría decir que, fundamentalmente la República consumió las notables reservas de oro acumuladas por España a lo largo de muchísimos años, y que el Gobierno de Burgos, que carecía de ese oro, se endeudó en el exterior en un volumen parecido. A grandes trazos, y simplificando mucho, puede decirse que, en una parte importante, la República pagó el coste de la guerra civil con cargo al ahorro que los españoles habían acumulado en el pasado, y que el Gobierno de Burgos lo financió con el ahorro futuro. Con lo que los españoles se iban a ver obligados a dejar de consumir en los años sucesivos para satisfacer esa deuda de guerra. Todo ello, y otras fuentes de financiación, se verán con detalle en los capítulos que integran este trabajo.  




			Pero antes parece necesario detenerse en el contenido y en la problemática conceptual de la financiación de los tres componentes en los que puede dividirse la contienda de 1936. Una primera reacción contra la República, que, en algunos momentos y situaciones, pudo ser simplemente una serie de pequeñas «conspiraciones», que luego fue una sublevación y al final una guerra. Tres momentos que hay que estudiar por separado, porque, desde el punto de vista financiero, cada uno de ellos plantea operaciones financieras distintas, que deben examinarse por separado.2 Existe un cuarto integrante, del que se trata más adelante, que se concreta en la financiación del exilio que se produjo al final de la guerra. Este capítulo y los tres siguientes tratan de ofrecer una primera aproximación de la historia financiera de la preparación de la sublevación y de la sublevación misma. 




			



			 






			LAS PRIMERAS REACCIONES CONTRA LA REPÚBLICA 





			



			 






			Conviene recordar que la oposición contra la República se inició en el mismo momento en que ésta se proclamó. Porque el 14 de abril de 1931 ya se celebró una reunión en casa del conde de Guadalhorce3 a la que asistieron algunos de los personajes más significativos de entre los que no la aceptaban. Y allí se decidió la constitución de una escuela de pensamiento contrarrevolucionaria para derrocar «por todos los medios» a la nueva República.4 Y en ese mismo mes hubo otra reunión en Leiza, en casa de Ignacio Baleztena,5 uno de los principales promotores y financiadores de la contestación carlista, en la que se acordó la organización de los requetés en grupos paramilitares para enfrentarse a la República.6 




			En aquellos momentos ya se había definido la organización formal de los carlistas, que se concretó posteriormente en una Junta de Partido y una Junta Militar. Más tarde, en octubre de 1932, se celebró una reunión en París de la Junta Conspiradora Monárquica, establecida en abril de 1931, a la que asistieron, entre otros, el conde de los Andes, el duque de Alba, Eduardo Aunós, Calvo Sotelo, José María Pujadas y Carlos de la Huerta. Se trataba de ir buscando complicidades, dotándose de una organización, y consolidando apoyos financieros, en lo que ya se podría llamar la preparación de una sublevación. 




			Hay que reconocer que estas actuaciones previas a la sublevación constituyen un fenómeno poco estudiado, como corresponde a la naturaleza de la operación, que fue muy reservada, y que no ha dejado mucho rastro. Y, sin embargo, ese período es realmente importante, y merece mucha atención, en la medida en que en él se fraguó el germen de lo que luego sucedió. Porque, entre esas fechas, del 14 de abril de 1931 hasta julio de 1936,7 más o menos cinco años, se alcanzaron dos objetivos que más tarde fueron básicos. Primero porque, poco a poco, se hicieron visibles los grupos que querían «alzarse en armas» contra la República, se definieron, se perfilaron ideológicamente, y se buscaron sintonías y aspiraciones conjuntas. Y segundo, desde el punto de vista financiero algunos grupos se dedicaron a buscar fondos para poner en marcha la operación. 




			Es claro que esta etapa fue una operación fundamentalmente civil, porque la reacción contra la República que corría a cargo de los integrantes de la Unión Militar Española (UME),8 sólo empezó formalmente a dar señales de vida activa a partir del 16 de febrero de 1936, cuando se constituyó un consejo de generales para preparar la sublevación.9 Por ello, debe entenderse que fue el movimiento civil el que preparó una base sólida para que, en su momento, la sublevación triunfara. Un movimiento, por otra parte, que se fue desarrollando con componentes muy heterogéneos y, extrañamente, con muy pocos contactos entre sí, al menos al principio. Aunque, poco a poco, se fueron definiendo los grandes núcleos personales y los grandes apoyos que hicieron posible el «levantamiento». Los monárquicos y los carlistas, como núcleos personales, sin olvidar a los militares, que, también poco a poco, medían sus fuerzas y buscaban complicidades. Y en cuanto a los grandes apoyos, Portugal y Juan March. 




			



			 






			Los mecanismos de captación de recursos para luchar contra la República ya habían iniciado su andadura a finales de septiembre de 1932. Eugenio Vegas Latapié, Jorge Vigón y el marqués de la Eliseda se entrevistaron en Biarritz con Calvo Sotelo para planificar las acciones a tomar, y decidieron nombrar un comité recaudador de fondos. En el extranjero lo presidiría el conde de los Andes y en España el marqués de Arriluce de Ybarra. También se constituyó una comisión ejecutiva, que se entrevistó en París con Alfonso XIII para darle cuenta de la operación que se ponía en marcha. Éste dio su conformidad a esa operación, entregándoles «una carta autógrafa, en la que, en pocas y categóricas frases, les confería poderes para en su augusto nombre gestionar auxilios y desarrollar actividades encaminadas al servicio del ideal». Y aquella «hoja azul con el membrete del hotel Meurice y sus renglones negros y enérgicos de trazo, sirvió en cientos de ocasiones para establecer los contactos deseados, como ejecutoria o carta credencial».10 




			Previamente, Vegas Latapié, Ansaldo y el marqués de la Eliseda habían elaborado una lista de españoles residentes en Francia a los que había que dirigirse solicitando financiación. Y a ellos se presentaba Ansaldo con la carta de Alfonso XIII.11 La lista, encontrada en el archivo del conde de los Andes, se dividía en dos partes bien diferenciadas: la de aquellas personas con una renta estimada superior al millón de pesetas, y una segunda con los de menor capacidad adquisitiva. González Cuevas publicó posteriormente, en su libro Acción  Española.12 Teología política y nacionalismo autoritario en España  (1913-1936), la relación de las cantidades aportadas.13 El total recaudado o prometido ascendía a 20 millones de pesetas. González Cuevas (1998:175) concluía que con ello se habían puesto las bases económicas para el desarrollo de nuevas «conspiraciones» y para el sostenimiento de la causa monárquica en el interior. Independientemente de lo anterior, Juan Antonio Ansaldo, en un informe del 24 de junio de 1933, incluía una relación de las cantidades recaudadas directamente por él, por el conde de los Andes y por el marqués de la Eliseda, que en pocos días sobrepasó los tres millones de francos. Una cifra que, según Ansaldo (1951:48), «cubría plenamente las necesidades del momento». 




			La revista Acción Española actuó también de oficina recaudatoria. Y desde ella, Eugenio Vegas Latapié y el marqués de Quintanar, entre otros, se dedicaron a recaudar fondos en los círculos aristocráticos consiguiendo en poco menos de quince días 1,5 millones de pesetas. Orgaz, por su parte, consiguió 100.000 pesetas del filántropo santanderino Ramón Pelayo de la Torriente, marqués de Valdecilla (González Cuevas, 1998:144-145). También se inició una campaña para obtener recursos a partir de una categoría especial de «suscriptores protectores» que pagaban 500 pesetas mensuales. Entre ellos se encontraba el propio Alfonso XIII, que en la lista aparecía con el título de duque de Toledo.14 




			Desde el punto de vista doctrinal esa revista se convirtió en un centro cultural para el estudio y difusión de los principios constitutivos de la hispanidad o civilización hispánica. Su objetivo último era el restablecimiento de la hegemonía sobre la sociedad por parte del estrato anteriormente dirigente, a partir de la remodelación de la forma de Estado. En realidad, fue el núcleo intelectual donde se fundieron todas las escuelas conservadoras y tradicionalistas. Al final se conformó como un núcleo «conspirativo». Estaba «organizada como un centro de propaganda más que como un aparato de partido», algo similar a lo que ocurría con la Action Française.15 




			En cuanto a la financiación exterior, la primera acción de búsqueda formal se inició el 31 de marzo de 1934, dos años y poco más de tres meses antes del momento en que la insurrección contra la República fuera un hecho. Porque fue en esa fecha cuando el jefe del Gobierno italiano, Benito Mussolini, recibió a un grupo de cuatro políticos de la oposición a la República, Rafael Olazábal, Antonio de Lizarza,16 Emilio Barrera17 y Antonio Goicoechea, que se acercaban al Gobierno italiano en petición de ayuda. Una ayuda que, como luego se verá, les fue concedida inmediatamente. 




			Así pues, a partir de dos organizaciones distintas, monárquicos y carlistas, que pretendían luchar contra la República, se fueron definiendo las fuerzas, especialmente las financieras, y las complicidades, con las que cada uno contaba, perfilándose algunos bloques que, al final, tomaron parte en la sublevación. En todo momento, y por separado, trabajaron también los militares. Algo que no es fácil de entender, pero que fue una realidad, es que Mola entró en contacto formal con los carlistas, por primera vez, cinco días antes del «levantamiento». 




			Cada uno de los grupos acarreaba su peculiar historia. Los monárquicos, su legitimidad, su contenido político, y sus contactos militares. Los carlistas fueron los primeros que asumieron el objetivo de la confrontación formal, y los que desde el primer momento dispusieron de un ejército armado y entrenado. Junto a ellos, y en la línea de apoyos y complicidades, en este período se definieron como elementos fundamentales Portugal y Juan March. Portugal ofreciendo refugio y ayuda a los que luchaban contra la República, que se trasladaron a ese país en distintas etapas. Y Juan March ofreciendo «confianza» de que nunca faltaría la financiación necesaria cuando se requiriera. 




			



			 






			FINANCIACIÓN DE LA SUBLEVACIÓN 




			



			 






			Se ha dicho que la financiación de una sublevación es muy distinta de la financiación de una guerra.18 Y lo es, porque la sublevación como tal no destruye equipo capital como la guerra, aunque exige abundante inversión para su fase preparatoria y para su primera implementación. Es una financiación que fundamentalmente no utiliza más que dinero metálico, obtenido como contribución gratuita, en la medida en que, por propia definición, una sublevación no tiene capacidad de endeudamiento ni mecanismos para negociarlo. Y toda su actividad se desarrolla a corto plazo, porque los requerimientos más urgentes de recursos son para la fase más temprana, es decir, la preparatoria. 




			En cuanto a la guerra civil española, formalmente no se ha definido el límite entre la sublevación y su comienzo. Pero una propuesta aceptable, a la hora de delimitar espacios, sería considerar que la sublevación comenzó el 18 de julio y terminó el 23 de noviembre de 1936, día en que, ante la resistencia encontrada, Franco y Mola acordaron suspender el ataque a Madrid, quedando consolidado ese frente y abierto sine die el conflicto. En aquél momento, la sublevación se convirtió en una guerra.19 




			En la sublevación del 18 de julio, en la que una parte del ejército español se «levantó» en armas para derrocar a la República, la realidad es, como siempre se ha creído, que requirió financiación muy importante, obtenida sin grandes dificultades, como luego se verá. Una faceta ésta de la guerra civil española que hasta ahora no ha merecido la adecuada atención por parte de los investigadores. Bien porque en su momento no existió ningún deseo de informar o dejar rastro de ello, bien porque después no se ha trabajado suficientemente en las señales que esa operación dejó. 




			Aparentemente, y desde el punto de vista financiero, a mediados de julio ninguna de las dos partes estaba preparada para el acontecimiento que se avecinaba, especialmente los asaltantes al poder. Por ello, a la hora de estudiar cómo se financió el «levantamiento» es importante plantearse el escenario en el que los dos bandos tuvieron que arbitrar, en muy poco tiempo, fórmulas para hacerse con las primeras armas y equipos que requería la confrontación. Y no hay ninguna duda de que la sublevación se planteó en la creencia de que duraría «muy pocos días». Claudio Sánchez-Albornoz recuerda en su Anecdotario político lo que Honorio Maura le dijo en abril de 1936: «Albornoz, prepárese; quince días de revolución y luego nosotros». Es decir, «las extremas derechas», concluía Sánchez-Albornoz.20 




			También los generales que formaban parte del núcleo central de la «conspiración» pensaban que el «alzamiento» era un problema de días. La iniciación de la operación se concretó en marzo de 1936. Se formalizó en casa del agente de cambio y bolsa y diputado de la CEDA José Delgado, y su objetivo no era otro que organizar un «movimiento militar destinado a preservar al país de la ruina y del desmembramiento». El compromiso era no desencadenarlo mientras las circunstancias no lo hicieran absolutamente necesario. La operación se hacía en nombre de España, con exclusión de toda otra etiqueta. Los problemas del régimen que debía imponerse, sus estructuras, los símbolos que se deberían utilizar y otras decisiones que se habrían de tomar de esta naturaleza, no serían abordados sino después del triunfo del «movimiento».21 Jellinek (1978:247), por su parte, dice que Gil Robles había asegurado a los generales que el Vaticano reconocería inmediatamente la sublevación, y apenas podía haber dudas de que así lo harían Alemania, Italia y Portugal, y de que algunas repúblicas centroamericanas les seguirían.22 




			Quizá Franco era el único que no pensaba así. Porque, hablando en los primeros días de la guerra con el general Kindelán, le confesaba que «no abrigo dudas sobre el triunfo, ni las he abrigado un solo momento», pero «va a ser costoso y largo» (Kindelán, 1982:85). Luis Bolín,23 quien compartió con Franco habitación la noche del 18 de julio en un hotel de Casablanca cercano al aeropuerto, cuenta que éste le dijo que sabía que la guerra iba a ser «larga y difícil». El general no abrigaba ilusión de un rápido triunfo sobre el Frente Popular, porque los factores en contra eran muchos. Consideraba perdidas para la sublevación casi todas las poblaciones importantes, entre ellas Madrid, Barcelona, Valencia y Bilbao. Además, sentía fuertes dudas sobre la actitud de algunos sectores de la marina, porque recelaba «que parte de la marinería y de las clases, saturadas de un odio fruto de intensas propagandas extremistas, cayeran sobre la oficialidad y asesinaran en masa allí donde las circunstancias les fueran propicias». Su conclusión final, según anotó Bolín, fue: «La guerra durará más de lo que muchos piensan, pero al final la victoria será nuestra.»24 En todo caso, en aquellos momentos la operación no pasaba de ser una insurrección militar.25 




			Más tarde, las ayudas a la sublevación vendrían de tres fuentes fundamentales: de Navarra, de Juan March y de Portugal. Y cada día aparece más claro que sin esas tres fuentes de financiación, la sublevación no hubiera triunfado de ninguna manera y se hubiera desmoronado en pocas semanas. 




			



			 






			En todo caso, la laguna histórica en el conocimiento de cómo se financió en sus orígenes la guerra civil es una constante que aceptan todos aquellos que, de una manera u otra, se han acercado a esta investigación. La «Historia calla acerca de este punto», dice Guillermo Cabanellas (1973:342). Y Garriga (1976:379) apostilla que «las fuentes financieras del Alzamiento nacional es un tema poco investigado». 




			Y así es, porque el proceso de búsqueda de información sobre el contenido financiero de los primeros pasos de la sublevación pone de manifiesto que las fuentes tradicionales que deberían documentar esa financiación apenas existen. Sí es posible, aunque con mucho esfuerzo, reunir informaciones parciales, dispersas en infinidad de textos, que permiten ensayar aproximaciones sucesivas para avanzar en el conocimiento de ese proceso y de su identidad. 




			En lo que a la presente investigación se refiere, ha sido muy útil bucear en la abundante literatura que se produjo con posterioridad a la guerra por políticos y otros actores en primera línea de cada uno de los bandos que entraron en conflicto, relatando las historias que vivieron o de las que tuvieron información de primera mano. Es importante por su número, aunque con frecuencia no ofrecen información nueva. Pero muchas veces en esos escritos se pueden encontrar detalles, más o menos concretos, sobre «conspiraciones», conversaciones, tomas de posición, o pequeños flashes informativos, que arrojan pistas que al final conducen a perfilar una primera aproximación a los contornos de determinados procesos, fórmulas u operaciones concretas de financiación.26 




			Al final, la tarea para intentar reconstruir lo que pudo ser el esquema financiero de aquellos momentos, materia de por sí tan opaca, no puede ser otra que utilizar la técnica del puzle buscando, pieza a pieza, la primera aproximación posible con los datos disponibles, a los que luego habrá que añadir hipótesis realistas para suplir los que faltan. La historia demuestra que personajes como Lenin, Mussolini, Stalin, Hitler, Tito y Mao Tse-Tung se hicieron con el poder en sus países a través de revoluciones que exigieron abundante financiación, que aparentemente no dejó rastro, pero que al final ha podido ser reconstruida con paciencia. Y Görlitz (1977:23) reconoce que detrás de todo movimiento político hay, inevitablemente, un apoyo financiero.27 




			En estas circunstancias, y en este caso, tratar de definir con una cierta precisión cómo fue y cómo operó el aparato financiero que hizo posible que la sublevación del 18 de julio se mantuviera viva y pujante en los primeros meses, hasta que se convirtió en una verdadera guerra civil, exige estudiar, por separado y en profundidad, cuatro capítulos en los que puede dividirse el conjunto de fórmulas y acciones que sirvieron a ese propósito y que, aunque operaron de forma independiente, al final resultaron complementarias. Son las siguientes, que conforman, en realidad, el índice de los cuatro capítulos que integran la parte del texto de este trabajo que se refiere a la financiación de las primeras reacciones contra la República y de la sublevación como tal: 




			



			 






			1. En primer lugar, y aunque aparentemente queden un poco lejos del momento del «pronunciamiento», hay que analizar muy despacio, y existen suficientes fuentes para hacerlo, los acuerdos que la Comunión Tradicionalista, juntamente con Renovación Española,28 suscribieron con Mussolini el 31 de marzo de 1934, día en que solicitaron y consiguieron de éste ayuda financiera para derrocar a la República. Porque de aquel acuerdo se derivó la financiación básica para la compra de las primeras armas,29 y en él se definieron mecanismos para la formación militar en Italia de los requetés que posteriormente iniciaron la sublevación en Navarra,30 y que tan importante papel desempeñaron en los primeros éxitos militares. Este acuerdo sirvió, a su vez, de puente para el definitivo que se estableció con Italia en 1936. 




			2. Necesario es, igualmente, profundizar en, y valorar, la potente y eficaz organización de la Comunión Tradicionalista, el más importante activo con que Mola se encontró cuando se incorporó a la guarnición de Pamplona. Una organización que, desde mucho antes de la sublevación, disponía de un «grupo militar propio», armado, jerarquizado y entrenado, y para cuyo mantenimiento se habían creado canales propios de financiación regular. A este respecto, es necesario tener en cuenta también la potencia financiera que representaba en Navarra la Diputación Foral y su singular aparato fiscal. 




			3. El análisis de la financiación del golpe militar del 18 de julio exige también estudiar con detalle el papel que el banquero Juan March desempeñó en esa operación. Sobre ello existe bastante información, alguna excepcionalmente importante, conocida en España recientemente. Aunque para entender y definir esa ayuda sea necesario navegar por los imprecisos circuitos y vericuetos de las fórmulas financieras de March y de sus relaciones con el Kleinwort Bank de Londres. También hay que tener en cuenta la historia de la sistemática oposición de March a la República, así como la urgencia personal que sentía para derrocarla lo más rápidamente posible. Y todo ello, claro está, interpretado a la luz de la inmensa capacidad financiera que tenía, de sus amplísimas relaciones internacionales y de su contacto con Mola. Tampoco se pueden olvidar otras importantes contribuciones a la financiación de la sublevación, como las provenientes de Cambó y las de la comunidad judía. 




			4. A la hora de inventariar las ayudas financieras a la sublevación, de ninguna manera se puede dejar de tener en cuenta el papel desempeñado por Portugal, en la medida en que Salazar fue un estrecho aliado de los sublevados desde antes del 18 de julio. Después respondió inmediatamente a la primera petición de Mola solicitando ayuda, y arbitró para ello fondos de entidades financieras y empresas. Además, y muy especialmente, con anterioridad al «levantamiento militar», ya había puesto a disposición de los que querían derrocar a la República todos los medios al alcance de un jefe de Gobierno. Su entrega en este sentido fue total. 




			



			 






			LA AYUDA FINANCIERA DE MUSSOLINI DE MARZO DE 193431 




			



			 






			El día 31 de marzo de 1934, a las cuatro de la tarde, cuatro españoles, Rafael Olazábal, Antonio de Lizarza, el general Emilio Barrera y Antonio Goicoechea, se reunían con el jefe de Gobierno italiano, Benito Mussolini, al que acompañaba el mariscal Italo Balbo.32 Los dos primeros acudían a esa reunión en representación de la Comunión Tradicionalista. Goicoechea lo hacía como jefe del partido de Renovación Española, y el general Barrera en nombre de la Unión Militar Española (UME), la organización creada en el seno del ejército español. Así pues, carlistas, monárquicos y ejército acudían a Mussolini para solicitar ayuda en su proyecto de derrocar a la República. La reunión fue muy cordial y duró tres cuartos de hora. La entrevista con Mussolini fue preparada por Olazábal a través del coronel Longo, agregado militar que residía en Barcelona, y de un jesuita, el padre Segarra, que estaba en Roma. Los contactos de la Comunión Tradicionalista con el Vaticano habían sido hasta ese momento muchos e intensos, y el movimiento carlista era muy apreciado en los círculos del Vaticano. 




			El día anterior de la visita a Mussolini los cuatro se habían reunido con Italo Balbo, al que solicitaron que, una vez estallada la sublevación, Roma reconociera inmediatamente al Gobierno de los sublevados, aunque no hubiese conseguido adueñarse de todo el territorio nacional. También pedían armas y dinero. Balbo no aceptó la primera petición, con argumentos de política internacional, pero se ofreció a proporcionar 10.000 fusiles, 200 ametralladoras y un considerable número de bombas de mano. Italo Balbo aprovechó la reunión que tuvieron con él para señalarles especialmente la necesidad de mantener el statu quo en el Mediterráneo.33 




			En la entrevista del día 31, Mussolini hizo varias preguntas sobre la situación de España y sobre sus ideas al respecto, concluyendo que lo esencial para él era que el «movimiento revolucionario» fuera monárquico y de tendencia representativa y corporativa, y prometiendo al final ayudarles con dinero y armas.34 




			En todo caso, las relaciones de Mussolini con «conspiradores» españoles contra la República venían de antiguo.35 Ya en 1926 el Duce había recibido al coronel Millán Astray, a quien, al parecer, le había formulado vagas promesas porque en aquellos momentos Mussolini estaba tratando de evitar un potencial acuerdo militar franco-español que sería muy negativo para sus intereses.36 Y es importante no olvidar que desde 1933 se había planteado renovar el tratado italo-español de amistad y arbitraje de 1926, aunque aún faltaban algunos años para que expirase (Coverdale, 1979:53). Por otra parte, a partir de la proclamación de la República en España en abril de 1931, Mussolini había empezado a considerar España y su nuevo régimen como una amenaza a la posición italiana en el Mediterráneo, si desaparecían las relaciones que había venido manteniendo con el general Primo de Rivera (Campo Rizo, 2009:12). 




			Pero la visita a Mussolini del 31 de marzo de 1934 tenía un antecedente más inmediato que había preparado el terreno para esa entrevista, y que conviene tener en cuenta. En abril de 1932, el aviador y monárquico Juan Antonio Ansaldo fue enviado a Roma por el general Ponte37 para obtener apoyo italiano al golpe de Estado que estaba organizando el general Sanjurjo. Visitó al ministro del Aire, Italo Balbo, y éste, al parecer, garantizó para la sublevación apoyo diplomático y 200 ametralladoras, con su correspondiente munición, inmediatamente después del inicio del «movimiento».38 Es conocido el fracaso de aquel intento. 




			Un año después, Ansaldo volvió a Italia, esta vez acompañando a Calvo Sotelo, jefe de la oposición monárquica. Ambos se reunieron de nuevo con el ministro Italo Balbo. Y sin duda, de esta visita, de la que poco se conoce, tuvieron que derivarse efectos positivos para la entrevista del 31 de marzo de 1934, cuando los cuatro miembros de la oposición a la República visitaron a Mussolini. 




			Otro antecedente «conspiratorio», del que se habló en su momento, fue el viaje de Sanjurjo a Alemania, coincidiendo con los Juegos Olímpicos de invierno celebrados en Garmisch-Partenkirchen del 6 al 16 de febrero de 1936. Se dijo que, durante este viaje, Sanjurjo acordó con los militares alemanes el traslado en avionetas de las tropas de Marruecos a la Península. Así lo expuso Álvarez del Vayo:39 




			



			 






			El General Sanjurjo logró ... la promesa de los poderes alemanes que los rebeldes tendrían a su disposición los aviones necesarios para el transporte de las tropas a la Península, si se diera el caso de no prestar la flota española la colaboración requerida.40 




			



			 






			Nada se ha podido documentar sobre este viaje de Sanjurjo. Y más bien existen pruebas de que no sucedió así, pues cuando Sanjurjo llegó a Alemania aún no se habían celebrado las elecciones del 16 de febrero que dieron el triunfo al Frente Popular. Y está también probado que hasta fines de febrero de 1936 no se establecieron los programas para poner en marcha la «conspiración militar» que estalló en julio. 




			Quizá pudo haber más acuerdos con Italia. Pedro Sáinz Rodríguez41 (1978:232 y ss.) habla de otro acuerdo político, negociado por él mismo, que al final firmaron Calvo Sotelo, Goicoechea y el conde de Rodezno. Cuenta que, a través de Ernesto Carpi,42 negociaron la posibilidad de firmar con los italianos un convenio en el que se establecía que, en el supuesto de que, por las circunstancias políticas de España, hubiera una sublevación contra la República, el Gobierno de Italia auxiliaría a los sublevados, prestándoles apoyo, incluso militar, si eso llegaba a ser necesario. Y recuerda que, por mediación de Carpi, se cruzaron frecuente notas, conocidas por el Gobierno de Italia.43 Sáinz Rodríguez relata que en ese acuerdo se regulaban relaciones comerciales, pero especialmente que en él se establecía que «la España futura y el Gobierno de Italia tenían un enorme y decidido interés en asegurar el statu quo del Mediterráneo». El documento, según Sáinz Rodríguez, se lo firmó el conde de Rodezno a la entrada del Congreso,44 Calvo Sotelo en una salita del mismo, y Goicoechea en el salón de sesiones.45 Pese a todo ello, y como han concluido Heiberg y Ros (2006:33), las posibilidades de que en 1936 se discutiera la firma de un acuerdo similar al de 1934, como afirma Sáinz Rodríguez, son muy dudosas, especialmente en vista a las nuevas fuentes descubiertas en los archivos italianos. 




			



			 






			De la reunión con Mussolini de marzo de 1934, se levantaron dos actas. Una, la oficial de la reunión mantenida en el Palacio Venecia entre Mussolini y el mariscal Balbo y los representantes españoles, y otra, redactada por los representantes españoles como resumen de la reunión y de su acuerdo posterior sobre la distribución del dinero y de las armas.46 De ellas se deduce que Mussolini «después de enterarse minuciosamente, por contestaciones que a sus interrogantes dieron cada uno de los presentes, de la situación actual de la política española y de las aspiraciones y estado del Ejército y de la Marina, y de los dos Partidos Monárquicos», había aceptado lo siguiente:47 




			



			 






			1. «Que estaba dispuesto a ayudar con la asistencia y medios necesarios a los dos partidos de oposición al régimen vigente en España en la obra de derribarlo y sustituirlo por una regencia que preparase la completa restauración de la monarquía. Esta manifestación fue repetida solemnemente por el sr. Mussolini hasta tres veces siendo acogida por los presentes con las naturales manifestaciones de estima y gratitud.» 




			2. «Que en demostración práctica y como prueba de tales intenciones estaba dispuesto a facilitarles inmediatamente diez mil fusiles, diez mil bombas de mano, doscientas ametralladoras y un millón quinientas mil pesetas en metálico.» 




			3. «Que tales auxilios tenían sólo carácter inicial y serían oportunamente completados con otros mayores, a medida que la tarea realizada lo justificase y las circunstancias lo hicieran necesario.» 




			



			 






			Se acordó que los representantes españoles decidirían el reparto proporcional en la forma, momento y condiciones que ellos dispusieran, tanto de la cantidad recibida en metálico como de las armas que se les entregaran. También se responsabilizaban de su transporte a España. Este último acuerdo fue el causante, según algunos, de que, al final, las armas no llegaran a tiempo a España. 




			El acta oficial de la reunión contenía interesantes comentarios del Duce. Así, cuando se puso abiertamente de parte de los «conspiradores»: «Yo cuando ayudo, ayudo de verdad, y Austria lo sabe muy bien. Por lo tanto les aseguro que su movimiento cuenta con mi simpatía.» O cuando hizo precisiones en relación con el millón y medio de pesetas que se le pedían: 




			



			 






			Existe una dificultad técnica para tener esa cantidad en un período de tiempo breve, porque las pesetas no se encuentran fácilmente en el mercado internacional, y tendré que hacer que se compren en pequeñas cantidades para no levantar sospechas. Evidentemente el Estado no intervendrá directamente, porque debido a las leyes italianas, nada escapa al control público. Sin embargo existen algunos organismos económicos que obedecen al Estado, a través de los cuales se llevará a cabo la operación. 




			



			 






			Posteriormente, Balbo y los españoles se reunieron en la oficina de éste para debatir y redactar un «pacto secreto» complementario, conteniendo las estipulaciones políticas que se deducían de la reunión mantenida con Mussolini. En realidad, eran las contraprestaciones que Mussolini deseaba. El contenido de ese pacto secreto era el siguiente:48 




			



			 






			1. «España e Italia estipularán un tratado de neutralidad y amistad, en el que se precisará que ambas potencias han de estar conformes en el mantenimiento del statu quo del Mediterráneo occidental en lo que afecta a los derechos territoriales de España tanto de soberanía como de protectorado. Italia garantizará a España el statu quo antes dicho ... Un acuerdo determinará previa y oportunamente las normas de aplicación de este apartado, desarrollando y puntualizando su contenido.» 




			2. «España e Italia estipularán un tratado comercial a fin de coordinar las zonas de exportación de determinados productos de ambos países, con el propósito de constituir un frente único en relación con las naciones importadoras concretando acuerdos de estrecha relación económica en defensa de los intereses de ambos países.» 




			3. «Trámite previo a los precedentes acuerdos será la denuncia y rescisión de los tratados secretos franco-españoles.» 




			4. «Italia se obliga a ayudar al nuevo Gobierno español reconociéndolo en cuanto sea internacionalmente posible.» 




			5. «La cláusula n.º 4 se aplicará inmediatamente y las cláusulas n.os 1, 2, 3 se aplicarán al transcurrir un mes de la constitución del nuevo gobierno.» 




			



			 






			Así pues, el verdadero compromiso contraído por los españoles fue «derrocar a la República, instaurar la Monarquía tradicional, hacer un pacto de amistad con Italia y, en caso de conflagración en el Mediterráneo, denunciar el tratado existente entre la República y Francia».49 Aunque su tesis no sea generalmente aceptada, Saz ha puesto de manifiesto que los acuerdos de marzo de 1934 definían, en esencia, el pacto de neutralidad y amistad entre Italia y España que el 28 de noviembre de 1936 se firmó, también con carácter secreto, por el general Franco. Un tratado que «constituía una completa hipoteca sobre España» (Saz, 1992:118). 




			Al día siguiente, las autoridades italianas entregaron un primer plazo de 500.000 pesetas y el resto un poco más tarde. Y un documento italiano muy confidencial, utilizado por Mazzetti (1979) como fuente de su investigación, daba órdenes para la urgente tramitación del armamento prometido para la sublevación española.50 La concentración de las armas debería hacerse en Trípoli51 por medio del buque Alice, de la armada italiana, y debería incluir lo prometido por Mussolini. Pero después de muchas vicisitudes, éstas no llegaron a España. Cuando el jefe de gabinete del Ministerio de la Aeronáutica italiano solicitó el visto bueno para el envío del material prometido a los españoles, la respuesta fue negativa. Rafael Olazábal se dirigió a Roma proponiendo un encuentro entre el jefe de la Comunión Tradicionalista, Manuel Fal Conde, y Mussolini para negociar la entrega, pero éste no tuvo lugar. En septiembre de 1935 Olazábal visitó Roma otra vez para tratar de acelerar el envío de armas. Tampoco tuvo éxito. A partir de esta fecha, y en vista de que no conseguía obtener más dinero, además del millón y medio de pesetas, ni el envío de las armas prometidas, Olazábal no volvió a insistir. En noviembre de 1936 las armas y las municiones todavía se encontraban en Trípoli (Mazzetti, 1979:1186). 




			Es claro que, de las dos concesiones de Mussolini, dinero y armas, el dinero llegó inmediatamente a manos de los que pretendían sublevarse, y fue utilizado en su totalidad, pero sobre si las armas llegaron o no, el debate se ha mantenido abierto durante mucho tiempo. Desde luego, no llegaron a tiempo para la sublevación, aunque en España sí circularon noticias de que esas armas eran precisamente las que habían facilitado el «levantamiento» contra la República. Mazzetti localizó un documento, firmado en Roma el 21 de noviembre de 1936, que simplemente decía: 




			



			 






			Para España: 1) Proporcionadas 6 pequeñas estaciones radio transmisoras. 2) Entrenados en el aeropuerto de Furbara 3 grupos de españoles de unos quince hombres cada uno en el tiro con metralleta y lanzamiento de bombas de mano. 3) Proporcionadas 1.500.000 pesetas. 4) Almacenadas en Trípoli, pero finalmente no enviadas a España: ametralladoras inglesas y alemanas 250, cartuchos para las mismas 2.942.000, bombas de mano 9.540 y fusiles 9.984. 




			



			 






			Pero que las armas no llegaron nunca, sólo se supo formalmente con posterioridad, y la realidad del suministro de las primeras armas a Navarra fue, durante bastante tiempo, una cuestión debatida. Al principio se creyó que el convenio firmado con Mussolini había sido operativo inmediatamente, tanto en cuanto a la entrega del millón y medio de pesetas, que sí lo fue, como en cuanto a la entrega de las armas a que se refería el convenio. Y de hecho, los primeros investigadores que trataron esta cuestión dieron por seguro que también las armas habían llegado puntualmente a las manos del grupo que quería sublevarse contra la República. Desde luego, y tal como se ha visto, las armas fueron rápidamente trasladadas al lugar previsto, Trípoli, para su embarque hacia España. Y muchos autores concluyeron que sí habían llegado. 




			Tomás Echeverría (1985:28) dejó muy claro que, como consecuencia de los acuerdos con Mussolini, los carlistas «pudieron mandar a los campos de batalla miles y miles de requetés encuadrados en docenas de tercios». Görlitz (1977:27 y ss.) también lo creyó: 




			



			 






			El compromiso contraído ... en Roma pasó del papel al terreno de los hechos. De Italia entraron clandestinamente al norte de España una gran parte de las ametralladoras, fusiles y bombas de mano que la Italia fascista enviaba a los que prometieron derribar a la República ... El material bélico enviado por el fascismo italiano y el adiestramiento militar que recibieron los navarros en Italia constituyó sin duda alguna la aportación más importante que recibió el general Emilio Mola en las primeras jornadas de estallar el Alzamiento ... Este material y estos hombres adiestrados fueron la base de los tercios navarros que en formación regular se pusieron en pie de guerra. 




			



			 






			Reforzaba la creencia de que las armas habían llegado la afirmación del general de división Luis Redondo García, militar tradicionalista que, muy terminantemente, declaró: «Ambos acuerdos se cumplimentaron. Las armas fueron llegando de la forma más rara e inverosímil, y pasaban a los depósitos que se iban disponiendo sobre todo en Navarra» (Redondo y Zavala, 1957:275-276). 




			Pero ahora ya se sabe que no fue así, porque nuevas investigaciones han dejado claro que el dinero sí se recibió, pero que las armas nunca llegaron. Jackson (1967:211) fue uno de los primeros que afirmó que «no parece que Mussolini suministrara armas antes del real estallido de la guerra civil», añadiendo, para justificar las que se utilizaron el 18 de julio, que los carlistas «estuvieron muy ocupados comprando armas en la primavera de 1936 ... pero las 150 ametralladoras que lograron introducir en España de contrabando antes de julio habían sido compradas en Alemania de modo particular». 




			Por su parte, Coverdale (1979:63), en su notable investigación sobre aquellos momentos, recordaba que: 




			



			 






			El único material que de hecho se entregó a los conspiradores consistió en seis pequeños aparatos de radioteléfono. Las ametralladoras, los fusiles y las granadas de mano se enviaron a Trípoli, pero no llegaron a España antes de estallar la Guerra Civil. 




			



			 






			Hay que recordar que el acuerdo contemplaba también que Italia recibiría «como visitantes» a un cierto número de miembros del Requeté para instruirse en el manejo de armas modernas y en estrategia militar, tratando de formar expertos que, al volver a España, pudieran instruir a su vez a sus compañeros. Inicialmente, esos cursos iban a tener lugar en Trípoli, pero al final se realizaron en el campo de tiro de Furbara. El 20 de julio de 1934 un primer grupo de 15 navarros iniciaba las maniobras de instrucción (Mazzetti, 1979:1185-1186), al que siguieron varias expediciones más.52 Entre ellos, como ya se sabe, se encontraba Jaime del Burgo,53 que posteriormente, y bajo el título Conspiración y guerra civil, escribió los recuerdos de su viaje de entrenamiento a Italia (Burgo, 1970:516 y ss.). Al entrar en Italia, se hacían cargo de ellos militares italianos, ocultando su personalidad y misión, tratándoles como «oficiales peruanos en viaje de prácticas» (Görlitz, 1977:28). Y fue tan alto el nivel de confidencialidad de esta operación que ni las mismas autoridades carlistas tuvieron información de ello (Oyarzun, 1939:572). 




			



			 






			Una copia firmada del acta de la reunión de 1934 fue entregada a los visitantes españoles en su momento y depositada en una caja de seguridad del Crédito Italiano en Roma. Por su parte los españoles habían redactado y firmado su propia acta, en la que se recogía un resumen de la reunión del Palacio Venecia, así como del acuerdo posterior entre los españoles e Italo Balbo, quien les había pedido que se guardara en la más absoluta confidencialidad. Pero Goicoechea volvió a España con el borrador inicial manuscrito, que fue descubierto en plena guerra, en un registro efectuado en su domicilio de Madrid. El texto fue publicado por varios periódicos de Madrid el 14 de mayo de 1937 como prueba inequívoca de la complicidad de Mussolini en la preparación de la guerra civil (Coverdale, 1979:63). La información se reprodujo inmediatamente en la prensa extranjera.54 




			



			 






			La prensa, en general, manipuló la información y duplicó el número de fusiles y de bombas de mano. El interesado, que se encontraba entonces en la zona nacional, en San Sebastián, hizo manifestaciones públicas confirmando el acuerdo y enorgulleciéndose de haber intervenido en la negociación del trato, lo que pudo costarle la vida a Antonio de Lizarza,55 uno de los firmantes del acuerdo, que en aquellos momentos se encontraba en Madrid, refugiado en la embajada de Chile. Muy recientemente, la aparición en el Archivo Histórico Nacional de una historia de la guerra civil española del general Vicente Rojo, cuya existencia se desconocía, ha dado ocasión de conocer que el que fue jefe del Estado Mayor de las fuerzas de defensa durante la República, pensaba que el acta de Roma constituyó un documento capital de la acción subversiva en todos sus significados, no dudando en atribuir a ese documento un valor sobresaliente, porque en él se revelaba la amplitud y alcance que tenía el complot, tanto por la calidad de las fuerzas que los firmantes representaban, como porque descubría el apoyo que iban a recibir de un Estado europeo. Añadía que el hecho de haberse establecido el acuerdo dos años antes del estallido de la rebelión, y en un período en el que eran las derechas republicanas las que gobernaban el país, «prueba que el propósito de los rebeldes estaba muy meditado y que representaba una obra a realizar independientemente de los sucesos de tipo político y social que pudieran producirse en España».56 




			



			 






			EL DUCE FINANCIA A LA FALANGE 




			



			 






			Para mejor situar el escenario en que tuvo que resolverse la financiación de la sublevación, parece necesario recordar que, con posterioridad a la entrevista con Mussolini de marzo de 1934, existió otra ayuda financiera de éste a fuerzas que también intentaban sublevarse contra la República. En esta ocasión, a la Falange de Primo de Rivera. Éste visitó Italia en abril de 1935, donde celebró diversos encuentros con líderes fascistas. Pero, por dificultades de agenda, no le fue posible entrevistarse con Mussolini, quien también había mostrado interés en saludar al presidente de la Falange Española. Sin embargo, de este viaje se derivó una subvención para ese partido, de la que durante muchos años apenas se tenía información, salvo que tal subvención existió.57 




			Ahora ya se sabe que, como consecuencia de ese viaje, el 3 de junio de ese año Ciano ordenó a Landini, agregado de prensa de Italia en París, que se ocupara de transferir mensualmente a Primo de Rivera la cantidad de 50.000 liras. La operación se rodeó del más estricto secreto, hasta tal punto que incluso José Antonio Primo de Rivera iba cada dos meses a París a recoger personalmente los fondos, no utilizando en ningún momento los servicios de los medios italianos en Madrid, ni la valija diplomática. 




			Con estos materiales, y a partir de su propia investigación, Saz (1986a:138-145), bajo el título «Historia de una subvención», hizo una descripción de lo que pudo ser el proceso de esa ayuda. En primer lugar demostró que ésta fue personalmente decidida por Mussolini, a partir de un escrito del conde Ciano al jefe de la policía, Arturo Bocchini, en el que se reconocía que el jefe del Gobierno había concedido la cantidad mensual de 50.000 liras a Primo de Rivera, y que se dispusiera de todo lo necesario para que esa suma fuera enviada mensualmente al Subsecretariado del Gobierno, «el cual se ocupará de consignarla al interesado». Primo de Rivera recibió personalmente esa ayuda de junio de 1935 a enero de 1936.58 




			Primo de Rivera fue detenido en marzo, y ya no pudo hacer su habitual viaje a París para recoger la subvención. Desde la cárcel intentó buscar una fórmula para que el dinero llegara a su destino, pero no lo consiguió, aunque las cantidades asignadas siguieron remitiéndose a la embajada de París hasta el mes de julio. A partir de agosto la subvención dejó de llegar, pese a que las cantidades siguieron siendo libradas en Roma hasta el mes de noviembre. 




			En todo caso, parece claro que esa subvención permitió a Primo de Rivera y a los falangistas emanciparse financieramente y que el partido pudiera satisfacer sus necesidades más perentorias sin recurrir a la ayuda de los monárquicos (Saz, 1986a:140 y ss.). 




			



			 






			CONTRIBUCIÓN DE LOS CARLISTAS 





			



			 






			Después de la «revolución de octubre» de 1934, y como consecuencia de la incompetencia de los sucesivos Gobiernos para enderezar la situación tal como los carlistas deseaban, éstos habían llegado a la conclusión de que había que abandonar ya todo equívoco. Y que, mientras hasta ese momento su tesis había sido que solamente los excesos de la izquierda podían empujarles a tomar las armas, ahora ya podían dar por supuesto que la República estaba en un estado prerrevolucionario, frente al cual era una obligación rebelarse. A esto había que añadir que el carlismo pensaba que la derecha no podía correr el riesgo de esperar a que fuera la izquierda la que otra vez diera el primer paso.59 




			A partir de estas consideraciones, el carlismo entró en una estrategia de guerra, en su organización, en su terminología y en su mentalidad. «¡Antes que renunciar hay que morir, y antes que morir hay que luchar!»60 El carlismo pensaba que existía un derecho a tomar las armas contra un régimen culpable, al menos, de violencia moral. Pero la rebelión había que supeditarla a que el Requeté llegara a ser un verdadero «ejército popular». Y para ello debía cumplir cuatro condiciones: disponer de una organización nacional, llegar a conformar una estructura y una disciplina militar verdaderamente eficaz, conseguir medios para que esas fuerzas pudieran ser equipadas para las necesidades de una guerra moderna, y disponer de una estrategia de insurrección que fuera práctica. A finales de 1935 las tres primeras condiciones estaban prácticamente cumplidas. La cuarta no pudo concretarse hasta el mismo momento de la sublevación (Blinkhorn, 1979:307 y ss.). 




			De esta manera, 1935 fue un año de preparación realmente intensa, que hay que considerar como preparatoria de la sublevación del 18 de julio. Y a este respecto, el 21 de octubre de 1935 el inspector general de los requetés daba instrucciones a las diferentes delegaciones regionales, señalándoles que era urgente y de gran trascendencia el estudio de un plan defensivo en todos los lugares donde existiera alguna unidad de requetés, aun en los más remotos. Y que en el momento en que se tuviera conocimiento de que había estallado o iba a estallar un movimiento revolucionario, todos los requetés deberían concurrir con el «mayor entusiasmo, decisión y energía» al puesto que les había sido designado. No sería necesario dar orden previa. A la vez, se organizaban concentraciones masivas de carlistas, a las que éstos asistían uniformados. Redondo y Zavala citan concentraciones como las de Poblet, que reunió en un día a 40.000 carlistas catalanes. Otro tanto sucedía en Castellón. En Montserrat, en noviembre de 1935, se habían concentrado otros 40.000. Y en todas esas concentraciones había pronunciamientos explícitos en contra de la República.61 




			Cada día era más claro que en la organización carlista lo verdaderamente importante era el Requeté y sus exigencias militares. Las sedes tenían una organización cuartelera. Su instrucción era militar. Los ejercicios de fin de semana al aire libre, las prácticas de tiro que se hacían, las estrategias de combate que se ensayaban, iban formando poco a poco un verdadero ejército (Blinkhorn, 1979:300). 




			A la vez se iba profundizando en las fórmulas de financiación y en el robustecimiento del «Tesoro de la Comunión». Lo facilitaba el hecho de que la Comunión Tradicionalista estaba profundamente enraizada en los pueblos de la provincia. Y su organización se apoyaba en una amplia red, dependiente de la Junta Regional Carlista a través de círculos tradicionales.62 A su vez, el clero navarro contaba en su seno con un amplio grupo de jóvenes sacerdotes identificados con el carlismo, que «conspiraban» activamente. Algunos eran los jefes del Requeté de su pueblo o zona, y uno de ellos incluso fue a Italia con el grupo de carlistas negociado con Mussolini para seguir un curso de entrenamiento (Pascual Bonis, 1986:137). 




			Es difícil estimar la dimensión del Requeté antes de la sublevación de 1936. Blinkhorn (1979:313) dice que todos los datos oficiales han desaparecido y que las cifras publicadas no son muy fiables. En Navarra podía existir un número superior a 8.000 boinas rojas, a los que había que sumar los importantes efectivos de Álava, Guipúzcoa, Cataluña, Levante y Andalucía. Quizá el total podía ser 30.000. Pero una gran mayoría se encontraba «en reserva» y las armas escaseaban. El mismo Blinkhorn reconoce que el número de boinas rojas, formados y con armas disponibles para el combate, no sobrepasaría los 10.000, aunque la organización se iba desarrollando notablemente. En abril de 1935 la Secretaría General anunció que la Comunión disponía de más de 700 juntas y delegaciones locales, 350 círculos, 250 secciones de juventudes, 300 agrupaciones femeninas y 80 secciones locales de requetés.63 




			A partir de las elecciones de febrero de 1936, y con el triunfo del Frente Popular, se abrió una nueva etapa, en la que empezaron a definirse ya propuestas formales de enfrentamiento a la República:64 «Como la situación del país viene a ser cada día más inquietante, ya no queda otro remedio que ir francamente a la conspiración.»65 Y en consecuencia, el 22 de febrero de 1936 se instruía a las delegaciones regionales para que fueran formando nuevas unidades, procurando hacerlo para lograr la mayor eficacia en relación con movilizaciones y concentraciones: 




			



			 






			... asignando a las diferentes unidades cafés, bares y casas particulares como puntos de reunión y enlace ... No se llevarán encima listas con los nombres de los que componen las unidades. Teniendo presente que de la clandestinidad y de la discreción depende casi siempre el triunfo (Redondo y Zavala, 1957:322). 




			



			 






			En aquellos momentos ya existían prácticamente en toda España núcleos más o menos fuertes de carlistas que sabían que iban a un «levantamiento».66 E iniciada la sublevación, la afluencia de voluntarios fue realmente notable. Entre el 19 y el 31 de julio de 1936 se habían alistado 10.761 voluntarios. Entre agosto y diciembre de 1936 se alistaron 5.751 más. Y en 1937 otros 2.273 (Pascual Bonis, 1986:134). 




			



			 






			LAS ARMAS, PERMANENTE PREOCUPACIÓN DE LOS CARLISTAS67 




			



			 






			La información sobre las armas en poder de los carlistas antes del 18 de julio de 1936, y el proceso de su adquisición y financiación, son contradictorios y confusos. Pero no hay duda de que la adquisición de armamento fue una permanente preocupación de los carlistas. Para alcanzar este objetivo, y en múltiples operaciones, a veces de ejecución independiente, se puso en marcha un amplio dispositivo de compra de armamento que se iba escondiendo en depósitos secretos en el País Vasco, o se trasladaban a Portugal. Las dificultades económicas que esa estrategia implicaba eran grandes, pero, al final, se dispuso de fondos suficientes. 




			Independientemente del material adquirido entre 1934 y 1935 con los fondos concedidos por Mussolini, el carlismo desarrolló durante todo el mes de junio de 1936 una intensa actividad, comprando en el extranjero diverso material de guerra (Aróstegui, 1986:49). La responsabilidad última de estas adquisiciones correspondía a don Javier de Borbón68 y a Fal Conde.69 




			Lizarza (1986:47 y ss.) confiesa en sus Memorias que desde el mes de abril de 1935, él mismo se ocupó de traer y repartir armas a los requetés. Un encargo difícil, pero necesario, porque «un Ejército sin armas poco valía» y había que prepararse. Su responsabilidad era introducirlas en España, almacenarlas y posteriormente repartirlas. De aquí que, por primera vez, sus Memorias documentan el uso que se hizo de los fondos donados por Mussolini en marzo de 1934, cuando explica que con el dinero recibido de Italia se hicieron «los primeros alijos». Con posterioridad, añade, fue la Dirección Nacional de la Comunión Tradicionalista la que, con sus propios recursos, financió esas operaciones. También recuerda que hubo mucha financiación privada, porque el sistema de obtención de recursos de la Comunión en Navarra era excepcional. 




			En los primeros momentos, el encargado de adquirir armas desde Madrid y de mantenerlas en depósito para su distribución posterior fue Aurelio González de Gregorio.70 Pero descubierto por la policía como responsable de un depósito de uniformes de la Guardia Civil, que los carlistas habían conseguido para hacer más fácil el momento de la sublevación mediante asaltos de carlistas disfrazados,71 tuvo que huir a Portugal. También dirigía el equipo que buscaba recursos para financiar la adquisición de armamento. De él es la afirmación, no contrastada con otras fuentes, de que Fal Conde había sabido movilizar para ese programa «la ayuda de familias adineradas de Andalucía».72 




			

			 


			

			

			El escenario en el que el programa de compra de armas se llevaba a cabo queda muy bien definido en el Diario de don Javier, porque éste, durante una parte importante de su vida, fue anotando todo lo que creía de interés, tanto personal como político. Y aunque en ese Diario predomine mucha información anecdótica, es un documento fundamental para penetrar en el fondo de lo que estaba sucediendo en aquellos momentos en el carlismo. El periodista Josep Carles Clemente ha dejado en su Historia del carlismo contemporáneo 19351972 puntual información sobre el contenido de ese Diario,73 que le fue contando el propio don Javier a lo largo de una serie de conversaciones que duraron una semana (Clemente, 1977:104 y ss.). 




			Las anotaciones no son sistemáticas, y están escritas con posterioridad a los hechos, pero constituyen un ramillete de informaciones dispersas del mayor interés, siendo más que suficientes para dar una idea cabal del tráfico de armas de los carlistas, inmediatamente antes y después del 18 de julio, y de una estructura de financiación que, pincelada a pincelada, se va definiendo. Ésta es una pequeña colección de esas informaciones: 




			



			 






			«... Pirón,74 dice que los fusiles saldrán alrededor del día 7 de Amberes» (en el diario del 30 de junio de 1936). «Dificultades de dinero que se arreglan en París» (16 de julio). «Lizarza debe obtener la firma del general Sanjurjo al programa de nuestra colaboración y, si puede ser, traerse al general. [Pirón] llegará a Burdeos mañana para informarme de cómo ha salido el barco desde Amberes. Había una expedición de 4.000 fusiles y cartuchos ... pequeñas pistolas ametralladoras alemanas ... Llorente me habla de una nueva propuesta de compra de armas» (17 de julio). «Por la tarde voy a Burdeos a encontrar a Pirón por la cuestión de las armas que vienen con el barco» (18 de julio). «Visitas a bancos belgas para pedir dinero» (25 de agosto). «Gaiztarro me da 50.000 francos para Pirón ... Salgo hacia París para continuar el asunto de las armas» (30 de agosto). «Es cierta la noticia de la incautación del barco de fusiles en Ostende ... Al menos no servirán para ser empleadas contra los nuestros» (22 de septiembre). 




			



			 






			Las anotaciones de Clemente del Diario terminan el 28 de diciembre de 1937. Son 28 páginas de apretada y resumidísima información, muchas veces no financiera, pero del mayor interés desde el punto de vista político. El día 25 de diciembre escribe: 




			



			 






			Mucho frío ... El Generalísimo me recibe a las 6 de la tarde muy amable, pero me repite la orden de abandonar España porque estoy apoyando a los elementos que se resisten a la Unificación. Me quedo una hora con él. Impresión molesta de este hombre «simpático». 




			



			 






			Anota el día 26 que sale para San Sebastián y que almuerza con Fal Conde. Escribe una carta a Franco. El 27 escribe que muchos amigos le esperan en la frontera y que pasa a Francia. Y el 28, último día de las anotaciones, dice: «salgo para Bostz. Teruel está en plena batalla. Los sitiados resisten heroicamente. Me espera una cantidad enorme de cartas».75 




			Al margen de las anotaciones del Diario de don Javier, el plan de adquisición de armamento puede documentarse también a partir de las comunicaciones de Fal Conde con Aurelio González de Gregorio. Así, a los pocos días de su llegada a Lisboa, éste daba cuenta de una operación para desembarcar un alijo de armas fabricadas en Alemania por Krupp y adquiridas por don Javier en Bélgica. Por su parte, Fal Conde comunicaba el 22 de junio a González de Gregorio que hacía una semana que estaban embarcados en Amberes 1.250 fusiles y cartuchos, esperando el embarque de cien mil bombas, que no podían salir de puerto por huelga general (Aróstegui, 1986:49 y ss.). 




			En algunos momentos, los telegramas cifrados cursados entre González de Gregorio en Lisboa, y Fal Conde, en San Juan de Luz, sobre el acopio de armas en Lisboa, son verdaderamente significativos, y permiten seguir la pista de los preparativos de la operación, al margen de los contactos paralelos con Mola, de los que Sanjurjo estaba también al corriente. «Trasbordo alta mar frente a Lisboa a barco pequeño y de éste a dos más pequeños en Bahía Tajo, depósito río arriba. Urge saber peso exacto», planteaba González de Gregorio a Fal Conde el 24 de junio de 1936. Y éste le contestaba el día 26:76 




			



			 






			Avisaré llegada día barco retrasado por huelga y enviaré contraseña y cantidad entregar a Capitán. Van 1.300 fusiles en unas 66 cajas de 130 kilos los mayores, y 2.000.000 cartuchos en cien cajas de 65. Peso total 14 o 15 toneladas. Entrega trasbordando a 20 millas Sur Lisboa en el mar indicándoseles sitio. 




			



			 






			Más tarde se informaba de otro cargamento de 4.600 fusiles. Aróstegui (1986:50) afirma que estas armas tampoco llegaron nunca a estar realmente en manos carlistas antes de la sublevación, no por problemas de financiación, sino por dificultades de transporte. En la misma relación epistolar, González de Gregorio apremiaba a Fal Conde para que le proporcionaran más armas con destino a la «raya de Portugal». Y éste le contestaba, el 3 de julio, que aquello no era la «Guerra Europea», aunque prometía enviarle 500 fusiles. 




			Por su parte, Lizarza (1986:47 y ss.) recuerda que hizo varios viajes a París, Bruselas y Hamburgo. Dice que José Luis de Oriol fletó en Bélgica un barco con abundante material de guerra.77 También cuenta que consiguió cerrar un acuerdo con la casa Mauser, para adquirir mil pistolas con culata de fusil con su munición correspondiente, que fueron entregadas en la frontera francesa y transportadas a Pamplona, donde estuvieron algún tiempo escondidas. Y cientos de pistolas fueron compradas en Francia y pasadas de contrabando a depósitos provisionales. 




			Hubo financiación para todo ello, pero hoy no se dispone de información precisa para cuantificarla, aunque en los escritos manejados sí aparecen pistas sueltas, comunicaciones y otro material, como por ejemplo una nota en la que Fal Conde comunicaba el envío al agente David Benito de dos cheques por valor de 30.000 y 10.000 francos franceses,78 lo que pone de manifiesto que, en mayor o menor cuantía, los fondos existieron y que fueron abundantes o, al menos, suficientes. Dan un ejemplo de ello las citas que sobre esta cuestión aparecen, como se acaba de ver, en el Diario de don Javier. 




			También se perfila, con bastante precisión, que un pequeño grupo de recaudadores de recursos para la sublevación operaba, en los meses anteriores a julio de 1936, entre las familias acomodadas. Un proceso que produjo muchas frustraciones por falta de la colaboración de aquellos de los que más se esperaba, según han contado quienes oyeron esto de sus «mayores». 




			



			 






			Las armas eran absolutamente necesarias para el Requeté79 porque éste, más que una milicia ciudadana y política, era el fundamento de un posible futuro ejército nacional, por si la República intentaba destruir el ejército español, como los carlistas suponían. Incluso los preparativos para un posible «levantamiento» se programaban para ir solos contra la República, en el supuesto de que no se llegara a un acuerdo previo con las fuerzas políticas más o menos afines.80 De ellos decía en aquellos días Mundo Obrero (4 de abril de 1936) que era como «un ejército equipado a la moderna y armado hasta los dientes». Y así era porque, como se ha visto, antes de la «revolución de octubre» de 1934 ya hacían regularmente la instrucción militar, desarrollaban ejercicios tácticos en el campo, marchas de todas clases y ejercicios de tiro, con las unidades completamente uniformadas. También disponían de depósitos de armas y municiones para cuando fuera necesario.81 




			Es, pues, una realidad que las armas navarras existieron y que hubo un complejo tráfico de entrada y distribución, así como una red de escondrijos, pequeños almacenes y depósitos, distribuida por los montes y por los pueblos, donde se iban almacenando para una futura revolución.82 




			En aquellos momentos de vigilancia intensa y de constantes controles policiales, era vital la organización de rutas de transporte, y especialmente de puntos de introducción a España. Los más importantes y frecuentes eran los pasos de los montes de Zugarramurdi, el monte Bértiz o el Aézcoa. Mil pistolas compradas en Hendaya fueron introducidas en un falucho por Pasajes. Partidas de pistolas se llevaron en marzo de 1936 a Berbinzana, a Corella en febrero y otras a Cascante. Lizarza explica que cada pueblo de Navarra tenía su pequeña historia en cuanto a armas de fuego, cada uno su peripecia y su peligro, y recuerda que había depósitos secretos de armas en caseríos y cuevas, escondidas en barricas y bodegas.83 Pero en todo caso, añade, siempre había más brazos que armas. 




			Aún se fue más lejos en esta política de provisión de armas, porque la urgente necesidad de disponer de ellas llevó a los carlistas a tomar la determinación de fabricarlas dentro de la propia organización. Y a finales de 1935 fue designada una comisión para impulsar, organizar y dirigir la tarea de fabricar bombas de mano. Así se instalaron dos pequeñas fábricas, una en Caparroso y otra en Mañeru, y un gran depósito en Traibuenas (Maíz, 1952:164). Un pirotécnico de Villatuerta llegó incluso a fabricar bombas de mano con tubos de hierro empalmados a rosca (Iribarren, 1938:79). 




			



			 






			El rumor generalizado era que los navarros tenían armas, muchas armas. Y parecía que todo el mundo lo sabía, aunque ninguna señal de ellas era visible. Mola fue informado confidencialmente, y por medio de un comisario de policía de Madrid, de que el director general de Seguridad, Alonso Mallol, tenía preparada una gran operación secreta en Navarra para inspeccionar si existían o no armas clandestinas y, en su caso, confiscarlas, aunque el verdadero objetivo de la operación era clarificar la actitud de Mola frente al rumoreado golpe de Estado. «Era imprescindible relevar a Mola, porque la guarnición de Pamplona, demasiado numerosa, estaba influida por él y podía constituir un peligro.»84 




			Los efectivos para esa inspección llegaron a Pamplona en la madrugada del 3 de junio. Sus instrucciones eran informarse sobre el terreno, interrogar al mismo Mola, y detenerlo y llevarlo a Madrid si las denuncias quedaban confirmadas (Arrarás, 1939-1944, vol. 3:448). El equipo lo componían una columna motorizada de policía y, para apoyarla, se concentraron en Pamplona destacamentos de las plantillas de San Sebastián, Vitoria y Logroño. Pero la inspección no dio ningún resultado, porque «sólo se encontró una pistola con licencia, pero sin guía, perteneciente al teniente coronel Utrilla, figura importante del Requeté navarro» (Ferrer Muñoz, 1994:246).85 




			Pese a todo ello, la historia de las armas no está todavía clara y queda abierta una investigación más profunda, que permita definir con mayor precisión el volumen de las que realmente existieron, su procedencia y, especialmente, cómo se financiaron, aunque, pese a todo lo que se ha dicho, al final tampoco parece claro que fueron tantas las armas escondidas. El mismo Lizarza recuerda que, en realidad, tenían menos de las necesarias. Aróstegui (1986:37) decía que el «acopio de armamento, a pesar de determinadas divagaciones fantasiosas de algunos testimoniantes, no pasaba de algún pequeño alijo o armamento personal de ciertos militares», aunque esta afirmación no concuerde con la abundante información puntual de que se dispone. Sí parece ser de general conocimiento la anécdota de que la columna que mandaba el teniente coronel Alejandro Utrilla, que salió el 23 de julio con 1.200 hombres, iba totalmente desarmada. Se armaron, y muy bien, al llegar a Zaragoza, donde se les suministraron armas de aquella guarnición. También dice la tradición oral que, cuando Mola inició la ofensiva del norte para cerrar la frontera con Francia, en la toma de Oyarzun, los boinas rojas no tenían más que cinco balas por fusil. 




			Hay más informaciones fragmentarias que pueden ir definiendo mejor la situación real de las armas disponibles. Parece que Mola sólo tenía 1.200 fusiles en el arsenal de Pamplona y que el refuerzo le vino de Cabanellas, cuando le envió de Zaragoza otros 10.000. En el cuartel de la Aljafería de Zaragoza se almacenaban seis millones de cartuchos y 40.000 fusiles, cuyos cerrojos, por razones de seguridad, se guardaban en la Maestranza de Artillería. Sin embargo, unos días antes de la sublevación, y utilizando la disculpa del estado ruinoso de aquel local, lo que podía deteriorar el material depositado, el general Cabanellas86 ordenó que los cerrojos fueran trasladados también al cuartel de la Aljafería. Y fue este general quien, tal como había prometido a Mola, hizo posible en los primeros días de la sublevación la entrega a los carlistas de esos 10.000 fusiles y algunos millones de cartuchos.87 




			



			 






			«DINERO PARA LOS GENERALES»: UNA ÚLTIMA PETICIÓN A MUSSOLINI ANTES DE LA SUBLEVACIÓN 




			



			 






			Hay un aspecto muy poco explorado en la sublevación del 18 de julio, en el que parece necesario profundizar. Se trata de la carta que, el 20 de mayo de 1936, José Antonio Primo de Rivera dirigió desde la cárcel a Antonio Goicoechea encomendándole que, en su nombre, hiciera una serie de gestiones, que él no podía realizar por encontrarse preso, ante algunos dirigentes militares de la «conspiración» y ante otras personas, entre ellas, Mussolini. Esa carta es del mayor interés, porque aclara algunos aspectos, no muy conocidos, de los primeros momentos de la sublevación. 




			La misiva de Primo de Rivera a Goicoechea decía lo siguiente: 




			



			 






			Mi querido amigo: Veo, como usted, la trágica situación de España y considero que hay que pensar con urgencia en remedios extraordinarios. Mi situación de preso me impide realizar muchas gestiones, aunque no dirigir el Movimiento, que crece por días, con toda eficacia. Si en estas gestiones, cerca de personas que no pueden venir a visitarme, quisiera usted asumir mi representación, se lo agradecería mucho, pues tengo pruebas reiteradísimas de su leal manera de comportarse como amigo. Con el afecto de siempre le saluda y le da las gracias anticipadas su amigo que le quiere, José Antonio Primo de Rivera.88 




			



			 






			No era el primer intento. Unos meses antes, en marzo de 1936, Primo de Rivera, ya detenido, había tratado que Mussolini recibiera a su hermano Miguel, para que éste pudiera entregar al Duce un mensaje que, sin duda, era el mismo que ahora trataba de hacerle llegar. La petición de esa entrevista fue trasladada por el primer secretario de la embajada italiana en Madrid a su ministro el 25 de marzo, explicando a sus superiores que Primo de Rivera le había rogado confidencialmente, y bajo promesa del más absoluto secreto, que Mussolini recibiera a su hermano Miguel «para exponer su plan en relación a la situación interna española».89 Sin duda, el jefe de Falange Española quería poner en antecedentes a Mussolini del «movimiento» que se avecinaba, pidiendo ayuda para ello. 




			La entrevista, sin embargo, no se celebró por la oposición del embajador Pedrazzi, dada la incertidumbre de la situación interna española en aquellos momentos. Posiblemente por eso Primo de Rivera lo intentó de nuevo a través de Antonio Goicoechea. Éste, el 14 de junio, a un mes de la sublevación, dirigió la siguiente nota a Ernesto Carpi:90 




			



			 






			Mi querido amigo: En la imposibilidad de ausentarme de España en estos graves momentos, como hubiera sido mi deseo, dada la importancia del asunto y el apremio de la gestión a realizar, le ruego me represente cerca de nuestros amigos negociando la concesión inmediata de cuanto se solicita en el adjunto rapport ... Además de la representación del partido de mi jefatura, debe Vd. hacer constar que, en este caso, represento también a Falange Española, por la delegación que expresamente me ha conferido su jefe, así como los elementos del Bloque Nacional, que preside el Sr. Calvo Sotelo, con los cuales vivimos en íntima alianza política. Le adjunto los documentos necesarios y le ruego la máxima discreción y diligencia en el desempeño de esta comisión. Le saluda atentamente su amigo, q.e.s.m. Antonio Goicoechea. 




			



			 






			Los «documentos necesarios», que Goicoechea adjuntaba a su carta a Carpi, en su nombre y representando a Falange Española y al Bloque Nacional, se materializaban en un informe que hacía una evaluación de la verdadera trascendencia política del triunfo del Frente Popular, y un análisis de las posibilidades de un golpe de Estado inmediato. Sin duda, constituye un valioso instrumento para interpretar los antecedentes de la sublevación.91 




			El informe contenía una serie de mensajes y una petición final. En primer lugar, el documento se refería a la verdadera trascendencia política que tenía el triunfo del Frente Popular, en el sentido de que ese triunfo había puesto todos los resortes legales en manos de la revolución, con lo que la vital necesidad que el país tenía de salir de su situación anárquica no podía ser formulada más que con un golpe de Estado o una insurrección violenta. 




			Añadía que ya se había iniciado la reacción social, lo que permitía esperar que, si esa reacción era activamente encauzada, se podrían lograr resultados rápidos con un acto «contrarrevolucionario eficaz y profundo». Y explicaba que el ambiente de violencia, y la necesidad ineludible de organizarla, había hecho nacer en el seno de ciertos partidos pequeños grupos de acción directa, que venían actuando contra la revolución con atentados personales y asaltos a edificios. Muchos de estos grupos, decía el informe, se denominan fascistas, y es «notorio el considerable aumento que han tenido en estos últimos meses gracias a las adhesiones de la juventud española a las organizaciones de la Falange Española». 




			El golpe de Estado se podría haber llevado ya a cabo, con buen resultado, recurriendo solamente a los organismos militares favorables. Pero se había decidido realizar un último intento con la guarnición de Madrid, con el fin de que se uniera al «movimiento nacional» desde el principio. Añadía el informe que, hasta ese momento, se había conseguido únicamente la certeza de su no intervención, «habiéndose comprometido dicha guarnición a desobedecer las posibles órdenes del Gobierno». 




			El informe reconocía, sin embargo, que todos los esfuerzos no estaban logrando la movilización de grandes masas civiles de choque, y que sí existía en cambio una «vasta organización de carácter patriótico y nacionalista» en el ejército, que había sido formada y «orientada políticamente en sentido antidemocrático». 




			Como conclusión, el informe planteaba la necesidad urgente de activar un golpe militar a partir de integrantes del ejército ya comprometidos, que elevarían a la Presidencia del Gobierno al general Sanjurjo. Se sostenía en el documento que el espíritu del ejército era entusiasta y abnegado, y que existían mandos «dispuestos a cumplir con su deber» dentro de la normalidad reglamentaria, arriesgando decididamente su vida, como ya lo habían demostrado en otras ocasiones, pero que carecían de decisión, de doctrina y de espíritu para salirse de la legalidad, jugándose la posición económica y social de su familia. 




			El documento destacaba que se había venido dirigiendo una captación especial de tipo financiero hacia estos militares, garantizándoles el riesgo económico que podrían correr los suyos, y concluía, en suma: que los jefes del ejército no se movían por dinero, pero que no podían actuar si no veían cubierta su retirada económica. 




			La petición era muy concreta. Solicitaba una ayuda rápida de un millón de pesetas como mínimo para poder prometer esa garantía a algunos elementos indecisos, especialmente en la guarnición de Madrid. La concesión de esa cantidad vendría a completar el gran esfuerzo económico que en los últimos meses, decía el informe, se había realizado. Con ello se lograría el fin último de apoderarse del poder con garantías de permanencia. 




			El 23 de junio de 1936 el documento llegó al ministro de Asuntos Exteriores. Ciano no le dio importancia, especialmente teniendo en cuenta que el embajador italiano en Madrid era en aquellos momentos completamente escéptico ante la posibilidad de un golpe de fuerza. Así se lo explicaba el mismo embajador: «Esta vez, por tanto, no hay que hacerse ilusiones, en mi opinión, sobre un “golpe de Estado” militar como el que condujo a la dictadura de Primo de Rivera, dado también que los generales actualmente a la cabeza del Ejército son todos simpatizantes de la izquierda.»92 Ciano tampoco olvidaba que los «conspiradores» españoles llevaban ya dos años anunciando, con una cierta regularidad, una inminente revuelta militar. 
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			Mola en Navarra.  




			Las ayudas a la sublevación 




			



			 






			MOLA EN NAVARRA1 




			



			 






			La biografía de Mola es realmente amplia y densa, y la parte que corresponde a la guerra civil, apasionante, porque desempeñó un importante papel en la sublevación y marcó las primeras directrices militares y políticas.2 No cabe duda de que la capacidad financiera de Mola tuvo que ver mucho con el éxito del 18 de julio. El general se hizo cargo del Gobierno militar de Pamplona y del mando de la XII Brigada de Infantería el día 14 de marzo. Un mes después de su llegada se convenció de que los extremistas militares tenían razón cuando decían que la situación política era desesperada, y que el ejército era el responsable de buscar una solución a todo ello. Sobre la manera de hacerlo, Payne (1968:283) dijo que, en principio, tenía tan pocas ideas como Sanjurjo.3 




			Fue el capitán Lastra, su ayudante militar, quien, a petición de Mola, le informó sobre el estado de la guarnición, y sobre los integrantes de ésta favorables a una sublevación. También le informó de la «conspiración carlista».4 Se ha dicho que en Navarra, en el momento del «levantamiento», confluyeron una insurrección militar y un «levantamiento popular».5 En todo caso, e independientemente de la sublevación militar, en Navarra se había creado una trama civil, que se reunía con regularidad con el fin de concretar las actuaciones de apoyo y las presiones que necesitaban realizar sobre determinados militares para animarlos a «adherirse al movimiento». Sin embargo, Payne (2006:173) dice que la operación se organizó muy mal, en gran parte por los muchos obstáculos a discusiones francas y el temor de Mola a arriesgarse demasiado. Aunque tenía mucha confianza en el efecto «pronunciamiento», que esperaba ganaría enseguida un apoyo que no se había organizado de antemano. 




			



			 






			Desde el momento en que Mola llegó a Pamplona, su principal dedicación fue estudiar las infraestructuras de la zona, las comunicaciones, vías férreas y carreteras, los depósitos militares y, especialmente, parlamentar con los militares comprometidos o de posible compromiso.6 Pero, en principio, no entró en contacto directo con las autoridades carlistas. Mola se tomó «con bastante calma la decisión de contactar con la alta dirección carlista», y fue ésta al final la que acabó impacientándose (Aróstegui, 1986:44).7 Mola se limitó a preguntar a sus más directos colaboradores por la organización revolucionaria carlista de Navarra, aunque posiblemente ya sabía que diez o doce miembros de la junta local de la Unión Militar Española (UME) habían firmado entre ellos hacía ya algún tiempo un pacto para rebelarse contra la República, si el Frente Popular ganaba las elecciones (Payne, 1968:283). En todo caso, pocas semanas después de esas elecciones ya se habían establecido los primeros contactos entre dirigentes carlistas y miembros de la guarnición de Pamplona pertenecientes a la UME.8 Pero la Comunión Tradicionalista no tomó hasta mediados de julio de 1936 la decisión de adherirse al «levantamiento contra la República».9 Y así, el mismo 18 de julio se sublevaron los carlistas de Andalucía, y en la mañana del día 19 los requetés de Navarra (Canal, 2006:325-326). 




			Es muy probable, sin embargo, que la común hostilidad de los carlistas y los militares hacia la República difícilmente se hubiera concretado en un programa común para sublevarse contra ella, si no se hubieran dado dos circunstancias conjuntas. Una de ellas, el traslado de Mola a Pamplona, y la otra, la decisión tomada por el Consejo de Ministros de reemplazar a los gestores de la Diputación Foral, todos ellos pertenecientes al Bloque de Derechas, por una «comisión gestora», nombrada por el Frente Popular. 




			La noticia de este acuerdo gubernamental, que fue conocida en Navarra a finales del mes de junio, vino a aumentar notablemente el clima de inconformismo por la situación que existía en aquellos momentos.10 El 1 de julio, cuando al parecer se radió oficialmente la noticia, estaba reunida la Diputación con carácter permanente. Y como respuesta, el Consejo Foral (órgano consultivo de la Diputación) decidió poner en marcha una operación de rebeldía civil, convocándose una manifestación de protesta, espectacular por lo numerosa y por su carácter agresivo, en la medida en que se recomendaba que cuantos pudieran acudieran «provistos de armas» (Vigón, 1957:99). Antes de terminar la guerra, se conoció que se había constituido un comité secreto con «el encargo de ordenar la movilización en el momento oportuno. El proyecto era organizar una marcha de juventudes armadas sobre Pamplona» (Bertrán, 1939:312). 




			



			 






			Al decir de todos los que lo conocieron, Mola era absolutamente impenetrable sobre lo que pensaba, si bien hoy se sabe casi todo de sus acciones y de su personalidad porque, afortunadamente, los que más de cerca lo trataron, permaneciendo a su servicio durante la guerra, dejaron abundante información escrita sobre su biografía y muchas impresiones personales. Desde su llegada a Pamplona como gobernador militar, tres personas merecieron su plena confianza y entraron a fondo en la intimidad de la sublevación. Con posterioridad, los tres contaron sus vivencias, por lo que se puede ahora conocer un poco mejor cómo se resolvieron los problemas financieros de aquellos momentos. Fueron José María Iribarren como secretario, Antonio de Lizarza, al que empleó en las tareas más complejas y peligrosas, y Félix Maíz, industrial navarro, que actuaba, a petición de Mola, como jefe de gabinete. 




			Terminada la guerra, entre los tres escribieron seis libros, contando sus respectivas vivencias cerca de «el director». Maíz escribió dos (1952, 1976), publicados en vida y un tercero escrito poco antes de su muerte editado en 2007 por sus hijos.11 Dos Iribarren (1937, 1938), y otro más Lizarza (1986). Los seis ofrecen información parcial, y a veces sesgada, pero leídos conjuntamente, aunque no lleguen a ofrecer información concreta y precisa sobre la financiación de la sublevación, suministran pistas para la investigación financiera de aquellos momentos, información que resulta especialmente ilustrativa si su contenido se pone en relación con otros hechos conocidos. 




			Iribarren conoció a Mola el 20 de julio de 1936, en Pamplona, de una manera verdaderamente casual, que cuenta con detalle. Y pronto éste le hizo su secretario. Con él estuvo hasta su fallecimiento. A partir del momento de su incorporación como secretario de Mola, comenzó a anotar día a día, y hora por hora, cuanto de interesante o anecdótico llegaba a sus oídos o veían sus ojos, y fue guardando recortes de prensa, partes de guerra y proclamas de Mola. Con estos materiales dejó escritas dos biografías del general, retratado en multitud de detalles íntimos de cuanto sucedió a su alrededor desde el inicio de la guerra.12 




			Lizarza, tal como se ha visto en el capítulo III, «Preparación de la sublevación», era un personaje relevante de la organización del Requeté navarro, especialmente en cuanto a la intervención militar y el suministro de armas.13 En 1934 fue designado jefe del Requeté de Navarra. Se ocupó de la organización de éste, y de la compleja red que hizo posible el triunfo de la sublevación en toda Navarra. En los momentos previos a ésta hizo de enlace entre la Comunión Tradicionalista y los generales Sanjurjo y Mola. Y con esta última misión viajó a Lisboa el 17 de julio para entregar a Sanjurjo el «conforme», firmado por el general Mola a la decisión de considerar a aquél como jefe supremo de la sublevación y para hacerle llegar una cierta cantidad de dinero.14 Pero su avión se vio forzado a aterrizar en el aeródromo de Gamonal, siendo detenido y trasladado a Madrid, a la cárcel Modelo, donde fue testigo de los asaltos de agosto de 1936.15 Logró evadirse a la zona nacional y, ya en Navarra, se ocupó, como coronel de requetés, de organizar los tercios. 




			Maíz fue también hombre de plena confianza del general Mola. Ejerció sus tareas desde la llegada del general a Pamplona en marzo de 1936 hasta el 3 de junio de 1937, cuando murió al estrellarse su avión. Tal como cuenta Serrano Súñer en el prólogo a su obra sobre el general Mola,16 fue una especie de jefe de gabinete, un enlace elegido por Mola para desempeñar misiones de confianza. Mola deseaba disponer de una persona que fuera «un confidente especial, un enlace, un hombre seguro que, sencillo y sin relieve ... pudiera pasar inadvertido y fuese al mismo tiempo despierto, convencido y valiente».17 El libro Mola, aquel hombre. Diario de la conspiración, 1936, en el que Maíz ha legado sus recuerdos, trata de ser un fiel reflejo de lo que vio y de cómo interpretó al general en su papel de «conspirador». Prácticamente es el único que desveló con claridad algunas vivencias de Mola en relación con su vertiente financiera. 




			



			 






			Se generalizó el rumor de que Mola contó durante toda la preparación de la sublevación con el apoyo de los carlistas de Navarra, y que estaba en estrecho contacto con ellos. Pero no fue así y, por extraño que parezca, esa colaboración no se produjo hasta seis días antes del «levantamiento» (Iribarren, 1938:79).18 Ese día, pusieron formalmente en su conocimiento que, desde hacía tiempo, estaban preparándose para la ocasión «formando cuadros de oficiales y practicando la instrucción militar», y que se comprometían a aportar un mínimo de 7.000 requetés para la sublevación. A Mola la cifra le pareció exagerada, advirtiendo que tendría suficiente con unos 800 o 1.000, porque quería infiltrarlos en sus columnas mezclados con la tropa regular.19 Y en esta línea no se puede olvidar que el principal problema para Mola era su propio ejército, porque el cuerpo de oficiales era una «clase burocrática», cuya mayoría no deseaba implicarse en una empresa desesperada, que podría conducirlos a su ruina, cosa que les preocupaba especialmente en relación con sus familias y pensiones. 




			En los primeros días de la contienda, el Requeté navarro disponía ya de 10.000 boinas rojas, y a los pocos meses triplicaron sus efectivos. Navarra llegó a movilizar en la sublevación hasta la décima parte de su población total.20 Pese a ello, el protagonismo del carlismo en la sublevación, a la que suministraron organización, hombres y armas, y las negociaciones por las que, al final, aparecieron el 18 de julio ligados al general Mola, es una cuestión confusa y en cierto modo contradictoria (Ollaquindia, 1992). 




			A primeros de julio parece que Mola, utilizando como emisario a Raimundo García,21 se entrevistó con Fal Conde. Éste había puesto en pie un impresionante dispositivo militar, con una importante dotación de armamento y con unos muy definidos planes operativos. Disponían de un alto Estado Mayor y del apoyo de militares profesionales. Fal Conde presumía también de contar con apoyos financieros propios, con serias conexiones militares, y con la colaboración del general Sanjurjo. En todo caso, los carlistas eran conscientes de que no era suficiente para vencer a la República, pero esperaban negociar la colaboración del ejército. Y eso es lo que pretendían hacer con Mola (Ugarte, 1998:78 y ss.).22 




			Y de esta manera, cuando Emilio Mola tomó la decisión de poner en marcha la sublevación, y firmó sus primeras directivas como «el director», estaba rentabilizando el trabajo de los dos años enteros que habían transcurrido desde los acuerdos de Roma de marzo de 1934, que habían hecho posible adquirir armas modernas con la financiación de Mussolini, e instruir militarmente en Italia a los requetés (Görlitz, 1977:28). Así, los boinas rojas carlistas que el 18 de julio de 1936 se pusieron a sus órdenes, pudieron ser la piedra angular de la sublevación.23 Y si Mola pudo triunfar en el norte, se debió principalmente a estos boinas rojas, debidamente equipados y entrenados. Y el hecho de que hasta principios de agosto no pasaran el Estrecho las tropas de África que mandaba el general Franco, significa que durante las tres primeras semanas, gracias a Mola y a los requetés, se evitó el fracaso total de la sublevación.24 




			



			 






			Los recursos financieros del general 




			



			 






			Por lo que se refiere a la financiación de la sublevación propiamente dicha, es una realidad que ni en la literatura de Mola ni en la de sus colaboradores, ni en las distintas «instrucciones» que emitió, se trata esta cuestión explícitamente. En un primer momento, puede deducirse que «el director» no tuvo en cuenta los aspectos financieros. La justificación de tal proceder sería que lo que se estaba preparando era un simple «pronunciamiento» de unos pocos días, con el éxito asegurado y que no reclamaba mucha financiación. Sin embargo, e independientemente de lo que se pensara en un principio, la realidad fue muy distinta, porque Mola sí había dedicado horas a considerar los aspectos financieros, de tal manera que no es posible dudar de que existieran acuerdos previos al respecto. Por otra parte, desde el inicio, dispuso de financiación suficiente. 




			Tenía que ser de esta manera, porque, de un hombre tan concienzudo como Mola, que con tanto detalle preparó la sublevación, debería esperarse que lo fuera también en los aspectos financieros.25 La «instrucción reservada número 1», en la que se definían las bases organizativas fundamentales de la operación, estaba redactada con mucho detalle y demostraba el cuidado que se estaba teniendo en la planificación de la operación para derrocar a la República.26 Por ello hay que descartar que Mola, al redactar esa «instrucción», hubiera podido olvidar la financiación. No fue así, porque debió de pensar, lo cual cuadraba mucho con su carácter, que éste era un problema de su personal y única incumbencia. Por otra parte, él ya sabía que lo tenía resuelto. 




			Una señal de que Mola tenía garantizada la financiación por fuentes seguras y discretas es el hecho de que ni él, ni su organización, se preocuparon aparentemente de ese problema. Hay un ejemplo paradigmático que así lo atestigua. Lo cuenta Maíz (1976:230-235). Hacia mediados de junio de 1936, se presentaron en Pamplona dos señores que pretendían ver al general Mola para entregarle un donativo. El general no quiso recibir la visita, ni la cantidad de 500.000 pesetas que le ofrecían. Seis meses más tarde se supo que el que había remitido el dinero había sido José María Gil Robles, que disponía de esas 500.000 pesetas como remanente del fondo electoral que había quedado en Acción Popular. Las tres cartas que se reproducen en el anexo 3 explican con todo detalle esta operación, y ofrecen una visión muy realista de cómo Mola despachaba las cuestiones relacionadas con el dinero.27 




			En todo caso, a Mola no le gustaba hablar de dinero. Se sentía incómodo. Pero lo manejó en abundancia, consciente de que un importante factor del éxito de su empeño residía en la capacidad que pudiera tener, en cada momento, para financiar unas operaciones concretas. Y así aparece muy claro en las biografías y relatos sobre su actividad de los primeros momentos de la sublevación, en los que su implicación en la financiación de operaciones se cita con frecuencia, aunque sea de forma indirecta, expresándolo siempre con preocupación y, al mismo tiempo, con la seguridad de que tenía la solución. 




			En el entorno de Mola se «manejaba dinero». Y la realidad fue que, independientemente de la financiación que Mola tuvo garantizada desde el primer momento, producto de sus gestiones personales, y de sus frecuentes conversaciones en los meses anteriores a la guerra con Juan March en Biarritz, el simple estallido de la sublevación produjo la inmediata reacción de algunas capas de la sociedad, que pronto se tradujo en un generoso y variado apoyo financiero. 




			Hasta ahora no se ha podido hacer un análisis específico de la historia financiera de la sublevación, pero de la infinidad de documentos, biografías y relatos existentes sobre aquellas fechas sí pueden deducirse planteamientos concretos que, sistematizados y conceptualizados, permiten concluir que el general no tuvo, en ningún momento, escasez de financiación. 




			En todo caso, una aproximación a la financiación de que Mola dispuso para la fase preliminar de la sublevación hasta entrar en lo que ya pudo denominarse «guerra civil», debe hacerse a partir del análisis en profundidad de cinco rúbricas. Son éstas: 




			



			 






			1. Las primeras ofertas de financiación. 




			2. Aportaciones del sistema financiero carlista. 




			3. Financiación de la Diputación Foral de Navarra. 




			4. Otras importantes contribuciones a la sublevación, como las de Cambó y las de la comunidad judía. 




			5. Donativos y suscripciones populares. 




			



			 






			Primeras ofertas de financiación 




			



			 






			Las primeras ofertas de financiación ofrecidas a Mola para la sublevación, fueron fundamentalmente dos, ambas caracterizadas por ser muy importantes en cuanto al volumen nominal involucrado en la oferta, y por representar un alto valor simbólico y de respaldo moral, independientemente de lo que supusieran al final como ayuda financiera efectiva. Una fue la oferta que Juan March le hizo personalmente a Mola, apenas iniciada la sublevación, posiblemente como ratificación formal de algo que ya se había hablado con anterioridad. La otra, la que le hizo José Luis de Oriol, poniendo a su disposición su propia fortuna personal. 




			La oferta que March hizo a Mola en los primeros días de la sublevación la cuenta Ramón Garriga (1976:379) en su libro Juan  March y su tiempo, en el que ofrece la versión que él mismo escuchó de labios de Félix Maíz. Básicamente, esa oferta supuso poner en manos de Mola 600 millones de pesetas de aquella época.28 En el capítulo V, «Juan March y la sublevación», se explica con detalle esta operación.29 




			Otro gesto de la misma significación fue el de José Luis de Oriol, que un mes antes de estallar la sublevación ofreció a Mola su fortuna personal.30 Mola y Oriol se reunieron pocas horas después de la conversación de aquél con el director general de Seguridad, quien se había desplazado a Pamplona para inspeccionar si existían o no armas escondidas para una posible sublevación.31 Aróstegui (1986:42) dice que la entrevista fue preparada, al parecer, por el miembro de la Junta Regional Carlista de Navarra, Isidro Arraiza. Mola quería saber cuál era la posición de los carlistas, qué iban a hacer si el ejército se sublevaba antes que ellos. 




			Y las cosas quedaron muy claras. Oriol le explicó a Mola «que algunos carlistas poderosos estaban completamente decididos a lanzarse a la lucha codo con codo con el ejército sin poner condiciones» (Blinkhorn, 1979:339). Y ése fue el momento en que Oriol ofreció a Mola el Requeté alavés, y su apoyo financiero personal: «para un movimiento salvador, españolista y espiritual que acabe con esto, Álava no sólo ofrece la considerable aportación de sus Requetés,32 sino que puede contar con mi fortuna personal» (Echeverría, 1985:80). Y la tradición oral dice que la sublevación le costó a Oriol mucho dinero. Pero nada ha quedado documentado. 




			



			 






			La aportación del sistema financiero carlista33 




			



			 






			Otra importante fuente de financiación de la sublevación fueron los donativos que hizo un grupo muy selecto de carlistas, económicamente bien situados, entre los que pueden citarse, según los relatores de aquella época, Joaquín Baleztena,34 Miguel María Zozaya y Fernando Contreras.35 Olaya (2005:383) extiende esa ayuda a ciertos industriales vascos y, en términos generales, a toda la oligarquía agraria e industrial española.36 




			Pero lo que constituyó una excepcional fuente de financiación fue el sistema regular de cuotas que los carlistas tenían establecido desde 1934, de acuerdo con el cual todos los afiliados debían pagar al «Tesoro de la Tradición» una suma, «por lo menos igual a la pagada en imposición directa al Estado».37 A aquellos que no pagaban impuestos se les requería que hicieran examen de conciencia y pagasen lo que pudieran. A los que carecían de medios, se les pedía 50 céntimos al año. Y a todos se les exigía una especie de diezmo, concretamente el 2% de sus ingresos, con destino a un fondo especial para la financiación de las juventudes (Blinkhorn, 1979: 300 y ss.). 




			No es posible disponer de información sobre el volumen de esta recaudación. Pero es del mayor interés tener en cuenta el Boletín de  Orientación Tradicionalista,38 que se distribuía con regularidad, y que constituía el «diario de avisos» o la «gaceta» de esa organización, porque en él se reflejaba la normativa de la Comunión en todos los aspectos de su vida social. Era de lectura obligada para todos los carlistas, transmitía informaciones y órdenes, y hacía consideraciones para formar criterio.39 Se publicó por primera vez el 15 de julio de 1934.40 




			De este Boletín puede deducirse qué era y cómo se desarrolló esta contribución. En él puede leerse el acuerdo de la junta general de jefes y personalidades del 26 de noviembre de 1934 relativo al «Tesoro de la Tradición» (BOT, 16 de diciembre de 1934), según el cual todos los tradicionalistas estaban obligados a contribuir a las atenciones generales de la Comunión. Para la recaudación de esta contribución se constituyó una Delegación Especial de Hacienda, con las más amplias facultades para la fijación, distribución y exacción del impuesto.41 




			La propuesta se debatió en la comisión del «Tesoro de la Tradición» y se presentó a la asamblea de jefes regionales y delegados especiales de la Comunión. Un secretario general de Hacienda llevaba la suprema dirección de esa Tesorería. Y los jefes regionales podrían imponer sanciones, hasta la expulsión de la disciplina de la Comunión, a quienes, de una manera persistente, se negaran a satisfacer sin causa justificada las cuotas acordadas. Una nueva orden (BOT, 20 de enero de 1935) estableció y definió en 1935 las bases de la recaudación del nuevo impuesto. 




			La cuota, como ya se ha dicho, no podía ser inferior a la que cada uno pagara por cédula personal al erario público. Cada tradicionalista, sin embargo, podría fijarse sobre ese límite una cantidad superior, voluntaria. La cuota podría pagarse de una sola vez, o dividida en cuotas mensuales, trimestrales o semestrales, si así lo aprobaba la Delegación Especial de Hacienda. 




			Posteriormente, se planteó a los miembros de la Comunión la conveniencia de contribuir a la financiación del «Tesoro de la Tradición» mediante la entrega de alhajas. Esta operación se anunció por primera vez en el BOT del 19 de mayo de 1935, «puesta la fe en Dios y mirando a la Patria». Pero antes, en el BOT del 17 de marzo de ese mismo año, y bajo el título «Orientaciones. El factor dinero», ya se había planteado la necesidad de una mayor financiación para mejor cumplir sus objetivos: 




			



			 






			Nuestra Comunión no es rica ... Hombres de gran fortuna, y no menor celo, se sacrifican contribuyendo generosamente a los gastos de nuestra Comunión. Pero no es suficiente. Hace falta más ... Hace falta que concurra el esfuerzo de todos. 




			



			 






			Y hacía relación al importante número de amigos que la Comunión tenía, «no igualado por ningún otro partido». 




			Independientemente de todo lo anterior, la tradición oral añade la existencia en aquellos momentos de otra exacción carlista llamada «Socorro Blanco», tributo que se consideraba como una aportación «secreta», que se efectuaba por los miembros de la Comunión. Sobre ella se dice que el afiliado entregaba la cantidad que podía aportar, y que la suma recaudada era destinada a la propia organización del carlismo, y muy especialmente a atender a las necesidades de los presos políticos durante la República. Las «margaritas» eran las encargadas de recaudar esos fondos, así como de organizar, para generar recursos, actividades sociales, bailes, obras de teatro, o rifas. Al parecer, durante la guerra desapareció el «Socorro Blanco».42 




			



			 






			Un pequeño grupo de personas dirigían y coordinaban, de manera informal, la financiación carlista. El director de ese grupo era José Martínez de Berasaín, vocal de la Junta Tradicionalista de Navarra y alma del Bloque de Derechas navarro. Era el director del Banco de Bilbao en Pamplona, y controlaba la mecánica electoral de Navarra a través de sus contactos con las principales localidades de la provincia. 




			Desde su despacho en el banco comunicaba con el mundo de los negocios de la capital, y con los agricultores de la provincia. Y como director del banco mantenía contacto con la clase media y alta de Pamplona, que allí iban a visitarle cuando querían hacer algún donativo para el partido, o plantearle algún problema. Su hijo, Luis Martínez Cerro, era el encargado de transcribir las instrucciones reservadas que el general Mola enviaba a los «conspiradores», instrucciones que, hasta ser transmitidas, se guardaban en la oficina del director del Banco de Bilbao (Ugarte, 1998:87-88). 




			Otros componentes de este grupo pudieron ser Sagüés (del Diario  de Navarra) y Raimundo García. En todo caso, el Diario de Navarra era el lugar de encuentro del mundillo político y de dinero de Pamplona, y de los círculos cultivados de la capital. 




			



			 






			La Diputación Foral de Navarra y la financiación de la guerra civil43 




			



			 






			Las finanzas públicas en Navarra 




			



			 






			La Diputación Foral de Navarra desempeñó también un muy importante papel en la financiación de la guerra civil. Sin embargo, y antes de entrar en el análisis de cómo era el sistema fiscal que hizo posibles las distintas ayudas que prestó a la sublevación, parece necesario definir cómo era en aquellos momentos la Diputación Foral de Navarra, y cómo funcionaba la organización administrativa que regía las finanzas públicas. 




			En 1936, Navarra gozaba, al igual que hoy, de un régimen foral de larga tradición histórica, que desde la Ley de Modificación de Fueros de 1841 otorgaba a la Diputación Foral el control económico y fiscal de ese territorio.44 En función de esa ley, la Diputación mantenía un rígido control, tanto económico como administrativo, sobre la actividad de la provincia. Y desde la promulgación de esta ley, y hasta 1936, las autoridades forales y los Gobiernos de Madrid mantuvieron una dura batalla. Unos por mantener la situación que se había definido en 1841, y los otros por convertir a Navarra en una provincia que se regulara con la misma fórmula administrativa por la que lo venían haciendo el resto de las que integraban España.45 




			En esa permanente controversia, el Gobierno de Madrid impuso en 1932 una «contribución general sobre la renta», pretendiendo aplicarla directamente también en Navarra. La Diputación se opuso a ello, justificando su decisión, como lo había hecho hasta entonces, en la vigencia de su sistema foral. Pero el Gobierno reiteraba, una y otra vez, su derecho a hacerlo. Al final, y como respuesta, la Diputación decidió crear su propia contribución sobre la renta, sin pacto alguno con el Estado, con lo que entró en una situación de franca rebeldía frente a los poderes centrales. La reacción del Gobierno no se hizo esperar, y el mismo 17 de julio de 1936, víspera de la sublevación, el Gobierno declaró formalmente, por orden ministerial, que la Diputación carecía de facultades para la imposición de una contribución provincial sobre la renta. 




			Y ya no hubo lugar a nuevas confrontaciones, porque estalló la sublevación, y la Diputación Foral, con la decidida actitud de Navarra de apoyar a los sublevados, se creyó respaldada para mantener el sistema foral que estaba funcionando en ese momento. Así lo aprobó el propio Mola, expresamente, el mismo 19 de julio. Un estatus que fue ratificado posteriormente por Franco el 23 de junio de 1937, en el preámbulo del decreto ley por el que eran suprimidos los conciertos de Guipúzcoa y Vizcaya.46 




			Durante la guerra civil nadie intentó cambiar nada sobre este particular, pero ni siquiera en esos momentos la Diputación bajó la guardia, y en junio de 1938, y ante ciertas pretensiones impositivas que estaban creando una atmósfera contraria al Fuero, los navarros hicieron llegar a Franco su queja de que no se guardaba el debido respeto al régimen foral. Se estaban refiriendo a una actitud, supuestamente mantenida por el sector falangista, que nunca vio con buenos ojos la excesiva autonomía y poder de los carlistas en Navarra (Miranda, Ilundaín y Balduz, 1998:115). 




			Terminada la guerra, en 1941 se negoció y firmó un nuevo convenio económico. En él la foralidad navarra, a través de su régimen fiscal, quedó plenamente sancionada por el franquismo. 




			



			 






			De esta manera, el 18 de julio de 1936 la Diputación Foral de Navarra era la única protagonista del sistema fiscal navarro, porque controlaba la Hacienda de ese territorio, con capacidad para crear impuestos, recaudarlos y llegar a acuerdos impositivos con el Estado.47 Como compensación, se abonaba a éste una cuantía anual negociada, en concepto fundamental de imposiciones directas.48 




			Los impuestos indirectos del Estado que tenían su aplicación en Navarra lo eran mediante convenio. Y, de ellos, la parte que se consideraba que correspondía al consumo y producción navarros se asignaba a la Diputación y el resto al Estado, en una proporción que se actualizaba cada cierto tiempo. El Estado, por su parte, recaudaba en Navarra los productos de sus monopolios, como tabaco o combustibles, así como del aprovechamiento de los montes del Estado, entregando a la Diputación una indemnización por tales conceptos. 




			En todo caso, la Diputación de Navarra quiso dejar claro desde el inicio de la sublevación que se regulaba por un régimen foral de excepción. Y así lo recordó en su sesión del 29 de julio de 1936, pocos días después de estallar el conflicto, haciendo constar en acta que la Diputación mantenía su rechazo a la «contribución general sobre la renta» que se aplicaba en el territorio de régimen común, amparándose en la Ley de Modificación de Fueros de 1841 y en el Convenio Económico de 1927. Pedía, por ello, a los contribuyentes navarros que se abstuvieran de presentar las declaraciones de esa contribución y que procedieran en todo momento de acuerdo con el impuesto sobre la renta establecido por la propia Diputación. Aprovechaba la ocasión para recordarles su obligación de pagar regularmente este impuesto, advirtiéndoles que, de no hacerlo, serían castigados con «la máxima energía». 




			Más tarde, y dentro de su política de utilizar la mayor generosidad en sus ayudas, pero manteniendo su independencia, la Diputación de Navarra solicitaba, en la sesión del 26 de enero de 1937, que no se tuvieran en cuenta «en esta Provincia las disposiciones dictadas por Decreto del 9 del actual y Orden complementaria del día 21, subsistiendo únicamente el recargo sobre la renta del tabaco». 




			



			 






			El sistema fiscal navarro durante la contienda 




			



			 






			A partir de su peculiar sistema de «convenio», el cuadro básico de imposiciones en Navarra durante la guerra era el siguiente: 




			



			 






			– En manos de la Diputación quedaban los impuestos directos, es decir, la contribución de utilidades, la contribución complementaria sobre la renta, el impuesto de derechos reales y transmisión de bienes, las cédulas personales y el importe de patentes de circulación. También los impuestos indirectos, como los de consumo (alcohol, azúcar, cerveza, etc.), el impuesto de espectáculos, el de transporte de viajeros y mercancías, el impuesto sobre los productos de lujo y el del timbre provincial. 




			– En manos del Estado quedaban fundamentalmente los que se referían a productos estancados, como el tabaco, el papel sellado con destino a la administración del Estado, y los monopolios como la gasolina. 




			



			 






			Esta estructura impositiva no resultaba la adecuada para financiar el coste de la contienda, y por ello la Diputación decidió, en agosto de 1936, solicitar a sus técnicos un proyecto de «Impuesto Extraordinario de Guerra», con el fin de hacer frente a los gastos ocasionados por la sublevación.49 




			Respondiendo a ese mandato, el grupo de expertos encargado de redactar el proyecto de ley regulando el nuevo impuesto ofreció a la Junta Técnica de la Hacienda Foral dos alternativas. Una primera, que representaba una aportación directa e inmediata a fondo perdido. Y una segunda, que sugería una recaudación inmediata, pero a título de empréstito y, por tanto, sujeta a devolución posterior. La Junta Técnica entendió que la primera propuesta era la más adecuada al momento y al estado de ánimo de la sociedad, ya que «las juventudes, en un ansia de ideal, vierten generosamente su sangre y dan su vida por alcanzarlo y los humildes rivalizan todos en ejemplos de entusiasmo, desprendimiento y sacrificios heroicos». 




			Para definir la estructura y el volumen de la imposición, los técnicos de la Hacienda navarra partieron del dato que la Junta Técnica de la Hacienda Foral les había ofrecido sobre el total requerido para esa financiación, que en aquellos momentos se valoraba en 12 millones de pesetas en un año, a partir del mes de julio. Y ésa fue la recaudación objetivo que se fijaron en el texto legal que propusieron. 




			Al final, el nuevo impuesto quedó regulado de la siguiente manera. Se fijaba con carácter excepcional, y gravaba «las rentas o ingresos netos producidos por el capital en sus diversas manifestaciones, las distintas remuneraciones pecuniarias o en especie, fruto del trabajo personal y los capitales fiscales o sus similares, de las Sociedades o Asociaciones mercantiles». 




			Los contribuyentes sometidos al impuesto se agrupaban en tres clases: 




			



			 






			a. Personas naturales de condición civil navarra, las que sin tener esa condición residieran habitualmente en Navarra y las personas físicas o jurídicas que tuviesen inmuebles en la provincia.50 




			b. Las asociaciones sin capital determinado y constituidas sin fines lucrativos, y las personas naturales o jurídicas que poseyeran o administraran en Navarra bienes, rentas o usufructos destinados a fines religiosos, benéficos, culturales o de recreo.51 




			c. Sociedades anónimas, comanditarias, colectivas, limitadas sitas en la provincia y, en general, toda entidad, sociedad o asociación cuyo fin directo o indirecto fuera obtener un lucro.52 




			



			 






			Sobre las bases imponibles se establecía la cuota obligatoria, que debería calcularse, para los grupos a y b, en una escala progresiva que empezaba en un 6% para las cantidades comprendidas entre 3.000 y 6.000 pesetas, y que llegaba en sus últimos tres escalones al 32% para la base comprendida entre 100.000 y 150.000 pesetas, al 40% para la comprendida entre 150.000 y 300.000, y al 50% para las bases superiores a 300.000 pesetas. Para el grupo c se establecía como cuota del 5‰ de la base total. 




			Para generalizar el gravamen, quedaban obligados a satisfacer una cuota fija de 100 pesetas anuales todos los varones residentes en Navarra que resultaran exentos de este impuesto y que, hallándose comprendidos entre 18 y 28 años,53 no figuraran incorporados al ejército ni inscritos como voluntarios en ninguna de las milicias. 




			La recaudación teórica de esta fórmula de exacción, aplicada al modelo de la Hacienda Pública navarra, suponía una recaudación anual de 12,7 millones de pesetas, superior a la presupuestada. En marzo de 1938, un informe presentado a la Comisión de la Diputación Foral señalaba que desde enero de 1937 hasta marzo de 1938 el impuesto extraordinario de guerra ya había recaudado 12,5 millones de pesetas. 




			



			 






			Aportaciones de la Diputación Foral 




			



			 






			A partir de esa especial situación de su Hacienda Pública, la Diputación Foral de Navarra mantuvo una importante, generosa y constante ayuda institucional a los sublevados. Tres días después de la sublevación ya había hecho un llamamiento a los navarros, aplaudiendo «su patriotismo al sumarse a la causa del movimiento salvador en defensa de la religión, la paz material y “nuestras libertades forales”», tomando medidas inmediatas «para el buen funcionamiento de la sociedad navarra al servicio de la guerra».54 




			Unos días después, el 24 de julio, Mola dio una orden a la Diputación para que le habilitara un crédito por dos millones de pesetas para hacer frente a los gastos originados por el «movimiento emprendido para salvar a España», crédito que en su día el Estado liquidaría con la Diputación. Ese mismo día la Diputación acordó que la Caja de Ahorros Provincial de Navarra lo concediese (Pascual Bonis, 1987:310).55 Más tarde, la Diputación Foral de Navarra acordó aceptar «la liquidación practicada» por el general jefe de las Brigadas de Navarra con la caja de ahorros, cancelando la cuenta de dos millones de pesetas que, en concepto de anticipo, se había concedido a la Comandancia Militar de Navarra.56 




			El mismo 24 de julio, y cumpliendo la promesa públicamente anunciada en su primera reunión después del 18 de julio, la Diputación acordó acudir en auxilio de las familias de voluntarios que, «dando un sublime ejemplo de patriotismo, han abandonado sus hogares para incorporarse al movimiento nacional dejándolas sin los necesarios recursos para su subsistencia». Acordó para ello un subsidio extraordinario, de entre tres y ocho pesetas diarias, según las circunstancias de cada familia. Esta concesión se administraría por los alcaldes, quienes se encargaban de hacerla efectiva semanalmente a los interesados, utilizando para ello los fondos municipales. Posteriormente serían reembolsados a cada Ayuntamiento por la sucursal de la Caja de Ahorros Provincial de Navarra más próxima, con fondos de la Diputación. El subsidio del combatiente exigió una compleja organización de peticiones, de controles y de inspecciones. 




			Para financiar esa operación, entre otras, la Diputación decidió crear el nuevo impuesto extraordinario de guerra que se acaba de analizar. Sin embargo, mientras se estudiaba su implementación, y dada la urgencia de disponer de recursos líquidos, se hizo un llamamiento a todos los contribuyentes navarros para que, «siguiendo el ejemplo de patriotismo y abnegación que habían dado las clases modestas ofreciendo generosamente su sangre por Dios y por la patria», facilitaran a la Diputación, en acción voluntaria, los recursos necesarios para financiar la operación. El llamamiento se dirigía a los poseedores de títulos, valores e imposiciones, a las sociedades y empresas, a los comerciantes e industriales sometidos al impuesto de utilidades, y a todos los empleados con sueldos superiores a seis mil pesetas. En general, se hacía extensivo a todos cuantos disfrutaran de una posición económica desahogada. 




			Las cantidades entregadas serían a cuenta, como anticipo de la contribución obligatoria de guerra que la Diputación estaba estudiando. El requerimiento, aunque voluntario, era perentorio. Y las cantidades ofrecidas deberían hacerse efectivas en el plazo de ocho días, es decir, hasta el mismo día 15 de agosto, en las oficinas de la Caja de Ahorros Provincial de Navarra, o en cualquiera de sus sucursales. 




			La respuesta de la sociedad fue inmediata y general. El mismo día 7 de agosto en que la petición se publicó en el Boletín Oficial, se personaron en la Diputación «los representantes de los Bancos locales, Crédito Navarro, La Vasconia y Cajas de Ahorros Provincial y Municipal, así como también los de otras entidades y particulares, ofreciendo generosamente aportar las cantidades que sean precisas para las indicadas atenciones ... dejando al arbitrio de la misma Diputación el fijar la cuantía y las condiciones en que dicha aportación se ha de efectuar». 




			



			 






			Independientemente de este impuesto extraordinario, la Diputación Foral entendió que, para conseguir la financiación necesaria para atender las exigencias del «Movimiento nacional de liberación del ejército y pueblo», según la terminología que empleaba la Diputación, resultaba imprescindible reforzar su sistema impositivo ordinario. Y, a estos efectos, se tomaron diversas medidas: 




			



			 






			– Se estableció un «Impuesto de Timbre», que gravaba la adquisición de artículos de lujo con un tipo del 3% de su valor en venta al consumidor.57 Y un recargo de carácter obligatorio del 50% del importe de las localidades para toda clase de espectáculos públicos. Su destino era engrosar la «suscripción nacional» en beneficio del ejército.58 Con idéntico destino, se estableció un recargo sobre el tabaco y las licencias de caza y pesca. 




			– Se ordenó a todos los ayuntamientos, concejos y juntas auxiliares de la administración de Navarra que descontaran un día de haber a los empleados cuyos sueldos no excedieran de 4.000 pesetas anuales, y dos días de haber a los que excedieran de esa suma. El importe recaudado debería ingresarse en la sucursal del Banco de España de Pamplona, para su abono en la cuenta abierta en el Banco de España en Burgos bajo la denominación «Donativo de funcionarios públicos a disposición de la Junta de Defensa Nacional».59 




			



			 






			También se utilizó la figura de los empréstitos, porque los recursos especiales creados para el pago de subsidios de atenciones de guerra, donativos y ayudas acordados se agotaron pronto. Y en ese momento, explicitando el firme propósito de la Diputación de continuar con estas ayudas, la Comisión de Hacienda del Consejo Foral Administrativo de Navarra acordó emitir un empréstito, «en la cuantía que sea precisa», para financiar esa operación, facultando en el entretanto a la Diputación Foral para obtener los fondos necesarios mediante operaciones crediticias.60 




			



			 






			Los ingresos de la Diputación de Navarra por impuestos de guerra, durante los años 1937 a 1941, se encuentran perfectamente reflejados en los libros de contaduría de la Hacienda foral.61 A través de la información que ellos ofrecen, se puede conocer con exactitud la recaudación total obtenida por la Diputación, como rendimiento de esos impuestos. 




			Por lo que respecta al impuesto especial sobre espectáculos con destino a subsidios de guerra, las entradas registradas como ingresos discurren desde el 2 de abril al 31 de diciembre de 1937, fecha en que se interrumpen las anotaciones, y los ingresos en este período ascienden a un total de 94.143,28 pesetas. 




			El Impuesto de tabaco pro combatientes estuvo vigente entre el 16 de junio de 1937 y el 22 de diciembre de 1939. Y el ingreso total por este impuesto ascendió a 3.779.922,75 pesetas. La exacción incluía el impuesto sobre el tabaco y sobre el papel de fumar. 




			El Impuesto extraordinario para subsidios y atenciones de guerra recaudó lo siguiente: del 1 de junio al 17 de diciembre de 1937, 3.761.034,88 pesetas; del 18 al 31 de diciembre de 1937, 1.022.035,33 pesetas. La recaudación para todo 1938 fue de 4.474.222,77. Y del 2 de enero al 5 de junio de 1939 sólo se recaudaron 269.001,68 pesetas. Desde el 5 de junio hasta el 30 de diciembre de 1939 se recaudaron 445.110,02 pesetas. 




			Un resumen de la recaudación total por impuestos de guerra puede verse a continuación: 
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			Independientemente de todo ello, en noviembre de 1936 la Diputación Foral de Navarra decidió abrir una suscripción popular para que los combatientes de la provincia pudieran gozar de un aguinaldo con el que poder celebrar la Nochebuena. El total de lo recaudado en el mes que estuvo activa la suscripción ascendió a 512.406 pesetas.62 




			



			 






			Finalizada la guerra, la Diputación Foral solicitó de todos los administradores de los distintos servicios provinciales información sobre el rendimiento de cada impuesto y de cada servicio, así como las estadísticas que juzgaran convenientes para evaluar la aportación de Navarra a la financiación de la guerra.63 En el mes de julio de 1939 la Diputación pudo aprobar las cuentas del año 1938, que eran las primeras que se recogían en los libros de actas de la Corporación durante el período de guerra. 




			Es necesario destacar que en ellas no se incluía partida alguna que nominalmente se refiriera a la guerra, pero existía una partida en la cuenta de gastos, denominada «cuentas especiales», que era la que recogía las cantidades destinadas a costear diferentes gastos de la guerra distintos de los subsidios a los combatientes. Esta cuenta totalizaba 2.478.960 pesetas. 




			En cuanto a la utilización de lo recaudado por los impuestos de guerra, éstos se dedicaron fundamentalmente al «subsidio a los combatientes», pero también a otros muchos y diversos conceptos. Como muestra de su naturaleza y diversidad, véase una pequeña colección de esos gastos, espigados de las actas de la Diputación Foral: 




			



			 






			– Puesta a disposición de la Junta de Defensa Nacional de 750.000 pesetas con destino a la adquisición de uno o más aviones que pudieran defender la ciudad de Pamplona (sesión del 11 de agosto de 1936). 




			– Cancelación de la cuenta de crédito de dos millones de pesetas que se había abierto al general Mola (sesión del 30 de abril de 1937). 




			– Puesta a disposición de Franco de un coche blindado (sesión del 4 de marzo de 1938).64 




			– Compra de dos motocicletas destinadas «a los servicios de guerra del Cuartel General y fuerzas que acaudilla» el general Varela (sesión del 19 de agosto de 1938). 




			– Y como detalle del nivel de información que ofrecen las actas: pensión de 1.840 pesetas para gastos educativos a las hijas de Mola (sesión del 4 de agosto de 1939). Pago de 4.700 pesetas, importe de la minuta de honorarios presentada por el Colegio de Arquitectos vasco-navarro por confección del proyecto y planos del chalet para la viuda del general Mola (sesión del 23 de agosto). 




			



			 






			A todo ello habría que añadir innumerables partidas que, sesión tras sesión, se iban acordando sobre suscripciones, loterías, donativos y contribuciones a campañas bajo múltiples denominaciones y destinos. Pero todas con la misma finalidad: financiar, siquiera fuera parcialmente, necesidades de guerra. Y aunque no se dispone de información al respecto, hay que entender que la sublevación navarra dispuso también, en una medida u otra, de financiación de la sólida banca autónoma navarra. 




			



			 






			Para entender el esfuerzo que pudo hacer Navarra en la ayuda financiera a la sublevación, puede ser útil disponer de información sobre el marco que definían las magnitudes financieras de sus finanzas en aquella época. Éstas son las más importantes: 




			



			 






			– El conjunto de las exacciones tributarias presupuestadas para 1936 ascendía a 18.903.519 pesetas. 




			– La partida más elevada de gastos presupuestarios era la cantidad abonada anualmente por la Diputación de Navarra en concepto de contribución directa al Estado, única y sin sufrir variaciones desde la firma del Convenio de 1927: 6.000.000 pesetas.65 




			– La siguiente partida era el concepto «Conservación de Carreteras», que ascendía a 4.720.687 pesetas. Otras partidas importantes eran los gastos del manicomio, que totalizaban 1.706.874 pesetas, y los gastos del Hospital Provincial, que ascendían a 1.084.089 pesetas. 




			– En 1936 el valor imponible de toda la riqueza industrial, comercial y agropecuaria de todos los pueblos de Navarra, según las hojas catastrales formadas por cada Ayuntamiento, ascendía a 48.851.154 pesetas. La cuota contributiva era del 14%, lo que suponía un ingreso de 6.839.162 pesetas a repartir entre todas las localidades de la provincia. 




			



			 






			OTRAS CONTRIBUCIONES A LA SUBLEVACIÓN 





			



			 






			En los primeros momentos de la sublevación, existieron algunas financiaciones especiales que, por su volumen o su significación, conviene examinar en esta parte, dedicada a la financiación de la sublevación propiamente dicha. Fueron, fundamentalmente, los recursos facilitados por algunas organizaciones y personas físicas, en el caso de Navarra y también en el resto de las provincias sublevadas, que se estudian en este capítulo. Las del banquero Juan March, que se analizan en el capítulo V, «Juan March y la sublevación», y las que se originaron en Portugal, que se verán en el capítulo VI, «Portugal y la sublevación del 18 de julio». Hubo otras, muchas más, entre las que destacan las de Cambó y las de la comunidad judía. 




			



			 






			Las ayudas de Francisco Cambó 




			



			 






			Entre los primeros financiadores de la sublevación del 18 de julio hay que incluir a Francisco Cambó,66 «El mejor político del siglo XX», que dijo Romanones, o «El genio político mejor dotado que ha producido no sólo Cataluña, sino la España actual», que dijo Salvador de Madariaga (Seco Serrano, 1981). Su biógrafo Borja de Riquer sostiene que fue la figura más relevante que intervino en la política española desde posiciones conservadoras. Y que su drama final fue la del político que, arrastrado por las circunstancias, tuvo que actuar ante situaciones no previstas, ni deseables, viéndose forzado a tomar posiciones extremas.67 Sin duda, fue una personalidad polifacética: multimillonario, mecenas de la alta cultura catalana y gran coleccionista de arte, pero especialmente fue un político, un financiero y un humanista.68 Lucas Beltrán, que tan bien conoció a Cambó, le describió como el «típico político pragmático, poco liberal y muy intervencionista».69 




			La afiliación política de Cambó queda definida si se recuerda que la Segunda República se instauró en Barcelona al grito, coreado por las masas, de «Viva Macià, muera Cambó». Una situación que le obligó a exiliarse voluntariamente durante año y medio, temeroso de la deriva revolucionaria que, en su opinión, no tardaría en adoptar el nuevo régimen. Volvió con la proclamación del Estatuto de Nuria de septiembre de 1932, incorporándose al Parlamento en el que radicalizó su posición independentista: «Pasará este Parlamento, desaparecerán todos los partidos que están aquí representados, caerán regímenes y el hecho vivo de Cataluña subsistirá».70 Pero por la marcha, desde finales de 1935, de la República hacia el abismo, como él decía, la reaparición de gritos en Barcelona de «Muerte a Cambó», y al tanto muy seguramente, contra su propia declaración, de los preparativos del golpe de Estado militar, abandonó España. 




			Cambó era revisionista en cuanto al ideario español. Borja de Riquer (1997:91) dice, en su biografía, que es curioso que mientras no había conseguido localizar ninguna reflexión profunda de Cambó con respecto al catalanismo durante los años de guerra, la recuperación del pensamiento tradicional español representado por Marcelino Menéndez Pelayo era básica en sus reflexiones. Incluso en marzo de 1937 propuso que, desde la Oficina de Prensa y Propaganda de París, se divulgara la figura y el pensamiento de Menéndez Pelayo, propuesta que fue acompañada del compromiso de financiar una edición de 25.000 ejemplares de la Historia de España de don Marcelino, que podría ser vendida al precio simbólico de una peseta. Y explicaba que lo hacía porque era necesario que «las nuevas generaciones conozcan todas las glorias de la tradición española que nadie ha conocido y sentido y expuesto tan perfectamente como Menéndez Pelayo».71 




			En 1936, y como gran parte de la derecha española, Cambó acabó apoyando con fuerza la causa de los militares sublevados, con recursos financieros y con propaganda política, aunque al final, decepcionado por la actitud de Franco, a quien tanto había ayudado durante la guerra, se autoexilió a Argentina. 




			La posición de Cambó en relación con la ideología de Franco quedó muy clara a mediados de diciembre de 1936, en los dos artículos que escribió en el Daily Telegraph, «La democracia y el conflicto español. Cómo la guerra civil estalló entre el desorden, bajo un gobierno sin autoridad» y «España bajo la sombra de la tiranía anarquista. El golpe de Franco como manifestación de patriotismo».72 




			La noticia de la sublevación le llegó el 19 de julio, cuando estaba viajando por el Adriático en el Catalònia. Su actitud a partir de aquel momento ante la guerra civil la resume García Venero (1952:374 y ss.) cuando recuerda lo que dijo: «Los que tengan dinero, que lo den, y los que estén en edad militar, que luchen.» Él dio dinero con abundancia. Y su intervención a favor de los sublevados fue definitiva. Al servicio de ellos puso sus recursos financieros, una pléyade de colaboradores y, desde luego, sus conexiones políticas y su dirección. Desgraciadamente, la imposibilidad de consultar los archivos de Cambó, y los de sus colaboradores, impide disponer de información concreta sobre la notable contribución económica de Cambó a la sublevación del 18 de julio, aunque sí se dispone de informaciones dispersas de las que se puede concluir que su ayuda fue importante, acorde con la dimensión de su fortuna personal, que en aquellos momentos era muy considerable. 




			Una cierta aproximación a su fortuna está documentada formalmente en la respuesta que dio al decreto ley del 14 de marzo de 1937 del Comité de Moneda Extranjera de la Junta de Defensa Nacional, que establecía que todo ciudadano español, que poseyese divisas y valores en el extranjero, debería presentar, en el plazo de un mes, una declaración concreta sobre dichos bienes. Así lo hizo Cambó desde Italia, presentando su declaración por duplicado. Una copia la envió directamente a Burgos y la otra al representante del Gobierno de Burgos en Roma, Pedro García Conde.73 A partir de esa declaración, Riquer (1997:175 y ss.) hace una aproximación a lo que podía ser la capacidad económica de Cambó, llegando a la conclusión de que en aquellos momentos su capital fuera de España superaba los 200 millones de pesetas. En su biografía, Riquer afirma que no se conoce bien el origen de la fortuna de Cambó, ni las relaciones financieras que tuvo, aunque supone que su fortuna pudo provenir fundamentalmente de la CHADE (Compañía Hispano Americana de Electricidad), cuyo Consejo de Administración presidía y en cuya ejecutoria y salvamento desempeñó un papel realmente preponderante. 




			



			 






			Pero el origen de la fortuna de Cambó está bien documentado en Beltrán (1996). Lucas Beltrán, notable economista, formado en la London School of Economics, se incorporó en 1932 al despacho de Cambó. Sus funciones fueron las propias de un secretario particular combinadas con las de un asesor en temas económicos. Con Cambó trabajó hasta el 18 de julio de 1936.74 Y como principal colaborador y hombre de confianza conoció con detalle sus grandes operaciones. En el prólogo de su libro Ensayos de economía política, Huerta de Soto explica que el origen de la fortuna de Cambó, una de las más importantes en la España de su época, fue la operación financiera que supuso la fundación de la CHADE,75 que tuvo su origen en una simple observación efectuada por John Maynard Keynes, que en aquellos momentos estaba adquiriendo renombre internacional como consecuencia de la publicación en 1919 de su obra Las consecuencias económicas de la paz.76 En este libro, Keynes hacía un análisis crítico de las consecuencias del tratado de Versalles, que se había firmado en aquel mismo año, por el que se establecían y regulaban las reparaciones económicas que habrían de pagar los vencidos en la primera guerra mundial. Entre otras consideraciones, Keynes se quejaba de que el pago de las reparaciones podía suponer el desmantelamiento de las grandes empresas industriales alemanas. Se refería al artículo 235 del tratado, que ponía en manos de la Comisión de Reparaciones «poderes dictatoriales sobre toda la propiedad alemana». Porque esta comisión podía pedir el pago de las reparaciones «en la forma que quiera fijar», ya en oro, mercancías, barcos, valores o de otra manera.77 




			Según Keynes, ese artículo podía poner en manos de la comisión cualquier negocio, empresa o activo alemán, bien dentro o fuera del país, y ésta podía pedir la entrega no sólo de la propiedad existente en la fecha del tratado, sino también de todas aquellas que pudieran ser creadas o adquiridas en el transcurso de los primeros dieciocho meses. Y Keynes tuvo la ocurrencia de poner un ejemplo concreto, como podía haber puesto otro cualquiera. Dijo que la comisión podría escoger «la magnífica y poderosa empresa alemana de Sud-América, conocida por la “Deutsche Ueberseeische Elektrizitätsgesellschaft” (D.U.E.G.) y disponer de ella en servicio de los intereses aliados». Porque el artículo 235, decía Keynes, era inequívoco y todo lo comprendía, en la medida en que, fijada la multa, los acreedores podían, durante cierto período, cobrarla especificando la clase especial de propiedad con la que había de efectuarse el pago. 




			Y fue este pequeño comentario de Keynes el que dio lugar a que inmediatamente se movilizaran los intereses industriales y comerciales alemanes fuera de Europa para evitar que sus empresas fueran expropiadas por los vencedores. A la vez comenzó la mayor operación financiera de aquellos tiempos, planteada por la D.U.E.G. Ésta había promovido y era dueña de la compañía eléctrica de Buenos Aires, además de disponer de importantes intereses eléctricos en otras partes de Hispanoamérica, fundamentalmente en Chile y Uruguay. Eran, sin duda, activos que podían ser expropiados, por lo que inmediatamente se puso en marcha una operación para impedirlo. 




			La dirección de la D.U.E.G. decidió constituir, a esos efectos, una nueva sociedad que se hiciera cargo rápidamente de los activos que poseía en Hispanoamérica, y domiciliarla en alguno de los países neutrales, donde la Comisión de Reparaciones no tenía posibilidades de intervenir. Esos países no podían ser otros que Holanda, Suiza o España. Y la sociedad belga Sofina, accionista de la D.U.E.G., a través de su representante Heineman, que conocía y había tratado profesionalmente a Cambó, propuso, y al final logró, que España fuera la nación elegida «no sólo por haber sido un país neutral durante la guerra y haber disfrutado de una moneda relativamente libre de fluctuaciones, sino, sobre todo, dados los lazos étnicos y culturales que Argentina y los demás países de Hispanoamérica habían venido manteniendo con nuestra nación» (Huerta de Soto, 1996:XII y ss.). 




			Y así se fundó la CHADE el 22 de junio de 1920, de nacionalidad española. El capital se fijó en 120 millones de pesetas, como contrapartida de los activos recibidos. De ese capital, el 50% correspondió por canje a los antiguos accionistas de la D.U.E.G. alemana y la otra mitad, 60 millones, fueron suscritos por los socios españoles, encabezados por Cambó y una serie de bancos entre los que destacaba el Banco Urquijo. Durante dos años, el consejo de la CHADE estuvo constituido sólo por españoles, y el alma y ejecutor de esta operación, que no era más que una fachada para regularizar una difícil situación, fue Cambó. Todas las operaciones fueron diseñadas y dirigidas por él. El primer presidente fue el marqués de Comillas, y Cambó su vicepresidente, pero éste pronto ocupó la presidencia, por fallecimiento del marqués. Esa posición, y el extraordinario desarrollo de Buenos Aires, hizo súbitamente rico a Cambó, y permitió que, a partir de entonces, desarrollara diversas actividades culturales y filantrópicas, creara su magnífico archivo y biblioteca, y estableciera definitivamente su conocido despacho barcelonés. Porque Cambó recibió una parte muy importante de la mitad de las acciones emitidas para conseguir la participación de los socios españoles. En realidad, las acciones eran el pago por colaborar en la operación de liberar los activos. 




			En la operación de la CHADE se involucraron bancos españoles como Central, Urquijo, Vizcaya, Barcelona y Arnús Gari. También personalidades de la vida financiera y política, como el marqués de Comillas, el duque de Alba y el conde de Gamazo, y dirigentes de la Lliga Regionalista como Joan Ventosa i Calvell, Josep Bertran i Musitu y Lluís Duran i Ventosa. La mayor parte de ellos recibió una importante participación de la CHADE, en forma de acciones, como remuneración por su colaboración en la creación de la compañía.78 




			De esta operación dice el Diccionario biográfico de la Real Academia de la Historia: 




			



			 






			... una operación de filigrana económica y política sumamente discutida y, las veces, condenada sin paliativos como antipatriótica y nefasta para el sistema bancario nacional —hacerse con gran parte de las acciones y de la vicepresidencia de la CHADE— ... y transformarse con ello en uno de los grandes financieros del Viejo Continente, al propio tiempo que acumulaba una cuantiosa fortuna personal (Cuenca Toribio, 2010). 




			



			 






			El profesor Huerta de Soto (1996:XV) decía que el que fue secretario particular de Cambó le confirmó que la CHADE fue en realidad la única operación importante en la que Cambó ganó dinero, y que le salió tan bien que no necesitó volver a preocuparse de problemas económicos a partir de entonces. 




			



			 






			En su declaración al Comité de Moneda Extranjera, Cambó informaba que el 18 de julio de 1936 «poseía importantes haberes en el extranjero. Casi en su totalidad fueron aportados a primeros de agosto, con intervención del Excmo. Sr. D. José Quiñones de León,79 a la Caja Exterior del Gobierno Nacional». También informaba haber invertido grandes cantidades de dinero en atenciones, unas de carácter patriótico y otras de carácter humanitario, y recordaba que en aquellos momentos estaba financiando con sus propios recursos y, entre otras cosas, la totalidad del gasto de personal y buena parte del material de la oficina de propaganda que se había creado en París. Declaraba que, además, participaba en la financiación de los libros y folletos que se estaban imprimiendo en París para explicar la realidad y los objetivos de la sublevación. Y aseguraba que, a principios de junio de 1937, pondría a disposición del Estado «aquellas divisas que no me sean indispensables para las atenciones antes enumeradas». 




			Conocido es que en septiembre de 1936, Cambó ya celebraba reuniones con otros dirigentes de la Lliga Catalana, como Ventosa y Durán, tanto en la suite que tenía en el hotel Crillon de París, como en el chalet que había alquilado en Abazzia. Y que, a principios de agosto, como decía en su declaración de recursos en el exterior, ya había puesto una buena parte del dinero que tenía en el extranjero a disposición de José Quiñones de León. Según Ventosa, la primera aportación económica de Cambó a Quiñones de León se elevó a 10.000 libras esterlinas.80 Y el mismo Ventosa recuerda la carta que Cambó envió a Valls Taberner en la que pedía que se enviase dinero a Franco.81 




			Hasta tal punto se preocupaba Cambó por la financiación de la guerra, que García Venero (1952:374) dice que en algún caso llamó la atención de ciertos individuos sobre sus aportaciones económicas, que eran menores de lo que podía esperarse de su fortuna. Añadiendo que, con frecuencia, «reprochó la sordidez manifestada, que le parecía incompatible con la magnitud» de las necesidades de España. 




			No hay, sin embargo, información válida que permita evaluar la contribución total de Cambó a la guerra civil. Y la investigación de Borja de Riquer en el Archivo de la Presidencia de Gobierno, donde se encuentra la Relación de donativos a la Causa Nacional no ha encontrado datos sobre el tema (Riquer, 1997:171 y ss.). Sí es posible afirmar que fue muy importante y muy diversa porque, además de los donativos en divisas, Cambó utilizó otras formas de prestar apoyo a los sublevados, avalando préstamos, realizando actividades de propaganda política, o haciendo donaciones encubiertas en forma de venta de material, especialmente vehículos o productos energéticos. 




			Las principales actividades de apoyo al Gobierno de Burgos financiadas por Cambó se desarrollaron fundamentalmente en Francia e Italia. El objetivo era neutralizar la simpatía de que gozaba la causa republicana en los países democráticos, fundamentalmente en Francia, Bélgica y Gran Bretaña. Y para ello, Cambó y los dirigentes de la Lliga emprendieron una muy variada actividad de contrapropaganda que trataba de anular en los ambientes conservadores y católicos la mala imagen que tenía la «causa de los sublevados». Se trataba de contrarrestar el «pacifismo de los católicos liberales y poner en duda los escrúpulos democráticos de las derechas europeas que no se atrevían a dar su apoyo explícito a Franco» (Riquer, 1997:99-101). 




			Esta operación se tradujo en el establecimiento en París, en octubre de 1936, de una oficina de propaganda y prensa, financiada exclusivamente por Cambó. El funcionamiento de esta oficina representaba un coste de unos 140.000 francos franceses mensuales (Riquer, 1997:178). El director de publicaciones era Joan Estelrich, seleccionado por el mismo Cambó, que trabajó en estrecho contacto con la Junta Militar de Burgos en París, con sede en el hotel Meurice (Riquer, 1997:103). Desde esta oficina de París se puso en marcha, en febrero de 1937, un Boletín de Información Española, en español y en francés, con el objetivo de «desvirtuar la propaganda de los marxistas y dar a conocer el carácter y trascendencia del Movimiento Nacional». Muy pocos meses después este Boletín se enviaba regularmente a 77 periódicos franceses. Y a principios de 1938 alcanzó una tirada mensual superior a los 70.000 ejemplares. También, y desde octubre de 1937 a mayo de 1939, la revista quincenal Occident, financiada por Cambó, se convirtió en el principal medio de propaganda de la España sublevada entre los dirigentes europeos. Los más importantes intelectuales europeos de aquellos momentos figuraron entre sus articulistas. En ella escribieron, entre los españoles, Manuel Machado, José Ortega y Gasset, Gregorio Marañón, Ramón Menéndez Pidal, Ramón Pérez de Ayala y Manuel de Falla (Riquer, 1997:111 y ss.). 




			Solé Tura (1997) dijo que Cambó había organizado en Francia el sistema de apoyo político y cultural a la causa de Franco más completo y eficaz, añadiendo que a ello dedicó todas sus energías y una buena parte de sus grandes recursos económicos. Para Riquer (1997:104), París era, por su proximidad, el lugar más adecuado para saber lo que estaba ocurriendo en cada uno de los dos bandos y para hacer propaganda política, como principal centro que era, político e intelectual, de Europa.82 




			Cambó contribuyó también económicamente, junto con Juan March, a la creación de los primeros servicios de inteligencia. Y entre agosto y septiembre de 1936 creó tres servicios distintos con monárquicos, conservadores y carlistas, que operaron principalmente de Biarritz a San Juan de Luz (Heiberg y Ros, 2006:258). Una «operación de espionaje y propaganda de impecable eficacia, erigida en modélica en manuales y tratados de teoría de la información y sociología política» (Cuenca Toribio, 2010).83 




			Cambó se interesó también desde el primer momento por la suerte que podían correr sus amigos y compañeros políticos que se habían quedado retenidos en zona republicana, en domicilios y embajadas, e inició gestiones con el propósito de hacer posible la salida de Cataluña de gente amenazada. Una labor que desarrolló a lo largo de toda la contienda, presionando a las autoridades de algunos países como Francia y Gran Bretaña para que intervinieran más activamente en el salvamento de personas. Él mismo, y muy personalmente, estableció un sistema para conseguir la salida de Cataluña de personas detenidas, o cuya vida estaba en peligro, mediante el pago de determinadas cantidades de dinero a ciertos grupos revolucionarios (Riquer, 1997:168). Y en el Rosellón, en Marsella, en Toulouse, agentes que dependían exclusivamente de él, negociaban estas salidas mediante rescate. También tenía establecido un mecanismo en la propia Cataluña, que le informaba de quién tenía necesidad de salir del país. Unos iban a la zona nacional, y otros permanecían en Francia, ayudando a Cambó a realizar esta función. Se ha dicho que, en algunos instantes, había más de cien personas en Italia, en Suiza y en Francia, que vivían de los subsidios que les proporcionaba Cambó. Según Riquer, el coste de esa operación fue muy considerable. 




			También contribuyó a financiar la sublevación al promover una colecta en círculos internacionales restringidos próximos a él. En esta operación fueron recogidos unos 410 millones de pesetas entre dólares, libras, francos y liras. Y a ello habría que añadir los créditos que obtuvo de grupos financieros suizos, británicos y portugueses, que pudieron ascender a unos 35 millones de dólares. Él mismo, directamente, hizo una aportación económica a finales de 1938 al Colegio de España en París de 50.000 francos para sufragar los gastos y evitar que esta institución cayera bajo la influencia del Gobierno republicano. La única condición que puso a esa donación es que fuera aceptada explícitamente por el Gobierno de Burgos y que la ayuda llegara a través del embajador oficioso en París, José Quiñones de León (Riquer, 1997:172-177). 




			Terminada la guerra, ya no volvió a España. Su cercanía a los primeros niveles del régimen, su procedencia catalana, su riqueza, y especialmente el desprendimiento con que la dispensaba, le granjearon importantes enemigos en el franquismo (Madridejos, 2006:79), y recelos en círculos muy amplios. 




			



			 






			Aportaciones judías84 




			



			 






			La literatura sobre el comportamiento de los judíos y la guerra civil española es abundante, pero desgraciadamente no lo es cuando de lo que se trata es de buscar información de carácter financiero que permita definir en qué medida este colectivo ayudó a financiar la sublevación. En todo caso, al iniciarse la guerra civil, el colectivo judío en España era, a excepción de la comunidad de Melilla, relativamente reducido. Ésta estaba formado por inmigrantes llegados de Marruecos, Argel y Gibraltar, atraídos por el desarrollo de esa ciudad desde la década de 1890. En el resto de España no existían más comunidades judías organizadas que las de Barcelona y Madrid. 




			Iniciada la sublevación, la comunidad judía se posicionó muy pronto. Unos, los más, a favor de la República. Otros, a favor de los rebeldes. Quienes se posicionaron categóricamente contra los judíos fueron algunas de las autoridades militares sublevadas, que en sus discursos dejaron claro, desde el primer día, que estaban luchando contra «el Marxismo, el Separatismo, el Judaísmo y la Francmasonería». En el mismo sentido, el gobernador militar de Burgos, general López Pinto, proclamaba la guerra contra los judíos y los masones, que deberían ser «destruidos sin piedad» (Lisbona, 1993:64). Y ya muy avanzada la guerra, en agosto de 1938, una circular de la Jefatura del Servicio Nacional de Seguridad hablaba del enemigo «constituido por la Masonería y por la Internacional Comunista, perniciosas ramas del Judaísmo, tronco común de males sin cuento» (Torres Robles, 2002:67). 




			Desde el primer momento fueron llegando noticias a la Península de la represión que se había desatado contra la población judía de Tetuán, «de las fuertes contribuciones exigidas a los comerciantes judíos, y de los asesinatos en masa que diezmaron a la minoría israelita» (Rozenberg, 2010:147). Especialmente duro fue el trato que recibió la comunidad judía de Sevilla, en una región dominada por el general Queipo de Llano, uno de los más claros exponentes de los generales antisemitas de la sublevación. La pequeña comunidad de Sevilla fue obligada a pagar 138.000 pesetas, a la vez que se originaban incidentes diversos en relación con establecimientos y propiedades judíos (Marquina y Ospina, 1987:131). Hubo más tasas colectivas impuestas a las comunidades judías. Por ejemplo, los responsables militares de Ceuta exigieron a la comunidad judía una suma de 900.000 francos. Y el Consejo de la Comunidad de Tetuán debió entregar 500.000 pesetas a los rebeldes (Rozenberg 2010:153).85 




			Queipo de Llano fue muy cruel con los judíos en sus intervenciones por la radio.86 En una de sus charlas, Queipo de Llano llegó incluso a afirmar que el judaísmo mantenía un consejo secreto denominado «Kahal», al que todo judío estaba obligado a entregar el 10% de sus ganancias, y que ese consejo secreto había destinado 4.181 millones de pesetas «para provocar y sostener la revolución comunista». Poco después declaraba que la lucha no era una guerra civil española, sino una guerra de «la civilización occidental contra el mundo judío». 




			Al final Franco, que estaba gestionando empréstitos con la banca judía de Tetuán y Tánger, se creyó obligado a desautorizar sus emisiones. Y el 15 de agosto de 1936 dirigió una carta al Consejo Comunal Israelita de Tetuán pidiéndoles que no prestaran atención alguna a las emisiones antisemitas de Sevilla. Incluso llegó a decir que «según el espíritu tradicional comprensivo de nuestro pueblo, la oración se debe ofrecer en la Iglesia, en la Mezquita y en la Sinagoga».87 Más tarde, y como reacción a todos los excesos que se estaban cometiendo, la oficina de prensa del cuartel general de Franco hubo de salir al paso de las noticias publicadas en diversos medios de comunicación internacionales sobre el antisemitismo de los sublevados, denegando esa política.88 Las charlas radiofónicas de Queipo de Llano fueron suprimidas. 




			Las cosas fueron muy diferentes en las comunidades judías del protectorado español del norte de África, especialmente en lo que se refiere a las «grandes familias». Porque, a partir de la larga historia de la relación entre éstas y el ejército español, que se inició con la toma de Tetuán en 1860, resultó que las familias judías más importantes habían mantenido desde siempre unas magníficas relaciones, desde el punto de vista económico, con el ejército. Una colaboración que continuó durante la guerra civil. 




			De esta manera, en Marruecos, Ceuta y Melilla, esa antigua relación de los judíos acomodados con los militares africanistas hizo que la comunidad judía contribuyera de manera notable a financiar la sublevación, respondiendo con generosidad a las suscripciones populares.89 Destacó en ello especialmente la comunidad israelita de Melilla, dotada de un gran nivel cultural, que en aquellos momentos era «dinámica, viva, coherente y compacta», y que había conseguido mejorar la economía de Melilla convirtiéndola en «una de las ciudades más pujantes y prósperas del norte de África».90 Así, en la suscripción abierta en Melilla inmediatamente después de la sublevación para ayudar al ejército del norte de África destacaban las grandes familias acomodadas.91 De los 29 donantes, 24 eran judíos. Estas listas fueron publicadas en septiembre de 1936 en El Heraldo  de Marruecos (Torres Robles, 2002:68). Y un análisis detenido de los diarios Amanecer, El Ideal de Melilla y El Faro de Ceuta ofrece resultados muy significativos al respecto. 




			Es posible que algunos fueran presionados para que prestaran ayuda, pero, en general, parece que ese colectivo era afecto a la sublevación. Aunque lo cierto es que, desde las radios y los diarios locales, las autoridades solicitaban «a esas saneadas fortunas, hechas muchas de ellas a costa del ejército que lucha por la liberación nacional», una contribución generosa, dejándose de «ridiculeces y tacañerías», haciendo sus donativos con generosidad para «el Ejército que lo está dando todo», advirtiendo algo verdaderamente sorprendente tratándose de una «petición», ya que se decía que se procedería a «una minuciosa revisión de donativos en relación con la fortuna de los donantes» (Lisbona, 1993:66). Por ello, muchas de esas familias, ante el dilema de ser acusadas de masones y marxistas, se adelantaban ofreciendo importantes contribuciones. Algunos fueron más lejos, porque el que fue director de la Banca Hassan de Tetuán, José Toledano, ayudó, por orden de Franco, al jefe de los militares sublevados de Tetuán, Beigbeder,92 a organizar la recogida de fondos entre los judíos del Marruecos español (Suárez, 1999:347).93 




			Hubo muchas suscripciones populares en aquella zona. Lisbona (1993:66) da cuenta de que una de ellas fue la denominada «suscripción especial para reponer el oro del Banco de España, robado miserablemente por las hordas comunistas, y restaurar la economía nacional», en la que recaudaron muchos kilos de oro y plata procedentes de los judíos de Ceuta, Melilla y Marruecos. Pero existieron muchas más y, para finales de agosto de 1936, ya se habían convocado otras siete suscripciones en la zona de Marruecos.94 




			En todo caso, la ayuda había empezado muy pronto. El 29 de julio, las comunidades sefardíes de Tánger y del protectorado le entregaron un millón de francos franceses que habían reunido y que le ofrecían como contribución a la sublevación. De este modo, se estableció un compromiso que Franco ya no podría olvidar y que, de alguna manera, explica la actitud de España en las horas sombrías de los judíos. El propio general, según Lisbona reconoció al presidente de la Comunidad Sefradí de Madrid, Daniel François Barukh, en una audiencia concedida el 15 de julio de 1953, que los judíos de Tetuán le habían ayudado generosamente. Y así se lo contó éste al presidente de la Comunidad Sefardí de Jerusalén, Elie Eliachar: «Su Excelencia el Generalísimo me dijo cómo la población sefardí de Tetuán financió su marcha triunfal sobre España.»95 




			Se ha llegado a decir, incluso, que el compromiso con la sublevación de todas aquellas «grandes familias» era tan firme que, cuando los fondos bancarios disponibles descendían más de la cuenta, las familias Hassan, Abenzur, Hachuel, Benhamu y Benatar, entre otras, reponían los depósitos con nuevas imposiciones (Torres Robles, 2002:68-69). Aunque también se ha dicho que los judíos, y en especial los del mundo financiero, que apoyaron al bando franquista lo hicieron para contrarrestar la idea de que la mayoría de los judíos apoyaba a la República y tenía una ideología comunista o de izquierdas (González García, 2004:277-278). 




			En todo caso, hay que recordar que esas ayudas fueron acompañadas de una represión general contra los judíos militantes de partidos de izquierdas, que se desató en Marruecos el mismo día 17 de julio, dirigida contra aquellos a los que se consideraba próximos a la masonería. Aunque los judíos acomodados, vinculados a la banca y al comercio, fueran, en general, protegidos. 




			También se dispone de información que permite afirmar que uno de los primeros suministros de gasolina al ejército sublevado fue financiado desde la comunidad judía. Lisbona (1993:70) documenta que el día 17 de julio apenas quedaba gasolina en Melilla. Y que ese mismo día, un petrolero que se dirigía a esa ciudad, al conocer en alta mar la noticia de la sublevación, decidió cambiar su rumbo a Argel. Sin embargo, y después de una intervención directa de Jacobo J. Salama, delegado de la Shell, el petrolero cambió de nuevo de rumbo y atracó en Melilla. Al parecer, la Shell no confió en el primer momento en los sublevados, y fueron las garantías personales y económicas que ofreció Salama lo que hizo posible el suministro de algo tan vital para la sublevación como el carburante.96 




			Por su parte, la República recibió desde el primer momento el apoyo incondicional de un colectivo importante del mundo judío internacional, sus intelectuales. Una ayuda que se materializó en la aportación de recursos financieros, pero fundamentalmente mediante la integración de combatientes en las Brigadas Internacionales. Y prácticamente toda la prensa judía apoyó a la República, aunque ello supuso una radicalización antijudía del Gobierno de Mussolini, que los acusó de suministrar la base ideológica del Frente Popular, de colaborar con el comunismo soviético en España, y de financiar al bando republicano. El Corriere della Sera, como represalia, llegó a publicar incluso relaciones de las familias judías inglesas que financiaban al bando republicano en la guerra civil (González García, 2004:289). 




			



			 






			Otras ayudas 




			



			 






			Durante mucho tiempo, se creyó que Alfonso XIII había hecho una aportación significativa a la sublevación. Theo Aronson (1968:246) afirmó que la infanta Eulalia97 había dicho a un corresponsal del Daily Express que el rey había entregado a Franco dos millones de libras esterlinas. Rubio Cabeza (1987, vol. 1:134), en su Diccionario de  la guerra civil española, cuenta una historia muy parecida al afirmar que, en 1937, la infanta Eulalia hizo unas declaraciones al periodista William Forrest, publicadas en Gran Bretaña en el diario liberal News  Chronicle, en las que, entre otras cosas, señalaba que su sobrino Alfonso XIII había dado dos millones de libras esterlinas para ayudar a la insurrección militar española de julio de 1936. Por otra parte, Hugh Thomas (1979, vol. 2:127) escribió que en una conversación sostenida en Londres en 1975 con don Juan de Borbón, éste afirmó que su padre había estado implicado «hasta el cuello» en la sublevación. 




			No parece, sin embargo, que hoy se puedan mantener esas afirmaciones que, si en algún momento pudieron parecer un rumor muy creíble, hoy deben quedar totalmente desestimadas. Porque la realidad es que la infanta no ofreció en sus Memorias ninguna información como la que se le atribuye. Ni tampoco se hizo en una publicación muy posterior sobre lo que «no dijo en sus Memorias» (García Louapre, 1995). Independientemente de que la conocida situación financiera de Alfonso XIII de ninguna manera hacía viable ese donativo. Y en eso coinciden personas que lo conocieron muy íntimamente en el exilio, y que tenían capacidad para valorar su situación.98 Hay que recordar también que Franco en sus manuscritos negaba esta ayuda. 




			Sí parece ser cierto que Alfonso XIII, a través de su intervención personal, ayudó en el comienzo de la sublevación a la adquisición de los primeros aviones de Italia, hablando con Mussolini para recomendar la operación, en la que sería también decisiva la mediación de Juan March.99 




			También parece que el general Cabanellas invirtió en la sublevación todo su reducido patrimonio, pero nada más se ha podido documentar.100 Olaya (2005:362), por su parte, dice que Calvo Sotelo y Goicoechea hicieron entrega a Sanjurjo, a mediados de junio de 1936, de 300.000 pesetas, para activar los proyectos en marcha. Pueden documentarse igualmente en los primeros momentos ayudas del Gobierno portugués, con el que los carlistas mantenían relaciones a través de Sanjurjo (Blinkhorn, 1979:311). En el capítulo VI, «Portugal y la sublevación del 18 de julio», se habla de las gestiones de Salazar con los más importantes banqueros de su país. También se reconoce en varias fuentes la participación de Gil Robles en la financiación de la sublevación.101 




			



			 






			Suscripciones populares102 




			



			 






			En una descripción de las distintas fórmulas de financiación que fueron utilizadas por la sublevación, no puede olvidarse la contribución de la sociedad a las suscripciones públicas que se abrieron en aquellos primeros días. Porque, tan pronto como a mediados de agosto de 1936, la Junta de Defensa Nacional, en su apremiante búsqueda de oro y recursos financieros, se dirigió a los españoles residentes en su zona, abriendo una «suscripción nacional» en la que solicitaba la urgente entrega del metálico, y especialmente del oro, que cada español tuviera en su poder.103 




			En realidad, era una apelación patriótica a los españoles residentes en la zona nacional para que se desprendieran de toda clase de propiedades que tuvieran valor monetizable. Se pedía especialmente a las familias que pusieran a disposición del Gobierno monedas de oro, joyas, anillos y toda clase de objetos.104 Se solicitaba también moneda extranjera y valores mobiliarios. La «suscripción nacional» tuvo éxito en dos clases de colectivos. Por una parte, respondieron con generosidad todos aquellos que se solidarizaban con los sublevados. Pero también contribuyeron, y a veces de forma muy importante, muchos que tenían miedo de haberse significado a favor de la República, y que veían en esta suscripción la fórmula más adecuada para hacer gestos explícitos que les cubrieran de posibles represalias. No se puede olvidar, por ello, la parte coactiva que implicaba esta operación. 




			La suscripción se abrió en todas las capitales de provincia y en casi todos los pueblos bajo control de los sublevados. Y con regularidad, la prensa se hacía eco de sus resultados, publicando largas y llamativas listas de las personas y entidades que hacían donativos. En ellas, cada donativo quedaba referenciado por el nombre del donante y su importe, con una breve descripción si se trataba de joyas u otros objetos de valor. De tal manera que, a partir de esas publicaciones, se hizo usual que las provincias rivalizaran por estar en los primeros puestos, en una especie de carrera sobre cuál de ellas hacía un mayor esfuerzo financiero por aportar fondos a la sublevación. 




			La apelación del Gobierno de Burgos a la sociedad para la financiación de la guerra fue creciendo de tono, y pronto revistió todo el carácter de una petición de carácter imperativo, siendo frecuente leer en la prensa diaria requisitorias de este tenor:105 




			



			 






			¡CAPITALISTA! El Movimiento Nacional, salvador de España, te permite en estos momentos seguir disfrutando de tus rentas. 




			Si vacilas un solo momento en prestarle tu ayuda moral y material con largueza y desprendimiento, a más de un mal patriota, serás un desagradecido indigno de convivir en la España fuerte que empieza a renacer. 




			Tu oro y alhajas deben pasar a engrosar inmediatamente el Tesoro Nacional del Gobierno de Burgos. 




			



			 






			Las contribuciones se materializaban a través del ingreso de las cantidades en metálico en una cuenta que el ejército tenía en la sucursal del Banco de España, o mediante entrega, también en moneda o en objetos de oro y alhajas, a la Junta Central, desde la que en cada provincia se coordinaba esa operación.106 Los objetos de oro se remitían posteriormente a Burgos para su transformación en lingotes.107 A estas aportaciones había que sumar las entregas de todo tipo de bienes de primera necesidad, como ropa y alimentos, tan importantes en el frente. 




			En el capítulo XVI, «Suscripciones e incautaciones» se trata de hacer una valoración de la respuesta de la sociedad residenciada en la zona sublevada a los requerimientos del Gobierno de Burgos a lo largo de toda la guerra. Pero ahora parece especialmente útil, a efectos de definir la financiación de la sublevación propiamente dicha, estudiar con detalle los recursos obtenidos con la «operación suscripción» en el territorio sublevado durante 1936. 




			Existen dos fórmulas para hacer una aproximación al valor de esa ayuda. Una, a través de las listas que publicaban con regularidad los diarios de cada provincia. La otra, las fuentes primarias, a partir de los archivos de cada provincia y los del Banco de España, en el que se fue centralizando la recaudación. Para la primera de ellas, el autor ha dispuesto del análisis de una muestra tomada sobre la recaudación de las provincias de Navarra, Pontevedra, Zaragoza y Ceuta, a partir de los cuales ha sido posible aproximarse al importe total recaudado en todas las provincias que se sumaron al golpe militar.108 En esta investigación se analizaron y procesaron las publicaciones diarias de estas provincias en relación con la respuesta de la sociedad a las suscripciones en el período que va de julio a diciembre de 1936, meses en los que el enfrentamiento podía denominarse todavía «de sublevación». 




			La prensa diaria, como se ha visto, iba dando con regularidad información realmente exhaustiva de los donativos en moneda circulante y de oro.109 Pero no sucedió igual con la variada gama de productos, incluidas las joyas, que se fueron poniendo a disposición de las distintas suscripciones.110 Por ello, en esta investigación el importe de las aportaciones en los seis últimos meses de 1936 se reduce a la parte monetaria. 




			Para Navarra se dispone de abundante información. Al iniciarse las hostilidades, dos eran los diarios de esa provincia: Diario de  Navarra111 y El Pensamiento Navarro.112 Un tercero, el diario Arriba España,113 nacería en esas fechas al calor ideológico de la sublevación. De los tres se ha obtenido la información necesaria para valorar la contribución a la suscripción. El desarrollo de esos seis meses de suscripción, en su contenido y en su significación, se expone en el anexo 5. Los resultados de ese análisis totalizaron, en términos monetarios, como aportación de la sociedad navarra a la financiación de la sublevación, en el segundo semestre de 1936, 5.727.345 pesetas, provenientes en su mayor parte de la» suscripción nacional» para el ejército, la campaña del oro, el aguinaldo del combatiente y la destinada al abrigo de las tropas. Como se ha dicho, quedan sin cuantificar las entregas en especie. El total de las entregas en metálico y oro supuso una aportación media de 15,74 pesetas por habitante. 




			Zaragoza, por su parte, fue una de las capitales más relevantes en manos de los militares sublevados en 1936, y su peso económico se hizo evidente por el volumen de sus aportaciones, tanto en metálico como en oro, a la junta recaudatoria constituida en esa ciudad. En todo el territorio de la provincia, se obtuvieron 9.881.799 pesetas, con una media por habitante de 17,66 pesetas.114 




			Y Ceuta, incluida la plaza dependiente de Tetuán, con una elevada población militar, aportó 1.250.399 pesetas. Es decir, 15,43 pesetas por habitante. Un territorio muy poblado como era Pontevedra, colaboró en menor medida por habitante que Navarra, Zaragoza y Ceuta, con 6,51 pesetas por habitante. 




			Éste sería el desglose de la aportación en cada una de las cuatro provincias analizadas para 1936: 
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			La población total en las provincias analizadas sumaba un total de 1.608.959 habitantes, que representaban el 16,0% de los 10.070.901 habitantes correspondientes a todo el territorio sublevado en 1936.115 




			



			 






			En el resto del territorio en poder de los sublevados, las campañas fueron similares en cuanto a las fórmulas de apelación a los posibles donantes. En cualquier caso, y tal como se ha visto, la colaboración fue un tanto desigual. Unas diferencias que hay que entender en relación al diferente grado de desarrollo económico existente en cada una de ellas, o por el distinto nivel de implicación de sus habitantes. En cuatro provincias, Burgos, Segovia, Sevilla y Valladolid, se ha podido trabajar con muestras de las listas que se publicaban con regularidad. De las cuatro, la información es parcial, aunque sirve para ir acotando el problema de la recaudación de la «suscripción nacional» en 1936.116 




			A falta de otras investigaciones provinciales, y en el supuesto de que los casos estudiados fueran representativos del conjunto del territorio bajo control del Gobierno de Burgos, se podría aventurar que el apoyo popular a la sublevación de estos territorios, entendiendo como tal lo recaudado por campañas de suscripción en 1936, podría deducirse aplicando la media de recaudación por habitante obtenida de los cuatro casos estudiados, es decir, 12,92 pesetas al total de la población de la zona sublevada.117 Supuesto, además, que el análisis realizado para las otras cuatro provincias permite aventurar que estuvieron en este entorno. 




			Una extrapolación de este dato a los habitantes de la zona sublevada de julio a diciembre de 1936 arrojaría un total de más de 130 millones de pesetas.118 Es una cifra importante. 




			Independientemente del resultado final en cuanto al nivel de aportaciones monetarias para la financiación de la contienda, las conclusiones generales que se desprenden del análisis hecho sobre el resultado de las suscripciones en la zona nacional durante 1936, a través de las publicaciones periódicas, son éstas: 




			



			 






			– Con carácter general, la institución que en todas las provincias pilotó las recaudaciones, bajo control del Gobierno de Burgos, fue el ejército, con la ayuda de las fuerzas políticas que apoyaban a los sublevados. 




			– En Navarra fue el carlismo, con su propia organización militar, la opción política que se encargó de controlar las suscripciones junto con el ejército. 




			– Algo parecido sucedió en Valladolid, aunque en este caso la fuerza predominante fueron los falangistas. 




			– En Sevilla, fue Queipo de Llano el que siguió, alentó y controló las distintas recaudaciones. 




			



			 






			¿DISPUSO LA SUBLEVACIÓN DE SUFICIENTES RECURSOS? 




			



			 






			A la vista de todo lo que se ha venido exponiendo en este capítulo, no hay duda de que la sublevación disponía de recursos y que además los tenía adecuadamente descentralizados. Así se pudo constatar con motivo del avión de la Lufthansa, que el general Orgaz119 consideró oportuno requisar en los primeros días de la sublevación, a petición de Franco. Hubo una serie de incidentes con los responsables de la compañía aérea, que se oponían a la operación, porque entendían que el vuelo que se les solicitaba implicaba una acción política y que, como extranjeros residentes en España, no podían violar el principio de no inmiscuirse en cuestiones internas.120 




			Al final, y después de muchas conversaciones, el general Orgaz informó terminantemente a la compañía de que el avión quedaba requisado, y que debería realizar un vuelo por cuenta de las autoridades militares a Tetuán. Pero la compañía seguía oponiéndose, posiblemente en la duda de quién iba a pagar aquel servicio. Y en ese momento, y para aclarar esa cuestión, el general Orgaz informó que él mismo se responsabilizaba financieramente de la operación, y que ofrecía depositar en la delegación del Banco de España en Las Palmas un talón por importe de 90.000 pesetas «para cubrir cualquier riesgo o accidente, tanto para el aparato como para la tripulación» (Viñas, 2001:341-342). Como argumento de mayor autoridad, que en estos momentos permite enjuiciar mejor las disponibilidades de los sublevados, complementó su información explicando que disponía de nueve millones de pesetas en la sucursal del Banco de España, cantidad realmente importante en aquellos momentos. 




			



			 






			Sin embargo, disponer de financiación no impedía que Mola tuviera constantes preocupaciones sobre si esos recursos llegarían a tiempo para cada operación concreta, que era lo que constituía la clave del éxito. El general Jorge Vigón ofrece en sus Memorias abundantes ejemplos de ello.121 Cuenta la preocupación de Mola por las noticias que le llegaban de que el 17 de julio había sido detenido en Burgos un enlace importante, porque él sabía que no podía ser otro que Antonio de Lizarza, que viajaba con la misión de entregar al general Sanjurjo una carta suya «y cierta suma de dinero» que se requería para las necesidades de la sublevación, y temía que ese dinero no hubiera llegado a su destino. 




			El general Vigón recuerda también la desazón de Mola cuando el día 26 llegó a Burgos la noticia de que el Gobierno presidido por León Blum había decidido prestar auxilios y recursos al Gobierno Giral.122 La preocupación de Mola en aquellos momentos eran los aviones, de los que no tenía más de una docena, contra doscientos catorce que habían quedado en poder de los republicanos. Por ello, seguía con mucha preocupación los contactos de Goicoechea, de Sáinz Rodríguez, de Bolín y de Zunzunegui en sus negociaciones en Roma, respecto a la ayuda italiana. Al marqués de las Marismas le había mandado a Berlín (Vigón, 1957:191-192). 




			En todo caso, Mola continuaba sin explicitar, al menos formalmente, la cuestión de la financiación, pero seguía pendiente de ella en cada detalle. Por eso, Vigón (1957:223) describe la alegría que le produjo conocer que se había abierto una «suscripción popular» para procurar el oro necesario para atender a la financiación de la compra de armas. 
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Provincia Poblacion %  Efectivo  Oro Total  Totall
Total _(pesetas) _(pesetas) babit.

Navarra  363.851 3,6 5194831 532514 5.727.345 15,74
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{a) Las cifras correspondientes a Zaragoza y Ceuta incluyen aportaciones parciales
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